
PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE UN CONJUNTO DE MEDIDAS PARA IMPULSAR LA PRODUCTIVIDAD 
(BOLETÍN N°10.661-05)

TEXTO LEGAL VIGENTE TEXTO APROBADO EN GENERAL
POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DEL SENADO

DECRETO LEY N°824, DE 1974, DEL MINISTERIO DE HACIENDA
APRUEBA TEXTO QUE INDICA DE LA LEY SOBRE IMPUESTO A LA RENTA

ARTICULO  20°.-  Establécese  un  impuesto  de  24% que  podrá  ser  imputado  a  los
impuestos  global  complementario  y  adicional  de  acuerdo  con  las  normas  de  los
artículos 56, N° 3 y 63. Este impuesto se determinará, recaudará y pagará sobre:

1°.- La renta de los bienes raíces en conformidad a las normas siguientes:

Tratándose de contribuyentes que posean o exploten a cualquier título bienes raíces se
gravará la renta efectiva de dichos bienes.

En el caso de los bienes raíces agrícolas, del monto del impuesto de esta categoría
podrá rebajarse el  impuesto territorial  pagado por el  período al  cual corresponde la
declaración de renta. Sólo tendrá derecho a esta rebaja el propietario o usufructuario.
Si el monto de la rebaja contemplada en este párrafo excediere del impuesto aplicable a las
rentas de esta categoría, dicho excedente no podrá imputarse a otro impuesto ni solicitarse
su devolución. Tampoco dará derecho a devolución conforme a lo dispuesto en los artículos
31,  número  3;  56,  número  3 y  63,  ni  a  ninguna otra disposición  legal,  el  impuesto  de
primera categoría en aquella parte que se haya deducido de dicho tributo el crédito por el
impuesto  territorial.  El  Servicio,  mediante  resolución,  impartirá  las  instrucciones  para  el
control de lo dispuesto en este párrafo.

La cantidad cuya deducción se autoriza en el párrafo anterior se reajustará de acuerdo con
el  porcentaje  de  variación  experimentado  por  el  índice  de  precios  al  consumidor  en  el
período comprendido entre el mes anterior a la fecha de pago de la contribución y el mes
anterior al de cierre del ejercicio respectivo.

En  el  caso  de  contribuyentes  que  no  declaren  su  renta  efectiva  según  contabilidad
completa, y den en arrendamiento, subarrendamiento, usufructo u otra forma de cesión o
uso temporal,  bienes  raíces,  se  gravará  la  renta  efectiva  de  dichos  bienes,  acreditada
mediante el respectivo contrato, sin deducción alguna.

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° del decreto ley
N° 824, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que contiene la Ley sobre Impuesto a la
Renta:
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Para estos efectos,  se considerará  como parte de la  renta efectiva  el  valor  de las
mejoras  útiles,  contribuciones,  beneficios  y  demás  desembolsos  convenidos  en  el
respectivo  contrato  o  posteriormente  autorizados,  siempre  que  no  se  encuentren
sujetos a la condición de reintegro y queden a beneficio del arrendador, subarrendador,
nudo propietario o cedente a cualquier título de bienes raíces.

Serán  aplicables  a  los  contribuyentes  de  esta  letra  las  normas  de  los  dos  últimos
párrafos de la letra a) de este número.

Las  empresas  constructoras  e  inmobiliarias  por  los  inmuebles  que  construyan  o
manden construir para su venta posterior, podrán imputar al impuesto de este párrafo el
impuesto territorial pagado desde la fecha de la recepción definitiva de las obras de
edificación, aplicándose las normas de los dos últimos párrafos de la letra a) de este
número.

2°.  Las  rentas  de  capitales  mobiliarios  consistentes  en  intereses,  pensiones  o
cualesquiera  otros  productos  derivados  del  dominio,  posesión  o  tenencia  a  título
precario de cualquiera clase de capitales mobiliarios, sea cual fuere su denominación, y
que no estén expresamente exceptuados, incluyéndose las rentas que provengan de:

a) Bonos y debentures o títulos de crédito,  sin  perjuicio  de lo  que se disponga en
convenios internacionales;

b) Créditos de cualquier  clase,  incluso los resultantes de operaciones de bolsas de
comercio;

c) Los dividendos y demás beneficios derivados del dominio,  posesión o tenencia a
cualquier título de acciones de sociedades anónimas extranjeras, que no desarrollen
actividades en el país, percibidos por personas domiciliadas o residentes en Chile;

d) Depósitos en dinero, ya sea a la vista o a plazo;

e) Cauciones en dinero;

f) Contratos de renta vitalicia, y

g) Instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, las que se
gravarán cuando se hayan devengado.
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En las operaciones de créditos en dinero, se considerará interés el que se determine
con arreglo a las normas del artículo 41 bis.

Los intereses a que se refiere la letra g) se considerarán devengados en cada ejercicio,
a partir de la fecha que corresponda a su colocación y así sucesivamente hasta su
pago. El impuesto se aplicará a los titulares de los referidos instrumentos, y gravará los
intereses que hayan devengado en el año calendario o comercial respectivo, desde la
fecha de su colocación o adquisición hasta el día de su enajenación o rescate, ambas
inclusive. El interés devengado se determinará de la siguiente forma: (i) multiplicando la
tasa de interés fiscal anual del instrumento determinada conforme al artículo 104, por el
capital del mismo, a su valor nominal o par; (ii) el resultado obtenido conforme al literal
anterior se divide por 365, y (iii) finalmente, se multiplicará tal resultado por el número
de días  del  año calendario  o comercial  en  que el  título  haya estado en poder  del
contribuyente titular.

No obstante las rentas de este número, percibidas o devengadas por contribuyentes
que  desarrollen  actividades  de  los  números  1°,  3°,  4°  y  5°  de  este   artículo,  que
demuestren  sus  rentas  efectivas  mediante  un  balance  general,  y  siempre  que  la
inversión generadora de dichas rentas forme parte del patrimonio de la empresa, se
comprenderán en estos últimos números, respectivamente.

1. Modifícase el párrafo tercero del numeral 2° del artículo 20 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el apartado (ii) el guarismo “365” por la siguiente frase: “los días del
año calendario, en base a lo establecido en los términos de emisión del instrumento
respectivo para el pago del interés o cupón”.

b) Intercálase en el apartado (iii), entre la expresión “contribuyente titular” y el punto y
aparte, la siguiente frase: ”, en base a lo establecido en los términos de emisión del
instrumento respectivo para el pago del interés o cupón”.

Artículo 41 A.- Los contribuyentes domiciliados o residentes en Chile  que obtengan
rentas que hayan sido gravadas en el extranjero, en la aplicación de los impuestos de
esta ley se regirán, respecto de dichas rentas, además, por las normas de este artículo,
en los casos que se indican a continuación:

A.-  Dividendos y retiros de utilidades.

Los  contribuyentes  que  perciban  dividendos  o  efectúen  retiros  de  utilidades  de
sociedades  constituidas  en el  extranjero,  deberán considerar  las  siguientes  normas
para los efectos de aplicar a dichas rentas los impuestos de esta ley:

1.- Crédito total disponible.

Dará derecho a crédito el impuesto a la renta que hayan debido pagar o que se les
hubiera retenido en el extranjero por los dividendos percibidos o los retiros de utilidades

2. Modifícase el artículo 41 A, vigente a partir del año comercial 2015 y hasta el 31 de
diciembre de 2016, en el siguiente sentido:
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efectuados de las sociedades, en su equivalente en pesos y reajustado de la forma
indicada en el número 1.- de la letra D siguiente, según corresponda.

En el caso que en el país fuente de los dividendos o de los retiros de utilidades sociales
no exista impuesto de retención a la renta, o éste sea inferior al impuesto de primera
categoría de Chile, podrá deducirse como crédito el impuesto pagado por la renta de la
sociedad en el exterior. Este impuesto se considerará proporcionalmente en relación a
los dividendos o retiros de utilidades percibidas en Chile, para lo cual se reconstituirá la
base  bruta  de  la  renta  que  proporcionalmente  corresponda  a  tales  dividendos  o
utilidades a nivel de la empresa desde la que se pagan, agregando el impuesto de
retención y el impuesto a la renta de la empresa respectiva.

En la misma situación anterior, también dará derecho a crédito el impuesto a la renta
pagado por  una o más sociedades en la  parte de las utilidades  que repartan a  la
empresa que remesa dichas utilidades a Chile, siempre que todas estén domiciliadas
en el mismo país y la referida empresa posea directa o indirectamente el 10% o más
del capital de las sociedades subsidiarias señaladas.

2.- El crédito para cada renta será la cantidad menor entre:

a) El o los impuestos pagados al Estado extranjero sobre la respectiva renta según lo
establecido en el número anterior, y

b) El 32% de una cantidad tal que, al restarle dicho 32%, la cantidad resultante sea el
monto neto de la renta percibida respecto de la cual se calcula el crédito.

La suma de todos los créditos determinados según estas reglas, constituirá el crédito
total disponible del contribuyente para el ejercicio respectivo.

El  crédito  total  disponible  se  deducirá  del  impuesto  de  primera  categoría  y  de  los
impuestos finales, global complementario y adicional, en la forma que se indica en los
números que siguen.

3.- Crédito contra el impuesto de primera categoría.

En el  caso del  impuesto  de primera categoría,  el  crédito  respectivo  se calculará  y
aplicará según las siguientes normas:

a) Se agregará a la base del impuesto de primera categoría el crédito total disponible
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determinado según las normas del número 2.- anterior.

b) El crédito deducible del impuesto de primera categoría será equivalente a la cantidad
que  resulte  de  aplicar  la  tasa  de  dicho  impuesto  sobre  la  suma  del  crédito  total
disponible más las rentas extranjeras respectivas. Para los efectos de este cálculo, se
deducirán los gastos señalados en la letra D), número 6, de este artículo.

c)  Cuando  en  el  ejercicio  respectivo  se  determine  un  excedente  de  este  crédito
deducible del impuesto de primera categoría, ya sea por la existencia de una pérdida
para fines tributarios o por otra causa, dicho excedente se imputará en los ejercicios
siguientes en que se determinen rentas de fuente extranjera afectas a dicho tributo,
hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará
en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al
consumidor entre el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya
determinado y el último día del mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.".

4.- Crédito contra impuestos finales.

La  cantidad  que  resulte  después  de  restar  al  crédito  total  disponible  el  crédito  de
primera categoría determinado conforme a lo establecido en el numeral precedente,
constituirá el crédito contra impuestos finales, que podrá deducirse del impuesto global
complementario o adicional, según las normas siguientes:

a) En el caso de que las rentas de fuente extranjera que dan derecho al crédito que
trata este artículo hayan sido obtenidas por contribuyentes obligados a determinar su
renta líquida imponible según contabilidad completa, se aplicarán las siguientes reglas:

i) El crédito contra los impuestos finales se anotará separadamente en el registro del
fondo de utilidades tributables correspondiente al año en que se hayan obtenido las
rentas de fuente extranjera por las que se origina dicho crédito.

El crédito así registrado o su saldo, se ajustará en conformidad con la variación del
índice  de  precios  al  consumidor  entre  el  último  día  del  mes  anterior  al  cierre  del
ejercicio en que se hayan generado y el último día del mes anterior al cierre de cada
ejercicio, o hasta el último día del mes anterior al de la retención cuando se trate del
impuesto adicional sujeto a esta modalidad.

ii) El crédito contra impuestos finales registrado en la forma antedicha se considerará
distribuido a los accionistas, socios o empresarios individuales, conjuntamente con las
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distribuciones o retiros de utilidades que deban imputarse a las utilidades tributables del
ejercicio en que se haya generado dicho crédito. Para este efecto, la distribución del
crédito se efectuará proporcionalmente  en función del  porcentaje que represente la
cantidad del respectivo dividendo o retiro de utilidades imputable al año en cuestión
respecto del total de las utilidades obtenidas en dicho año.

iii) Si en el año en que se genera el crédito el contribuyente presenta pérdidas, dicho
crédito se extinguirá totalmente. Si las pérdidas de ejercicios posteriores absorben las
utilidades del ejercicio en que se genera el crédito, éste también se extinguirá aplicando
lo dispuesto en el literal ii) precedente, cuando corresponda, sin derecho a devolución.

iv)  Si  las  utilidades  o  dividendos  que  originan  la  distribución  del  crédito  contra
impuestos  finales  son,  a  su  vez,  percibidos  por  otros  contribuyentes  obligados  a
determinar  su  renta  líquida  imponible  según  contabilidad  completa,  dichos
contribuyentes deberán aplicar las mismas normas de este número.

b) Cuando las rentas que dan derecho a este crédito sean distribuidas,  retiradas o
deban  considerarse  devengadas,  por  contribuyentes  del  Impuesto  Global
Complementario o Adicional, se aplicarán las siguientes normas:

i)  El  crédito  contra  impuestos  finales  se  agregará  a  la  base  del  impuesto  global
complementario  o  adicional,  debidamente  reajustado.  Tratándose  del  impuesto
adicional de retención, también se aplicará el reajuste que proceda por la variación del
índice de precios al consumidor ocurrida entre el último día del mes anterior al de la
retención y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio al que corresponda la
declaración anual respectiva, y

ii)  El  crédito  referido  se  deducirá  del  impuesto  global  complementario  o  adicional
determinado con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la
ley.  Si  hubiera  un  remanente  de  crédito,  éste  no  dará  derecho  a  devolución  o
imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.

c) Cuando tales rentas sean percibidas directamente por contribuyentes del impuesto
global  complementario,  el  crédito  se  agregará  a  la  base  imponible  respectiva  y  se
deducirá  del  citado  tributo,  con  posterioridad  a  cualquier  otro  crédito  o  deducción
autorizada por  la  ley.  Si  hubiere un remanente de crédito,  éste no dará derecho a
devolución  o  imputación  a  otros  impuestos  ni  podrá  recuperarse  en  los  años
posteriores.
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B.- Rentas de agencias y otros establecimientos permanentes.

Los contribuyentes que tengan agencias u otros establecimientos permanentes en el
exterior,  deberán  considerar  las  siguientes  normas  para  los  efectos  de  aplicar  el
impuesto  de  primera  categoría  sobre  el  resultado  de  la  operación  de  dichos
establecimientos:

1.- Estos contribuyentes agregarán a la renta líquida imponible del impuesto de primera
categoría una cantidad equivalente a los impuestos que se adeuden hasta el ejercicio
siguiente, o hayan pagado, en el exterior, por las rentas de la agencia o establecimiento
permanente  que  deban  incluir  en  dicha  renta  líquida  imponible,  excluyendo  los
impuestos de retención que se apliquen sobre las utilidades que se distribuyan. Para
este efecto se considerarán sólo los impuestos adeudados hasta el ejercicio siguiente,
o  pagados,  por  el  ejercicio  comercial  extranjero  que  termine  dentro  del  ejercicio
comercial chileno respectivo o coincida con éste.

Los impuestos indicados se convertirán a moneda nacional conforme a lo indicado en
el número 1.- de la letra D.- siguiente, según el tipo de cambio vigente al término del
ejercicio.

La cantidad que se agregue por aplicación de este número, no podrá ser superior al
crédito que se establece en el número siguiente.

2.- Los contribuyentes a que se refiere esta letra, tendrán derecho a un crédito igual al
que resulte de aplicar la tasa del impuesto de primera categoría sobre una cantidad tal
que al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente a
la renta líquida imponible de la agencia o establecimiento permanente. En todo caso, el
crédito  no podrá  ser  superior  al  impuesto  adeudado  hasta  el  ejercicio  siguiente,  o
pagado, en el extranjero, considerado en el número anterior.

3.- El crédito determinado de acuerdo con las normas precedentes, se deducirá del
impuesto  de  primera  categoría  que  el  contribuyente  deba  pagar  por  el  ejercicio
correspondiente.

Este crédito se aplicará a continuación de aquellos créditos o deducciones que no dan
derecho a reembolso y antes de aquéllos que lo permiten.

4.-  El  excedente  del  crédito  definido  en los  números anteriores,  se  imputará  en la
misma forma al impuesto de primera categoría del  ejercicio siguiente y posteriores.
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Para este efecto, el remanente de crédito deberá reajustarse según la variación del
índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al del término del
ejercicio en que se produzca dicho remanente, y el último día del mes anterior al del
cierre  del  ejercicio  siguiente  o  subsiguientes.  El  remanente  de  crédito  no  podrá
imputarse a ningún otro impuesto ni se tendrá derecho a su devolución.

C.-  Rentas  por  el  uso  de  marcas,  patentes,  fórmulas,  asesorías  técnicas  y  otras
prestaciones similares que hayan sido gravadas en el extranjero.

Los contribuyentes que perciban del exterior rentas por el uso de marcas, patentes,
fórmulas,  asesorías  técnicas  y  otras  prestaciones  similares,  deberán  considerar  las
siguientes normas para los efectos de aplicar a dichas rentas el impuesto de primera
categoría:

1.-  Agregarán  a  la  renta  líquida  imponible  del  impuesto  de  primera  categoría  una
cantidad determinada en la forma señalada en el número 2.- siguiente, equivalente a
los impuestos que hayan debido pagar o que se les hubiera retenido en el extranjero
por las rentas percibidas por concepto de uso de marcas, patentes, fórmulas, asesorías
técnicas y otras prestaciones similares a que se refiere esta letra, convertidos a su
equivalente en pesos y reajustados de la forma prevista en el número 1.- de la letra D.-
siguiente. Para estos efectos, se considerará el tipo de cambio correspondiente a la
fecha de la percepción de la renta.

La cantidad señalada  en el  inciso  anterior  no podrá  ser  superior  al  crédito que se
establece en el número siguiente.

2.- Los contribuyentes a que se refiere esta letra tendrán derecho a un crédito igual al
que resulte de aplicar la tasa del impuesto de primera categoría sobre una cantidad tal
que, al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente
a la suma líquida de las rentas por concepto de uso de marcas, patentes, fórmulas,
asesorías  técnicas  y  otras  prestaciones  similares  percibidas  desde  el  exterior,
convertidas a su equivalente en pesos y reajustadas de la forma prevista en el número
1.- de la letra D.- siguiente. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al impuesto
efectivamente pagado o retenido en el extranjero, debidamente reajustado.

3.- El crédito determinado de acuerdo con las normas precedentes, se deducirá del
impuesto  de  primera  categoría  que  el  contribuyente  deba  pagar  por  el  ejercicio
correspondiente.  Este  crédito  se  aplicará  a  continuación  de  aquellos  créditos  o
deducciones que no dan derecho a reembolso y antes de aquellos que lo permiten.

a) Modifícase la letra C de la siguiente forma:

i. Reemplázase en el encabezamiento la expresión “y otras prestaciones similares” por
la frase: “, otras prestaciones similares y servicios calificados como exportación,”.
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4.-  El  excedente  del  crédito  definido  en los  números anteriores,  se  imputará  en la
misma forma al impuesto de primera categoría del  ejercicio siguiente y posteriores.
Para este efecto, el remanente de crédito deberá reajustarse según la variación del
índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al del término del
ejercicio en que se produzca dicho remanente, y el último día del mes anterior al del
cierre  del  ejercicio  siguiente  o  subsiguientes.  El  remanente  de  crédito  no  podrá
imputarse a ningún otro impuesto ni se tendrá derecho a su devolución.

D.-  Normas comunes.

1.-  Para  efectuar  el  cálculo  del  crédito  por  los  impuestos  extranjeros,  tanto  los
impuestos respectivos como los dividendos, retiros y rentas del exterior se convertirán
a su equivalencia en pesos chilenos de acuerdo a la paridad cambiaria entre la moneda
nacional  y  la  moneda  extranjera  correspondiente,  conforme  a  la  información  que
publique el Banco Central de Chile en conformidad a lo dispuesto en el número 6 del

ii. Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:

“A las mismas reglas de esta letra podrán sujetarse los contribuyentes que presten
servicios calificados como exportación, de conformidad a lo establecido en el número
16 de la letra E del artículo 12 del decreto ley N° 825, de 1974.”.

b) Intercálase la siguiente letra D, nueva, pasando la actual letra D a ser E:

“D.- Otras rentas.
Los contribuyentes que, sin perder el domicilio o la residencia en Chile, perciban rentas
gravadas en el extranjero clasificadas en los números 1° y 2° del artículo 42, podrán
imputar  como  crédito  contra  el  impuesto  único  establecido  en  el  artículo  43  o  el
impuesto global complementario a que se refiere el artículo 52, los impuestos a la renta
pagados o retenidos por tales rentas, aplicando al efecto lo dispuesto en el número 3
del artículo 41 C.

En todo caso, el crédito no podrá exceder del 32% de una cantidad tal que, al restarle
dicho  porcentaje,  la  cantidad  resultante  sea  el  monto  neto  de  la  renta  percibida
respecto  de  la  cual  se  calcula  el  crédito.  Si  el  impuesto  pagado  o  retenido  en  el
extranjero es inferior a dicho crédito, corresponderá deducir la cantidad menor. En todo
caso,  una  suma  igual  al  crédito  por  impuestos  externos  se  agregará  a  la  renta
extranjera declarada.”.
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Capítulo  I  del  Compendio  de  Normas  de  Cambios  Internacionales.  Si  la  moneda
extranjera en que se ha efectuado el pago no es una de aquellas informada por el
Banco Central, el impuesto extranjero pagado en dicha divisa deberá primeramente ser
calculado en su equivalente en dólares de los Estados Unidos de América, de acuerdo
a la paridad entre ambas monedas que se acredite en la forma y plazo que establezca
el  Servicio  de Impuestos Internos mediante resolución,  para luego convertirse a su
equivalente en pesos chilenos de la forma ya indicada. A falta de norma especial, para
efectos  de  establecer  el  tipo  de  cambio  aplicable,  se  considerará  el  valor  de  las
respectivas divisas en el día en que se ha percibido o devengado, según corresponda,
la respectiva renta, según proceda.

No se aplicará el reajuste a que se refiere este número cuando el contribuyente lleve su
contabilidad  en moneda extranjera,  ello  sin  perjuicio  de convertir  los impuestos  del
exterior y las rentas gravadas en el extranjero a su equivalente en la misma moneda
extranjera en que lleva su contabilidad.

2.-  Para  hacer  uso  del  crédito  establecido  en  las  letras  A.-  y  B.-  anteriores,  los
contribuyentes  deberán inscribirse  previamente  en el  Registro  de Inversiones  en el
Extranjero que llevará el Servicio de Impuestos Internos. Este organismo determinará
las formalidades del registro que los contribuyentes deberán cumplir para inscribirse.

3.- Darán derecho a crédito los impuestos obligatorios a la renta pagados o retenidos,
en forma definitiva,  en el  exterior  siempre que sean equivalentes  o  similares  a los
impuestos  contenidos  en  la  presente  ley,  ya  sea  que  se  apliquen  sobre  rentas
determinadas de resultados reales o rentas presuntas sustitutivas de ellos. Los créditos
otorgados por la legislación extranjera al impuesto externo, se considerarán como parte
de este último. Si el total o parte de un impuesto a la renta fuere acreditable a otro
tributo a la renta, respecto de la misma renta, se rebajará el primero del segundo, a fin
de no generar una duplicidad para acreditar los impuestos. Si la aplicación o monto del
impuesto extranjero en el respectivo país depende de su admisión como crédito contra
el  impuesto  a  la  renta  que  grava  en  el  país  de  residencia  al  inversionista,  dicho
impuesto no dará derecho a crédito.

4.-  Los  impuestos  pagados  por  las  empresas en el  extranjero  deberán  acreditarse
mediante el correspondiente recibo o bien, con un certificado oficial  expedido por la
autoridad  competente  del  país  extranjero,  debidamente  legalizados  y  traducidos  si
procediere.  El  Director  del  Servicio  de Impuestos  Internos podrá  exigir  los  mismos
requisitos respecto de los impuestos retenidos, cuando lo considere necesario para el
debido resguardo del interés fiscal. Cuando se imputen en el país impuestos pagados



11

por empresas subsidiarias de aquellas a que se refiere el artículo 41 A), número 1,
deberán acompañarse los documentos que el Servicio exija a los efectos de acreditar la
respectiva participación.

5.- El Director del Servicio de Impuestos Internos podrá designar auditores del sector
público o privado u otros Ministros de Fe,  para que verifiquen la  efectividad de los
pagos o retención de los impuestos externos, devolución de capitales invertidos en el
extranjero,  y  el  cumplimiento  de  las  demás  condiciones  que  se  establecen  en  la
presente letra y en las letras A.-, B.- y C.- anteriores.

6.- Sin perjuicio de las normas anteriores, el crédito total por los impuestos extranjeros
correspondientes  a  las  rentas  de  fuente  extranjera  percibidas  o  devengadas  en  el
ejercicio,  según  corresponda,  de  países  con  los  cuales  Chile  no  haya  suscrito
convenios para evitar la doble tributación, no podrá exceder del equivalente a 32% de
la Renta Neta de Fuente Extranjera de Países sin Convenio. de dicho ejercicio. Para
estos efectos, la Renta Neta de Fuente Extranjera de Países sin Convenio. de cada
ejercicio se determinará como el resultado consolidado de utilidad o pérdida de fuente
extranjera,  afecta a impuesto en Chile,  obtenida por el contribuyente, deducidos los
gastos necesarios para producirlo, en la proporción que corresponda, más la totalidad
de los créditos por los impuestos extranjeros, calculados de la forma establecida en el
artículo anterior.

7.- No podrá ser objeto de devolución a contribuyente alguno conforme a lo dispuesto
por los artículos 31, número 3, 56, número 3, y 63, ni a ninguna otra disposición legal,
el Impuesto de Primera Categoría en aquella parte en que se haya deducido de dicho
tributo el crédito que establece este artículo y el artículo 41 C. Este impuesto tampoco
podrá ser imputado como crédito contra el impuesto global complementario o adicional
que  se  determine  sobre  rentas  de  fuente  chilena.  Para  estos  efectos,  deberá
distinguirse la parte de la renta que sea de fuente nacional y extranjera.

Artículo 59º.- Se aplicará un impuesto de 30% sobre el total de las cantidades pagadas
o abonadas en cuenta, sin deducción alguna, a personas sin domicilio ni residencia en
el  país,  por  el  uso,  goce  o  explotación  de  marcas,  patentes,  fórmulas  y  otras
prestaciones  similares,  sea  que  consistan  en  regalías  o  cualquier  forma  de
remuneración,  excluyéndose  las  cantidades  que  correspondan  a  pago  de  bienes
corporales internados en el país hasta un costo generalmente aceptado. Con todo, la
tasa  de  impuesto  aplicable  se  reducirá  a  15%  respecto  de  las  cantidades  que
correspondan al  uso,  goce o explotación de patentes de invención,  de modelos de
utilidad, de dibujos y diseños industriales, de esquemas de trazado o topografías de

3. Modifícase el artículo 59 en el siguiente sentido:
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circuitos integrados, y de nuevas variedades vegetales, de acuerdo a las definiciones y
especificaciones contenidas en la Ley de Propiedad Industrial y en la Ley que Regula
Derechos  de  Obtentores  de  Nuevas  Variedades  Vegetales,  según  corresponda.
Asimismo, se gravarán con tasa de 15% las cantidades correspondientes al uso, goce
o explotación de programas computacionales, entendiéndose por tales el conjunto de
instrucciones para ser usados directa o indirectamente en un computador o procesador,
a  fin  de  efectuar  u  obtener  un  determinado  proceso  o  resultado,  contenidos  en
cassette, diskette, disco, cinta magnética u otro soporte material o medio, de acuerdo
con  la  definición  o  especificaciones  contempladas  en  la  Ley  Sobre  Propiedad
Intelectual,  salvo que las cantidades se paguen o abonen en cuenta por el  uso de
programas  computacionales  estándar,  entendiéndose  por  tales  aquellos  en  que  los
derechos que se transfieren se limitan a los necesarios para permitir el uso del mismo,
y no su explotación comercial, ni su reproducción o modificación con cualquier otro fin
que no sea habilitarlo para su uso, en cuyo caso estarán exentas de este impuesto. En
el  caso  de  que  ciertas  regalías  y  asesorías  sean  calificadas  de  improductivas  o
prescindibles  para el  desarrollo  económico del  país,  el  Presidente  de la  República,
previo informe de la Corporación de Fomento de la Producción y del Comité Ejecutivo
del Banco Central de Chile, podrá elevar la tasa de este impuesto hasta el 80%. No
obstante, la tasa de impuesto aplicable será de 30% cuando el acreedor o beneficiario
de las regalías o remuneraciones se encuentren constituidos, domiciliados o residentes
en alguno de los países que formen parte de la lista a que se refieren los artículos 41 D
y 41 H, o bien, cuando posean o participen en 10% o más del capital o de las utilidades
del  pagador  o  deudor,  así  como  en  el  caso  que  se  encuentren  bajo  un  socio  o
accionista común que, directa o indirectamente, posea o participe en un 10% o más del
capital o de las utilidades de uno u otro. El contribuyente local obligado a retener el
impuesto deberá acreditar estas circunstancias y efectuar una declaración jurada, en la
forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

Las cantidades que se paguen al exterior a productores y/o distribuidores extranjeros
por materiales para ser exhibidos a través de proyecciones de cine y televisión que no
queden afectas a impuesto en virtud del artículo 58 N° 1,tributarán con la tasa señalada
en el inciso segundo del artículo 60 sobre el total de dichas cantidades, sin deducción
alguna.

Aquellas cantidades que se paguen por el  uso de derechos de edición o de autor,
estarán afectos a una tasa de 15%.

Este impuesto se aplicará,  con tasa 35%, respecto de las rentas que se paguen o
abonen en cuenta a personas a que se refiere el inciso primero por concepto de:

a) Elimínase en su inciso primero la expresión “, o bien, cuando posean o participen en
el 10% o más del capital o de las utilidades del pagador o deudor, así como en el caso
que se encuentren bajo un socio o accionista común que, directa o indirectamente,
posea o participe en el 10% o más del capital o de las utilidades de uno u otro”.
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1) Intereses. Estarán afectos a este impuesto, pero con una tasa del 4%, los intereses
provenientes de:

a)  Depósitos  en  cuenta  corriente  y  a  plazo  en  moneda  extranjera,  efectuados  en
cualquiera de las instituciones autorizadas por el Banco Central de Chile para recibirlos;

b)  Créditos  otorgados  desde  el  exterior  por  instituciones  bancarias  o  financieras
extranjeras  o  internacionales,  así  como  por  compañías  de  seguros  y  fondos  de
pensiones extranjeros que se encuentren acogidos a lo establecido en la letra A), del
artículo 9º transitorio, de la Ley que Regula la Administración de Fondos de Terceros y
Carteras  Individuales.  El  pagador  del  interés  informará  al  Servicio  de  Impuestos
Internos en el plazo que éste determine, las condiciones de la operación. El pagador
del interés informará al Servicio de Impuestos Internos en el plazo que éste determine,
las condiciones de la operación;

No obstante lo anterior, no se gravarán con los impuestos de esta ley los intereses
provenientes de los créditos a que se refiere el párrafo anterior, cuando el deudor sea
una institución financiera constituida en el país y siempre que ésta hubiere utilizado
dichos recursos para otorgar un crédito al exterior. Para estos efectos, la institución
deberá informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale,
el  total  de  los  créditos  otorgados  al  exterior  con  cargo  a  los  recursos  obtenidos
mediante los créditos a que se refiere esta disposición.

c)  Saldos  de  precios  correspondientes  a  bienes  internados  al  país  con  cobertura
diferida o con sistema de cobranzas;

d) Bonos o debentures emitidos en moneda extranjera por empresas constituidas en
Chile. El pagador del interés informará al Servicio de Impuestos Internos en el plazo
que éste determine, las condiciones de la operación. El pagador del interés informará al
Servicio de Impuestos Internos en el plazo que éste determine, las condiciones de la
operación;

e) Bonos o debentures y demás títulos emitidos en moneda extranjera por el Estado de
Chile o por el Banco Central de Chile; y

f)  Las Aceptaciones Bancarias  Latinoamericanas ALADI  (ABLAS)  y otros beneficios
que generen estos documentos.
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g) los instrumentos señalados en las letras a), d) y e) anteriores, emitidos o expresados
en moneda nacional.

INCISO SUPRIMIDO

h) Los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el artículo 104, los que
se gravarán cuando se hayan devengado en la forma establecida en el número 2° del
artículo 20.

2) Remuneraciones por servicios prestados en el extranjero. Con todo, estarán exentas
de este impuesto las sumas pagadas en el exterior por fletes, por gastos de embarque
y desembarque, por almacenaje, por pesaje, muestreo y análisis de los productos, por
seguros y por operaciones de reaseguros que no sean aquellos gravados en el número
3, de este artículo, comisiones, por telecomunicaciones internacionales, y por someter
productos  chilenos  a  fundición,  refinación  o  a  otros  procesos  especiales.  Las
respectivas operaciones y sus características deberán ser informadas al Servicio de
Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine mediante resolución.

Igualmente estarán exentas de este impuesto las sumas pagadas, en el caso de bienes
y  servicios  exportables,  por  publicidad  y  promoción,  por  análisis  de  mercado,  por
investigación  científica  y  tecnológica,  y  por  asesorías  y  defensas  legales  ante
autoridades administrativas, arbitrales o jurisdiccionales del país respectivo. Para que
proceda esta exención los servicios señalados deben guardar estricta relación con la
exportación de bienes y servicios producidos en el país y los pagos correspondientes,
considerarse razonables  a juicio  del  Servicio  de Impuestos Internos,  debiendo para
este efecto los contribuyentes comunicarlos, en la forma y plazo que fije el Director de
dicho Servicio.

En  los  casos  que  los  pagos  señalados  los  efectúen  Asociaciones  Gremiales  que
representen a  los  exportadores bastará,  para que proceda la  exención,  que dichos
pagos se efectúen con divisas de libre disponibilidad a que se refiere el inciso anterior,
proporcionadas por los propios socios de tales entidades y que sean autorizados por el
Servicio  de Impuestos Internos,  de acuerdo con las  normas que al  efecto  imparta.
Estarán afectas a este impuesto, con una tasa de 15%, las remuneraciones pagadas a
personas naturales o jurídicas,  por trabajos de ingeniería o técnicos y por aquellos

b) Intercálase en el párrafo segundo del numeral 2, a continuación del punto y aparte
que sigue a las palabras “dicho Servicio”, la siguiente oración: “Lo dispuesto en este
párrafo se aplicará también a las sumas pagadas al exterior por trabajos y servicios de
ingeniería  o  técnicos,  en el  caso de servicios  exportables,  siempre que el  Servicio
Nacional  de Aduanas  califique  dichos servicios  como exportación,  de acuerdo a  lo
establecido en el número 16 de la letra E del artículo 12 del decreto ley N° 825, de
1974.”.
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servicios  profesionales  o  técnicos  que  una  persona  o  entidad  conocedora  de  una
ciencia o técnica, presta a través de un consejo, informe o plano, sea que se presten en
Chile  o el  exterior.  Sin embargo,  se aplicará una tasa de 20% si  los acreedores o
beneficiarios de las remuneraciones se encuentran en cualquiera de las circunstancias
indicadas  en  la  parte  final  del  inciso  primero  de  este  artículo,  lo  que  deberá  ser
acreditado y declarado en la forma indicada en tal inciso.

3)  Primas  de  seguros  contratados  en  compañías  no  establecidas  en  Chile  que
aseguren cualquier  interés sobre bienes situados permanentemente en el  país o la
pérdida material en tierra sobre mercaderías sujetas al régimen de admisión temporal o
en tránsito en el territorio nacional, como también las primas de seguros de vida u otros
del segundo grupo, sobre personas domiciliadas o residentes en Chile, contratados con
las referidas compañías.

El impuesto de este número, que será el 22%, se aplicará sobre el monto de la prima
de seguro o de cada una de las cuotas en que se haya dividido la prima, sin deducción
de suma alguna.  Tratándose de reaseguros contratados con las compañías a que se
refiere el  inciso primero de este número, en los mismos términos allí  señalados,  el
impuesto será de 2% y se calculará sobre el total de la prima cedida, sin deducción
alguna.

Estarán exentas del impuesto a que se refiere este número, las primas provenientes de
seguros del  casco y máquinas,  excesos,  fletes,  desembolsos  y otros propios  de la
actividad  naviera;  y  los  de  aeronaves,  fletes  y  otros,  propios  de  la  actividad  de
aeronavegación, como asimismo los seguros de protección e indemnización relativos a
ambas actividades y los seguros y reaseguros, por créditos de exportación. Estarán
también exentas del impuesto las remuneraciones o primas provenientes de fianzas,
seguros y reaseguros que garanticen el pago de las obligaciones por los créditos o
derechos de terceros, derivadas del financiamiento de las obras o por la emisión de
títulos  de  deuda,  relacionados  con  dicho  financiamiento,  de  las  empresas
concesionarias de obras públicas a que se refiere el decreto supremo N° 900, de 1996,
del  Ministerio  de  Obras  Públicas,  que  contiene  el  texto  refundido,  coordinado  y
sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164 de 1991 del mismo Ministerio, Ley
de Concesiones de Obras Públicas, de las empresas portuarias creadas en virtud de la
ley N° 19.542 y de las empresas titulares de concesiones portuarias a que se refiere la
misma ley.

4) Fletes marítimos, comisiones o participaciones en fletes marítimos desde o hacia
puertos chilenos, y demás ingresos por servicios a las naves y a los cargamentos en
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puertos nacionales o extranjeros que sean necesarios para prestar dicho transporte.

El impuesto de este número será de 5% y se calculará sobre el monto total de los
ingresos provenientes de las operaciones referidas en el inciso anterior, sin deducción
alguna.

Este  impuesto  gravará  también  a  las  empresas  navieras  extranjeras  que  tengan
establecimientos permanentes en Chile; pero dichas empresas podrán rebajar, de los
impuestos que deban pagar en conformidad a las normas de esta ley, el gravamen de
este  número  pagado  por  el  período  al  cual  corresponda  la  declaración  de  renta
respectiva. Para los efectos de hacer esta rebaja, el impuesto pagado se reajustará
según la variación experimentada por el índice de precios al consumidor en el período
comprendido entre el último día del mes anterior al de su pago y el último día del mes
anterior a la fecha de cierre del ejercicio. Si el monto de la rebaja contemplada en este
inciso excediere de los impuestos contra los cuales procede aplicarse el excedente no
podrá imputarse a ningún otro ni solicitarse su devolución.

Los  armadores,  los  agentes,  consignatarios  y  embarcadores  de  naves,  según
corresponda, retendrán o recaudarán y entregarán en arcas fiscales este impuesto, por
sí o por cuenta de quienes representen, dentro del mes subsiguiente a aquél en que la
nave extranjera haya recalado en el último puerto chileno en cada viaje.

El impuesto establecido en este número no se aplicará a dichos ingresos generados
por  naves extranjeras,  a condición de que,  en los  países  donde esas naves estén
matriculadas,  no  exista  un  impuesto  similar  o  se  concedan  iguales  o  análogas
exenciones a las empresas navieras chilenas. Cuando la nave opere o pertenezca a
una empresa naviera domiciliada en un país distinto de aquél en que se encuentra
matriculada aquélla, el requisito de la reciprocidad se exigirá respecto de cada país. Sin
perjuicio  de  lo  expresado,  el  impuesto  tampoco  se  aplicará  cuando  los  ingresos
provenientes  de  la  operación  de  naves  se  obtengan  por  una  persona  jurídica
constituída o domiciliada en un país extranjero, o por una persona natural  que sea
nacional o residente de un país extranjero, cuando dicho país extranjero conceda igual
o análoga exención en reciprocidad a la persona jurídica constituída o domiciliada en
Chile  y  a  las  personas  naturales  chilenas  o  residentes  en  el  país.  El  Ministro  de
Hacienda, a petición de los interesados, calificará las circunstancias que acrediten el
otorgamiento de la exención, pudiendo, cuando fuere pertinente, emitir el certificado de
rigor.

5) Arrendamiento, subarrendamiento, fletamento, subfletamento, usufructo o cualquier
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otra forma de cesión del uso o goce temporal de naves extranjeras que se destinen o
utilicen  en servicios  de cabotaje  o  cuando los  contratos  respectivos  permitan o no
prohíban utilizar la nave para el cabotaje, pagarán el impuesto de este artículo con tasa
de 20%. No se considerará cabotaje al transporte de contenedores vacíos entre puntos
del territorio nacional.

El impuesto de este Título no se aplicará a las sumas pagadas o abonadas en cuenta
por  los  conceptos  señalados,  en  el  caso  de  naves  que  se  reputen  chilenas  en
conformidad al  artículo 6° del decreto ley N° 3.059, de 1979,  con excepción de las
indicadas en su inciso tercero. Sin embargo, si dentro del plazo estipulado en dicho
artículo 6°, no se opta por la compra ni se celebra el contrato prometido o se pone
término  anticipado  al  contrato  sin  ejercitar  dicha  opción  o  celebrar  el  contrato
prometido, se devengará el impuesto de este Título con tasa del 20%, por las sumas
pagadas o abonadas en cuenta por el arrendamiento, el que deberá pagarse dentro del
mes siguiente a aquél en que venció el  plazo para ejercitar  la opción o celebrar el
contrato  prometido  o  aquél  en  que  se  puso  término  anticipado  al  contrato.  Los
impuestos que resulten adeudados se reajustarán en la variación que experimente la
unidad  tributaria  mensual,  entre  el  mes  en  que  se  devengaron  y  el  mes  en  que
efectivamente se paguen.

6)  Las  cantidades  que  pague  el  arrendatario  en  cumplimiento  de  un  contrato  de
arrendamiento con o sin opción de compra de un bien de capital importado, susceptible
de acogerse a sistema de pago diferido de tributos aduaneros.

El  impuesto  se  aplicará  sobre  la  parte  que  corresponda  a  la  utilidad  o  interés
comprendido en la operación, los que, para estos efectos, se presume de derecho que
constituirán  el  5% del  monto  de  cada  cuota  que  se  pague  en  virtud  del  contrato
mencionado.

En todo caso quedarán afectos a la tributación única establecida en el inciso anterior
sólo aquellas cantidades que se paguen o abonen en cuenta en cumplimiento de un
contrato  de arrendamiento  en consideración  al  valor  normal  que tengan los  bienes
respectivos en el mercado internacional. El pagador de la renta informará al Servicio de
Impuestos Internos en el plazo que éste determine, las condiciones de la operación.

El impuesto de este artículo tendrá el carácter de impuesto único a la renta respecto de
las cantidades a las cuales se aplique.

ARTICULO 74°.- Estarán igualmente sometidos a las obligaciones del artículo anterior: 4. Modifícase el artículo 74 de la siguiente forma:
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1°.- Los que paguen rentas gravadas en el N° 1 del artículo 42°.

2°.- Las instituciones fiscales, semifiscales, los organismos fiscales y semifiscales de
administración autónoma, las Municipalidades, las personas jurídicas en general, y las
personas que obtengan rentas de la Primera Categoría, que estén obligados, según la
ley, a llevar contabilidad, que paguen rentas del N° 2 del artículo 42. La retención se
efectuará con una tasa provisional del 10%.

3°.-  Las  sociedades  anónimas  que  paguen  rentas  gravadas  en  el  artículo  48°.  La
retención se efectuará con una tasa provisional del 10%.

4°.- Los contribuyentes que remesen al exterior, retiren, distribuyan, abonen en cuenta,
pongan a disposición o paguen rentas o cantidades afectas al Impuesto Adicional de
acuerdo  con  los  artículos  58,  59  y  60,  casos  en  los  cuales  la  retención  deberá
efectuarse con la tasa de Impuesto Adicional que corresponda, con derecho al crédito
establecido en el artículo 63.

El  monto  de  lo  retenido  provisionalmente  se  dará  de  abono  al  conjunto  de  los
impuestos que declare el contribuyente respecto de las mismas rentas o cantidades
afectadas por la retención.

Con  todo,  podrá  no  efectuarse  la  retención  si  el  perceptor  del  retiro  le  declara  al
contribuyente obligado a retener que se acogerá a lo dispuesto en el número 2 de la
letra  A) del artículo 14. El Servicio determinará la forma, plazo y requisitos que deberá
cumplir  la  referida  declaración,  así  como el  aviso  que la  sociedad  receptora  de la
reinversión deberá dar tanto a dicho Servicio como a la sociedad fuente del retiro. En
este caso, si dentro de los plazos que establece la citada norma no se da cumplimiento
a los  requisitos que establece dicha disposición,  la  empresa de la  cual  se  hubiere
efectuado el  retiro o remesa será responsable del  entero de la  retención a que se
refiere este número, dentro de los primeros 12 días del mes siguiente a aquel en que
venza dicho plazo, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra del contribuyente que
efectuó el retiro o remesa, sea con cargo a las utilidades o a otro crédito que el socio
tenga contra la sociedad.

Tratándose de las cantidades determinadas de acuerdo al artículo 14 ter, la retención
se efectuará con tasa del 35%, con deducción del crédito establecido en el artículo 63.

Si  la  deducción  del  crédito  establecido  en  el  artículo  63 resultare  indebida,  total  o
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parcialmente,  la  sociedad  deberá  pagar  al  Fisco,  por  cuenta  del  contribuyente  de
Impuesto Adicional, la diferencia de impuesto que se determine al haberse deducido
indebidamente el  crédito,  sin  perjuicio del  derecho de la  sociedad de repetir  contra
aquél. Esta cantidad se pagará en la declaración anual a la renta que deba presentar la
sociedad, reajustada en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor
entre  el  mes anterior  al  de  la  retención  y  el  mes anterior  a  la  presentación  de  la
declaración  de  impuesto  a  la  renta  de  la  sociedad,  oportunidad  en  la  que  deberá
realizar la restitución.

Igual obligación de retener tendrán los contribuyentes que remesen al exterior, pongan
a disposición, abonen en cuenta o paguen a contribuyentes sin domicilio ni residencia
en Chile, rentas o cantidades provenientes de las operaciones señaladas en las letras
a), c), d), e), h) y j), del número 8º, del artículo 17.

Tratándose de operaciones cuyos mayores valores deban tributar con el Impuesto de
Primera Categoría en carácter de único a la renta, la retención se efectuará con la tasa
provisional de 5% sobre el total de la cantidad a remesar, sin deducción alguna, salvo
que  pueda  determinarse  el  mayor  valor  afecto  a  impuesto,  caso  en  el  cual  dicha
retención se hará con la tasa del Impuesto de Primera Categoría sobre dicho mayor
valor.

Sin  perjuicio  de  la  declaración  anual  a  la  que  pueda  encontrarse  obligado,  el
contribuyente enajenante podrá presentar una solicitud al Servicio con anterioridad al
vencimiento del plazo legal para la declaración y pago de la retención, en la forma que
éste establezca mediante resolución, con la finalidad de que se determine previamente
el mayor valor sobre el cual deberá calcularse el monto de la retención. Dicha solicitud,
deberá incluir,  además de la estimación del mayor valor  de la operación,  todos los
antecedentes que lo justifiquen. El Servicio, a su juicio exclusivo, se pronunciará sobre
dicha  solicitud  en  un plazo  de 30  días  hábiles,  contado  desde la  fecha en que el
contribuyente haya puesto a disposición de aquel  todos los antecedentes que haya
requerido para resolver la solicitud, de lo que se dejará constancia en una certificación
emitida por la oficina correspondiente del Servicio. Vencido este plazo sin que se haya
pronunciado sobre la solicitud, se entenderá que el Servicio la ha denegado, caso en el
cual deberá determinarse el monto de la retención conforme a las reglas de esta ley y
del Código Tributario. Cuando el Servicio se haya pronunciado aceptando la solicitud
del contribuyente y se hubiere materializado la operación que da origen al impuesto y la
obligación de retención, éste deberá declarar y pagar la retención dentro del plazo de 5
días hábiles contado desde la notificación de la resolución favorable, caso en el cual se
entenderá declarada y pagada oportunamente la retención. Vencido este plazo sin que
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se haya declarado y pagado la retención, se entenderá incumplido el deber de retener
que establece este artículo, aplicándose lo dispuesto en esta ley y el Código Tributario.
El mayor valor que se haya determinado de acuerdo a lo anterior, no podrá ser objeto
de fiscalización alguna, salvo que los antecedentes acompañados sean maliciosamente
falsos,  incompletos  o  erróneos,  caso  en  cual  podrán,  previa  citación  conforme  al
artículo 63 del Código Tributario, liquidarse y girarse las diferencias de impuestos que
se detecten conforme a las  reglas  generales  más los  reajustes,  intereses y multas
pertinentes.

Tratándose de operaciones cuyos mayores valores deban tributar con los impuestos de
Primera Categoría y Adicional, la retención se efectuará con una tasa provisional igual
a  la  diferencia  entre  las  tasas  de  los  impuestos  Adicional  y  de Primera  Categoría
vigentes a la fecha de enajenación, sobre el total de las cantidades que se remesen al
exterior,  paguen,  abonen  en  cuenta  o  pongan  a  disposición  del  contribuyente  sin
domicilio o residencia en Chile, salvo que pueda determinarse el mayor valor afecto a
impuesto, caso en el cual la retención se efectuará con la tasa de 35% sobre dicho
mayor  valor,  montos  que  en  ambos  casos  se  darán  de  abono  al  conjunto  de  los
impuestos que declare el contribuyente respecto de las mismas rentas o cantidades
afectadas por la retención, sin perjuicio de su derecho de imputar en su declaración
anual el remanente que resultare a otros impuestos anuales de esta ley o a solicitar su
devolución  en  la  forma prevista  en  el  artículo  97.  Si  con  la  retención  declarada  y
pagada se han solucionado íntegramente los impuestos que afectan al contribuyente,
este último quedará liberado de presentar la referida declaración anual.

En  todo  caso,  podrá  no  efectuarse  la  retención  si  se  acredita,  en  la  forma  que
establezca el Servicio mediante resolución, que los impuestos de retención o definitivos
aplicables  a  la  operación  han  sido  declarados  y  pagados  directamente  por  el
contribuyente de Impuesto Adicional, o que se trata de cantidades que correspondan a
ingresos no constitutivos de renta o rentas exentas de los impuestos respectivos o que
de la  operación respectiva  resultó  un menor  valor  o pérdida  para el  contribuyente,
según  corresponda.  En  estos  casos,  cuando  no  se  acredite  fehacientemente  el
cumplimiento  de  alguna  de  las  causales  señaladas,  y  el  contribuyente  obligado  a
retener, sea o no sociedad, se encuentre relacionado con el beneficiario o perceptor de
tales rentas o cantidades en los términos que establece el artículo 100 de la ley N°
18.045, será responsable del entero de la retención a que se refiere este número, sin
perjuicio de su derecho a repetir en contra del contribuyente sin domicilio o residencia
en Chile.

No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, los contribuyentes que remesen,
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distribuyan, abonen en cuenta, pongan a disposición o paguen rentas o cantidades a
contribuyentes sin domicilio o residencia en Chile que sean residentes de países con
los  que  exista  un  Convenio  vigente  para  Evitar  la  Doble  Tributación  Internacional,
tratándose de rentas o cantidades que conforme al mismo sólo deban gravarse en el
país del domicilio o residencia, o se les aplique una tasa inferior a la que corresponda
de acuerdo a esta ley, podrán no efectuar las retenciones establecidas en este número
o  efectuarlas  con  la  tasa  prevista  en  el  Convenio,  según  sea  el  caso,  cuando  el
beneficiario de la renta o cantidad les acredite mediante la entrega de un certificado
emitido por la Autoridad Competente del otro Estado Contratante, su residencia en ese
país y le declare en la forma que establezca el Servicio mediante resolución, que al
momento de esa declaración no tiene en Chile un establecimiento permanente o base
fija a la que se deban atribuir tales rentas o cantidades, y sea, cuando el Convenio así
lo exija, el beneficiario efectivo de dichas rentas o cantidades, o tenga la calidad de
residente  calificado.   Cuando  el  Servicio  establezca  en  el  caso  particular  que  no
concurrían  los  requisitos  para  aplicar  las  disposiciones  del  respectivo  Convenio  en
virtud de las cuales no se efectuó retención alguna o la efectuada lo fue por un monto
inferior a la que hubiese correspondido de acuerdo a este artículo, y el contribuyente
obligado a retener, sea o no sociedad, se encuentre relacionado con el beneficiario o
perceptor de tales rentas o cantidades en los términos que establece el artículo 100 de
la ley N° 18.045, dicho contribuyente será responsable del entero de la retención que
total o parcialmente no se hubiese efectuado, sin perjuicio de su derecho a repetir en
contra de la persona no residente ni domiciliada en Chile.

En el caso de las cantidades señaladas en los literales i) al iv), del inciso tercero del
artículo 21, la empresa o sociedad respectiva, deberá efectuar una retención anual del
45% sobre dichas sumas, la que se declarará en conformidad a los artículos 65, N° 1 y
69.

Tratándose de las enajenaciones a que se refieren los artículos 10, inciso tercero, y 58,
número  3,  los  adquirentes  de  las  acciones,  cuotas,  derechos  y  demás  títulos,
efectuarán una retención del 20% sobre la renta gravada determinada conforme a la
letra (b) del número 3) del artículo 58, retención que se declarará en conformidad a los
artículos 65, N° 1 y 69.

5°.-  Las empresas periodísticas,  editoras,  impresoras e importadoras de periódicos,
revistas e impresos, que vendan estos artículos a los suplementeros, sea directamente
o por intermedio de agencias o de distribuidores, deberán retener el impuesto referido
en el artículo 25° con la tasa del 0,5% aplicada sobre el precio de venta al público de
los respectivos periódicos, revistas e impresos que los suplementeros hubieren vendido
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efectivamente.

6°.- Los compradores de productos mineros de los contribuyentes a que se refiere la
presente ley deberán retener el impuesto referido en el artículo 23° de acuerdo con las
tasas que en dicha disposición se establecen, aplicadas sobre el valor neto de venta de
los  productos.  Igual  retención,  y  con las  mismas tasas,  procederá respecto  de los
demás  vendedores  de  minerales  que  determinen  sus  impuestos  de  acuerdo  a
presunciones de renta. El contribuyente podrá solicitar a los compradores la retención
de un porcentaje mayor. a) Intercálase el siguiente numeral 7°, nuevo, pasando el actual 7° a ser 8°:

”7º.- Los emisores de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el
artículo 104, respecto de los tenedores de los mismos, con una tasa del 4% sobre los
intereses devengados  a  la  fecha  de cada  pago de  interés  o  cupón  o  de  un pago
anticipado o rescate, desde el pago de cupón anterior o fecha de emisión, según sea el
caso.

Esta retención reemplazará a la que se refiere el número 4º de este artículo respecto
de los mismos intereses, pagados o abonados en cuenta a contribuyentes sin domicilio
ni residencia en el  país. En el  caso de contribuyentes domiciliados o residentes en
Chile,  el  4%  sobre  los  intereses  devengados  durante  el  período  en  que  dichos
instrumentos hayan estado en su propiedad podrá darse de abono a los impuestos
anuales de Primera Categoría o Global Complementario que graven los respectivos
intereses, según corresponda, con derecho a solicitar la devolución del excedente que
pudiese resultar de dicho abono.

El emisor deberá declarar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que
éste  determine,  los  antecedentes  de  las  retenciones  que  haya  debido  efectuar
conforme a este número. La no presentación de esta declaración o su presentación
extemporánea, incompleta o errónea será sancionada con la multa establecida en el
número  2º  del  artículo  97  del  Código  Tributario,  la  que  se  aplicará  conforme  al
procedimiento del artículo 165 del mismo texto legal.

Después  de  cada  retención,  los  inversionistas  que  no  tengan  la  calidad  de
contribuyentes para los efectos de esta ley podrán solicitar por escrito al Servicio de
Impuestos Internos la devolución del 4% sobre los intereses devengados durante el
período  en  que  dichos  instrumentos  hayan  estado  en  su  propiedad,  mediante  una
declaración  jurada  en  que  identifiquen  los  instrumentos  de  deuda  respectivos  y  el
período  en  que  dichos  instrumentos  hayan  estado  en  su  propiedad  en  el  plazo
transcurrido  entre  dicha  retención  y  la  retención  anterior  o  colocación  de  los
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7º.-  Los  representantes,  custodios,  intermediarios,  depósitos  de  valores  u  otras
personas  domiciliadas  o  constituidas  en  el  país  que  hayan  sido  designadas  o
contratadas por contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, para los efectos de
cumplir con las obligaciones tributarias provenientes de la tenencia o enajenación de
los instrumentos de deuda de oferta pública a que se refiere el  artículo 104, con una
tasa de 4% sobre los intereses devengados durante el ejercicio respectivo, conforme a
lo dispuesto en el artículo 20, número 2º, letra g). Esta retención reemplazará a la que
establece el número 4º de este artículo respecto de los mismos intereses, pagados o
abonados  en  cuenta  a  los  contribuyentes  sin  domicilio  ni  residencia  en  Chile.  Las
personas  señaladas  precedentemente  deberán  informar  al  Servicio  de  Impuestos
Internos,  en  la  forma  y  plazo  que  éste  determine  mediante  resolución,  sobre  los
antecedentes de las retenciones que hayan debido efectuar conforme a este número.
La no presentación de esta declaración o su presentación extemporánea, incompleta o
errónea, será sancionada con la multa establecida en el número 6º, del artículo 97, del
Código Tributario,  la que se aplicará conforme al procedimiento del artículo 165 del
mismo texto legal.

instrumentos, según corresponda, todo ello en la forma y oportunidad que establezca el
referido Servicio mediante resolución. La solicitud de devolución deberá presentarse a
más tardar el día 5 del mes siguiente a cada fecha de retención. Dicha devolución se
hará  hasta  el  día  12  del  mes  siguiente  a  la  fecha  de  retención,  mediante  un
procedimiento que establecerá el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.
La entrega maliciosa de información incompleta o falsa en la declaración jurada a que
se refiere  este párrafo,  en virtud  de la  cual  se obtenga una devolución  indebida  o
superior  a la  que correspondiere,  se sancionará  en la  forma prevista en el  párrafo
tercero del número 4º del artículo 97 del Código Tributario.

Se exceptúa de la obligación de este numeral a los instrumentos de deuda de oferta
pública que hayan establecido,  en sus condiciones de emisión,  que la retención se
efectuará en la forma señalada en el numeral 8° siguiente.”.

b) Modifícase el actual numeral 7°, que ha pasado a ser 8°, en los siguientes términos:

i.  Intercálase,  entre la expresión “artículo 104” y la coma, la siguiente frase: “cuyas
condiciones de emisión señalen que la retención se sujetará a lo establecido en este
numeral”.

ii. Reemplázase la expresión “número 6°” por “número 2°”.

iii.  Agrégase,  a continuación  del  punto  final  que sigue a la  expresión “mismo texto
legal”,  la  siguiente  oración  final:  “Esta  disposición  no  será  aplicable  a  aquellos
instrumentos incluidos en la nómina de instrumentos elegibles señalada en el número 4
del artículo 104, los que se regirán por lo establecido en el numeral anterior.”.

ARTICULO 79°.- Las personas obligadas a efectuar las retenciones a que se refiere el
artículo 73° y el  número 4 del artículo 74° deberán declarar y pagar los impuestos
retenidos hasta el día 12 del mes siguiente de aquél en que fue pagada, distribuida,

5. Modifícase el artículo 79 de la siguiente forma:
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retirada, remesada, abonada en cuenta o puesta a disposición del interesado la renta
respecto de la cual se ha efectuado la retención.  No obstante, la retención que se
efectúe por las cantidades a que se refieren los literales i) al iv), del inciso tercero del
artículo 21 y por las rentas a que se refiere el inciso tercero del artículo 10 y 58 número
3), se declarará y pagará de acuerdo con las normas establecidas en los artículos 65,
Nº 1, 69 y 72. Las retenciones que se efectúen conforme a lo dispuesto por el número
7º del artículo 74, se declararán y pagarán dentro del mes de enero siguiente al término
del  ejercicio en  que  se  devengaron  los  intereses  respectivos,  sin  perjuicio  de  lo
dispuesto por el artículo 69 del Código Tributario.

a) Reemplázase la expresión “el número 7º” por “los números 7° y 8°”.
b) Intercálase, entre las expresiones “se declararán y pagarán” y “dentro del mes de
enero siguiente al término del ejercicio”, la siguiente frase: “en el primer caso, dentro de
los cinco días hábiles siguientes a la retención, sin reajuste alguno desde la fecha de
retención respectiva; y en el segundo,”.

Artículo 104.- No obstante lo dispuesto en el artículo 17º, número 8º,  no constituirá
renta el mayor valor obtenido en la enajenación de los instrumentos de deuda de oferta
pública  a  que  se  refiere  este  artículo,  siempre  que  se  cumpla  con  los  requisitos
indicados en los siguientes números 1 y 2:

1.- Instrumentos beneficiados.

Podrán acogerse a las disposiciones de este artículo los instrumentos que cumplan con
los siguientes requisitos copulativos:

a) Que se trate de instrumentos de deuda de oferta pública previamente inscritos en el
Registro de Valores conforme a la ley Nº 18.045.

b) Que hayan sido emitidos en Chile.

c) Que se establezca, en la respectiva escritura de emisión, que los instrumentos se
acogerán a lo dispuesto en este artículo y que, además de la tasa de cupón o de
carátula, se determine, para cada colocación y después de cada una de ellas, una tasa
de interés fiscal  para efectos  del  cálculo  de los  intereses devengados  conforme al
inciso tercero, del número 2, del artículo 20.

La tasa de interés  fiscal  aludida  en el  párrafo anterior  corresponderá a  la  tasa de
colocación anual del instrumento, la que se expresa en porcentaje y que en la fórmula
que se describe a continuación, se identifica como "TF". Esta tasa corresponderá al

6. Modifícase el artículo 104 de la siguiente forma:

a) Agrégase en el número 1 la siguiente letra d), nueva:

“d) Que se trate de instrumentos que contemplen al menos un pago de interés o cupón
por año, cuyo valor porcentual no sea inferior a 1/25 veces el valor de la tasa de interés
fiscal.”.
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número positivo que permita cumplir la siguiente igualdad:

     .

La  fórmula  precedente  es  una  identidad  que  indica  que  el  precio  del  instrumento
colocado corresponde a la suma del valor presente de cada flujo de caja "F" que el
emisor del instrumento se compromete a pagar en cada fecha "t" y hasta el vencimiento
del instrumento en la fecha "N".

El valor presente de cada flujo de caja F que el instrumento se compromete a pagar en
una determinada fecha t corresponde al flujo de caja F, multiplicado por un factor de
descuento que corresponde al inverso de la suma de 1 más la tasa anual de colocación
del instrumento "TF" elevada al número que resulte de dividir  los días transcurridos
entre la fecha en que ocurre el flujo respectivo y la fecha de colocación "fc" (t-fc), por
365.

De  acuerdo  a  lo  anterior,  las  variables  intervinientes  en  la  ecuación  indicada
anteriormente se definen de la siguiente manera:

TF = Tasa fiscal por determinar y corresponde a la tasa de colocación del instrumento.
Esta tasa se expresa en porcentaje.

= Sumatoria  . desde la fecha de colocación del instrumento, fecha que definimos como
"fc", hasta el vencimiento del instrumento en la fecha "N".

Ft = Flujo de caja (que incluye cupón y,o amortización de capital) que promete pagar el
instrumento  al  tenedor  de  éste  en  una  fecha  "t",  según  la  tabla  de  desarrollo  del
instrumento, expresados como porcentaje del valor nominal.

t = Fecha de ocurrencia de un flujo de caja.
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Precio de transacción = Relación expresada en porcentaje, entre la suma de dinero
desembolsada por el o los inversionistas para adquirir el monto colocado por el emisor
respecto a su valor nominal.

No obstante lo anterior, una o varias colocaciones de la misma emisión, posteriores a la
primera, tendrán la misma tasa de interés fiscal que aquella, sólo si su respectiva tasa
de colocación es menor o igual a la tasa de interés fiscal de la primera colocación, en
cuyo caso se aplicará la tasa de interés fiscal correspondiente a la colocación inicial,
siempre  que,  previo  a  la  respectiva  colocación,  el  emisor  haya  informado  a  la
Superintendencia  de Valores  y  Seguros,  en la  forma que ésta determine mediante
norma de carácter general, que acogerá dicha colocación a lo dispuesto en este inciso.
En todo caso, dicha norma de carácter general deberá incluir la forma de identificar las
colocaciones que tengan tasa fiscal distinta de una misma emisión.

En caso de aumentar el monto emitido de una misma serie de títulos que cumplan
copulativamente los requisitos señalados en las letras a), b) y c) precedentes, a través
de una reapertura, de la cual se deje constancia en la escritura de emisión, el nuevo
monto emitido y sus respectivas colocaciones, tendrán la misma tasa de interés fiscal
de la primera colocación, sólo si la tasa de colocación de cada una de ellas es menor o
igual  a la  tasa de interés fiscal  de la  primera colocación de la  emisión de la  serie
original, y siempre que el emisor haya informado a la Superintendencia de Valores o
Seguros, en la forma que ésta determine mediante norma de carácter general,  que
acogerá dicha emisión a lo dispuesto en este inciso. En este caso podrá aplicarse lo
dispuesto en el inciso precedente, cumpliéndose los requisitos que allí se establecen,
respecto de las sucesivas colocaciones de la misma reapertura.

La tasa de interés fiscal será informada después de cada colocación, dentro del mismo
día, por el  emisor de los títulos a la Superintendencia de Valores y Seguros, quien
mantendrá un registro público de dichas tasas.

2.- Contribuyentes beneficiados.

Podrán acogerse a las disposiciones de este artículo, los contribuyentes que enajenen
los instrumentos a que éste se refiere, cumpliendo con lo señalado en las letras a) o b)
siguientes:

a)  Que  entre  la  fecha  de  adquisición  y  enajenación  de  los  instrumentos  haya
transcurrido a lo menos un año, o bien, el plazo inferior que se fije mediante decreto
expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República" por el Ministerio de



27

Hacienda.  En  el  caso  de  la  primera dictación,  de la  modificación  o  reemplazo  del
señalado  decreto,  el  plazo de permanencia  que regirá  para  aquellos  tenedores  de
bonos que hayan adquirido los títulos con anterioridad a su entrada en vigencia, será el
menor entre el que falte por completar para cumplir con el que establece la ley o, en su
caso, el que señala el decreto vigente al momento de la compra, y el plazo que señale
el nuevo decreto que se dicte.

b)  Que  hayan  adquirido  y  enajenado  los  instrumentos  en  una  Bolsa  local,  en  un
procedimiento  de  subasta  continua  que  contemple  un  plazo  de  cierre  de  las
transacciones que permita la activa participación de todos los intereses de compra y de
venta, el que, para efectos de este artículo, deberá ser previamente autorizado por la
Superintendencia de Valores y Seguros y el Servicio de Impuestos Internos mediante
resolución conjunta. Además, que hayan adquirido y enajenado los instrumentos por
intermedio  de  un  corredor  de  bolsa  o  agente  de  valores  registrado  en  la
Superintendencia  de  Valores  y  Seguros,  excepto  en  el  caso  de los  bancos,  en  la
medida que actúen de acuerdo a sus facultades legales.

Tratándose de contribuyentes sin domicilio ni residencia en el país, deberán contratar o
designar un representante, custodio, intermediario, depósito de valores u otra persona
domiciliada  o  constituida  en  el  país,  que  sea  responsable  de  cumplir  con  las
obligaciones tributarias que pudiesen afectarlos.

3.- Disposiciones especiales relativas a los pagos anticipados.

En  el  caso  del  pago  anticipado  o  rescate  por  el  emisor  del  todo  o  parte  de  los
instrumentos de deuda a que se refiere este artículo, se considerarán intereses todas
aquellas  sumas  pagadas  por  sobre  el  saldo  del  capital  adeudado,  además  de  los
intereses referidos en el artículo 20, número 2, inciso tercero. Para los efectos de esta
ley,  los  intereses  a  que  se  refiere  este  número  se  entenderán  devengados  en  el
ejercicio en que se produzca el pago anticipado o rescate.

4.- Los instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile o por la Tesorería General
de la República podrán acogerse a lo dispuesto en este artículo aunque no cumplan

b) Agrégase en el número 3 el siguiente párrafo tercero, nuevo:

“Lo dispuesto en este numeral no tendrá aplicación tratándose de los instrumentos de
deuda incorporados en la nómina señalada en el número 4 de este artículo, incluido su
canje  por  instrumentos  de deuda correspondientes  al  mismo emisor,  los  cuales  se
regirán por las reglas generales.”.
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con uno o más de los requisitos señalados en el número 1 y 2 anteriores, siempre que
los respectivos títulos se encuentren incluidos en la nómina de instrumentos elegibles
que,  para  estos  efectos,  establecerá  el  Ministro  de  Hacienda  mediante  decreto
supremo expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", y que
cumplan con las características y condiciones que en el mismo se definan, incluyendo
la tasa de interés fiscal. Tratándose de los instrumentos emitidos por el Banco Central
de  Chile,  su  inclusión  en  dicha  nómina  de  instrumentos  elegibles  deberá  ser
previamente solicitada por dicho organismo.

Respecto de los instrumentos a que se refiere este número, los requisitos dispuestos
en  la  letra  b)  del  número  2  se  entenderán  cumplidos  cuando  la  adquisición  o
enajenación tenga lugar en alguno de los sistemas establecidos por el Banco Central
de Chile  o  por  el  Ministerio  de Hacienda,  según  corresponda,  para  operar  con las
instituciones o agentes que forman parte del mercado primario de dichos instrumentos
de deuda.  Asimismo,  tales  requisitos  se  entenderán  cumplidos  cuando  se  trate  de
adquisiciones  o  enajenaciones  de  instrumentos  elegibles  que  correspondan  a
operaciones de compra de títulos con pacto de retroventa que efectúe el Banco Central
de Chile con las empresas bancarias.

5.-  Disposiciones  relativas  a  deberes  de  información,  sanciones  y  normas
complementarias.

El emisor de los instrumentos a que se refiere este artículo, los depósitos de valores
donde tales instrumentos estén depositados,  las bolsas de valores del país que los
acepten a cotización, los representantes de los tenedores de tales instrumentos, los
custodios,  intermediarios  u  otras  personas  responsables  de  cumplir  con  las
obligaciones tributarias que pudiesen afectar a los contribuyentes tenedores, u otras
personas que hayan participado en estas operaciones, deberán declarar al Servicio de
Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, las
características de dichas operaciones,  individualizando a las partes e intermediarios
que hayan intervenido, los valores de emisión y  colocación de los instrumentos y las
demás materias que establezca, asimismo, dicho Servicio. La no presentación de esta
declaración o su presentación tardía, incompleta o errónea, será sancionada con la
multa establecida en el  número 6º, del artículo 97, del Código Tributario, conforme al
procedimiento del artículo 165, número 2º, del mismo cuerpo legal.

La emisión o utilización de declaraciones maliciosamente falsas, se sancionarán en la
forma prevista en el inciso primero, del número 4º, del artículo 97 del Código Tributario.

c) Intercálase en el párrafo primero del número 4, a continuación del punto que sigue a
la expresión “de interés fiscal”, la siguiente oración: “Respecto de estos instrumentos
procederá solamente la retención señalada en el número 7° del artículo 74.”.

d) Modifícase el párrafo segundo del número 5 del siguiente modo:

i. Intercálase, entre las expresiones “colocación de los instrumentos” e “y las demás
materias que establezca” la siguiente frase: “, si se efectuará la retención del impuesto
a los intereses devengados de acuerdo a lo  dispuesto en los números 7° u 8° del
artículo 74”.

ii. Reemplázase la expresión “número 6°” por “número 1°”.
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En caso que la información que se suministre conforme al presente número resultare
ser  falsa,  o  cuando  la  enajenación  no  se  hubiere  adecuado  a  las  condiciones  de
mercado  al  tiempo  de  su  realización,  el  inversionista  o  su  administrador  quedarán
afectos a una multa de hasta el 20% del monto de las inversiones realizadas en el país,
no  pudiendo,  en  todo  caso,  dicha  multa  ser  inferior  al  equivalente  a  20  unidades
tributarias anuales, la que podrá hacerse efectiva sobre el patrimonio del inversionista,
sin perjuicio del derecho de éste contra el administrador. Las personas que hayan sido
contratadas para los efectos de cumplir con las obligaciones tributarias provenientes de
la tenencia o enajenación de los instrumentos de deuda de oferta pública a que se
refiere  este  artículo,  serán  solidariamente  responsables  de  esta  multa,  salvo  que,
cuando se haya aplicado con motivo de la entrega de información falsa, acrediten que
las declaraciones de que se trate se fundaron en documentos proporcionados por el
inversionista,  o  su  administrador  correspondiente,  o  que  no  tuvo  incidencia  en  la
inadecuación de la operación a las condiciones de mercado, y que el representante o
intermediario no estuvo en condiciones de verificar en el giro ordinario de sus negocios.
La multa que se establece en el presente párrafo se aplicará conforme al procedimiento
del artículo 165, número 2º, del Código Tributario.

El  Servicio  de  Impuestos  Internos  podrá  aplicar,  respecto  de  las  operaciones  que
establece este artículo, lo dispuesto en el artículo 17, Nº 8, inciso quinto, de la presente
ley  y  en  el  artículo  64  del  Código  Tributario,  en  cuyo  caso,  la  diferencia  que  se
determine  entre  el  precio  o  valor  de  la  operación  y  el  de  la  tasación  se  gravará
conforme al inciso primero del artículo 21 de esta ley.

6.- Tratamiento de las pérdidas en la enajenación de los instrumentos a que se refiere
este artículo.

Las pérdidas obtenidas en la enajenación de los instrumentos a que se refiere este
artículo,  solamente  serán  deducibles  de  los  ingresos  no  constitutivos  de  renta  del
contribuyente.

LEY N°20.780
REFORMA TRIBUTARIA QUE MODIFICA EL SISTEMA DE TRIBUTACIÓN

DE LA RENTA E INTRODUCE DIVERSOS AJUSTES EN EL SISTEMA
TRIBUTARIO

25) Sustitúyense los artículos 41 A, 41 B, 41 C y 41 D por los siguientes: Artículo 2°.-  Modifícase el  numeral 25 del artículo 1° de la ley N° 20.780,  Reforma
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"Artículo 41 A.- Los contribuyentes domiciliados o residentes en Chile que obtengan
rentas que hayan sido gravadas en el extranjero, en la aplicación de los impuestos de
esta ley se regirán, respecto de dichas rentas, además, por las normas de este artículo,
en los casos que se indican a continuación:

A.- Dividendos y retiros de utilidades.

Los  contribuyentes  que  perciban  dividendos  o  efectúen  retiros  de  utilidades  de
sociedades constituidas en el extranjero deberán considerar las siguientes normas para
los efectos de aplicar a dichas rentas los impuestos de esta ley:

1.- Crédito total disponible.

Dará derecho a crédito el impuesto a la renta que hayan debido pagar o que se les
haya retenido en el extranjero por los dividendos percibidos o los retiros de utilidades
efectuados de las sociedades, en su equivalente  en  pesos y reajustado de la forma
indicada en el número 1 de la letra D siguiente, según corresponda.

Podrá deducirse como crédito el impuesto pagado por la renta de la sociedad en el
exterior. Este impuesto se considerará proporcionalmente en relación a los dividendos
o retiros de utilidades percibidas en Chile, para lo cual se reconstituirá la base bruta de
la renta que proporcionalmente corresponda a tales dividendos o utilidades a nivel de la
empresa desde la que se pagan, agregando el impuesto de retención y el impuesto a la
renta de la empresa respectiva.

También  dará  derecho  a  crédito  el  impuesto  a  la  renta  pagado  por  una  o  más
sociedades en la parte de las utilidades que repartan a la empresa que remesa dichas
utilidades a Chile, siempre que todas estén domiciliadas en el mismo país y la referida
empresa posea directa o indirectamente el 10% o más del capital de las sociedades
subsidiarias  señaladas.  También  se  aplicará  dicho  crédito,  cuando  las  sociedades
subsidiarias referidas estén domiciliadas en un tercer país con el cual se encuentre
vigente un convenio para evitar la doble tributación internacional u otro que permita el
intercambio  de  información para  fines  tributarios,  en el  cual  se  hayan  aplicado  los
impuestos acreditables en Chile.

2.- El crédito para cada renta será la cantidad menor entre:

a) El o los impuestos pagados al Estado extranjero sobre la respectiva renta según lo

tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes
en el sistema tributario, que sustituye el artículo 41 A de la ley sobre Impuesto a la
Renta a partir del año 2017, de la siguiente manera:
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establecido en el número anterior, y

b) El 32% de una cantidad tal que, al restarle dicho 32%, la cantidad resultante sea el
monto neto de la renta percibida respecto de la cual se calcula el crédito.

La suma de todos los créditos determinados según estas reglas constituirá el crédito
total disponible del contribuyente para el ejercicio respectivo, el que se deducirá del
impuesto de primera categoría y de los impuestos finales,  global  complementario o
adicional, en la forma que se indica en los números que siguen.

Cuando  tales  rentas  sean  percibidas  o  deban  computarse  por  contribuyentes  no
obligados  a  determinar  su  renta  efectiva  según  contabilidad  completa,  deberán
registrarlas en el país conforme a lo dispuesto en el presente artículo y en el 41 G. En
estos casos, el crédito total disponible se deducirá del impuesto de primera categoría, y
el saldo contra el impuesto global complementario, en la forma que se indica en los
números siguientes.

3.- Crédito contra el impuesto de primera categoría.

En el  caso del  impuesto  de primera categoría,  el  crédito  respectivo  se calculará  y
aplicará según las siguientes normas:

a) Se agregará a la base del impuesto de primera categoría el crédito total disponible
determinado según las normas del número  anterior.

b) El crédito deducible del impuesto de primera categoría será equivalente a la cantidad
que  resulte  de  aplicar  la  tasa  de  dicho  impuesto  sobre  la  suma  del  crédito  total
disponible más las rentas extranjeras respectivas. Para los efectos de este cálculo,
sededucirán los gastos señalados en la letra D), número 6, de este artículo.

Cuando en el ejercicio respectivo se determine un excedente del crédito deducible del
impuesto de primera categoría,  ya sea por la  existencia  de una pérdida para fines
tributarios o por otra causa, dicho excedente se imputará en los ejercicios siguientes,
hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará
en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al
consumidor entre el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya
determinado y el último día del mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.

Los contribuyentes deberán en todo caso, mantener un control separado de aquella
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parte del crédito por impuesto de primera categoría anotado en el saldo acumulado de
crédito a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, que
haya sido pagado con este crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en
el número 7.-, de la letra D.- de este artículo. El crédito que establecen los artículos 56
número 3) y 63, que haya sido pagado con este crédito del exterior, se deducirá de los
impuestos  global  complementario  o  adicional  determinado,  según  corresponda,  con
posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un
remanente de dicho crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros
impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.

c) Este crédito se aplicará a continuación de aquellos créditos o deducciones que no
dan derecho a reembolso y antes de aquellos que lo permiten.

4.- Crédito contra los impuestos finales. La cantidad que resulte después de restar al
crédito  total  disponible,  el  crédito  de  primera  categoría  determinado  conforme a  lo
establecido  en  el  número  precedente,  constituirá  el  saldo  de  crédito  contra  los
impuestos  finales,  que  podrá  imputarse  en  contra  de  los  impuestos  global
complementario  o  adicional,  según  corresponda,  en  la  forma  que  establecen  los
artículos 56 número 3) y 63, considerando las siguientes normas:

a) En el caso de que las rentas de fuente extranjera que dan derecho al crédito que
trata este artículo hayan sido obtenidas por contribuyentes obligados a determinar su
renta líquida imponible según contabilidad completa, se aplicarán las siguientes reglas:

i)  Tratándose de empresas sujetas a lo dispuesto en la  letra B),  del  artículo 14,  el
crédito contra los impuestos finales se anotará separadamente en el saldo acumulado
de créditos a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B) del artículo 14.

El crédito registrado separadamente en el saldo acumulado de créditos, se ajustará en
conformidad con la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del
mes anterior al cierre del ejercicio en que se haya generado y el último día del mes
anterior al cierre de cada ejercicio, o hasta el último día del mes anterior al del retiro,
remesa o distribución, según corresponda.

El  crédito contra impuestos finales  registrado en la  forma antedicha se considerará
distribuido a los accionistas, socios o empresarios individuales, conjuntamente con las
distribuciones o retiros de utilidades afectas a los impuestos global complementario o
adicional,  o asignado a las partidas señaladas en el inciso segundo del artículo 21,
según corresponda. Para este efecto, la distribución del crédito se efectuará aplicando
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una tasa de crédito de 8% sobre una cantidad tal que, al deducir dicho crédito de esa
cantidad,  el  resultado  arroje  un  monto  equivalente  al  retiro,  remesa,  distribución  o
partidas señaladas, previamente incrementados en el monto del crédito que establecen
los artículos 56 número 3) y 63. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al saldo
de crédito contra impuestos finales que se mantenga registrado.

En estos casos, cuando las rentas retiradas, remesadas o distribuidas tengan derecho
al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y
63, o cuando deba rebajarse el crédito correspondiente a las partidas del inciso 2º, del
artículo 21, éste se calculará en la forma señalada en dichos artículos y en el número 3,
de la letra B), del artículo 14, sobre el monto de los retiros, remesas, distribuciones o
partidas  señaladas,  más  el  crédito  contra  los  impuestos  finales  de  que  trata  este
numeral.

ii)  Tratándose de empresas sujetas a lo dispuesto en la letra A),  del artículo 14, el
crédito contra impuestos finales se asignará en el mismo ejercicio en que se determine,
de manera proporcional junto a la renta que deba atribuirse, para imputarse contra los
impuestos global complementario o adicional, en la forma que disponen los artículos 56
número 3) y 63.

iii) Si en el año en que se genera el crédito contra impuestos finales el contribuyente
presenta  pérdidas,  dicho  crédito  se  extinguirá  total  o  proporcionalmente  según
corresponda.  Si  las  pérdidas  absorben  retiros  o  dividendos  provenientes  de  otras
empresas  constituidas  en  el  país  que  tengan  derecho  al  crédito  contra  impuestos
finales, éste también se extinguirá total o proporcionalmente según corresponda, sin
derecho a devolución.

iv)  Si  los  retiros  o  dividendos  con  derecho  al  crédito  contra  impuestos  finales  son
percibidos por otros contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A) del artículo
14, se aplicará los dispuesto en los numerales ii) o iii) anteriores según corresponda. Si
tales rentas son percibidas por contribuyentes sujetos a las normas de la letra B), del
artículo 14, se aplicará lo dispuesto en el numeral iii) precedente, o bien, conforme a lo
indicado  en  el  numeral  i)  anterior,  el  crédito  contra  impuestos  finales  se  anotará
separadamente en el  saldo acumulado de créditos a que se refiere la  letra d),  del
número 2. de la referida letra B), según corresponda.

b) Cuando las rentas que dan derecho a este crédito sean distribuidas,  retiradas o
deban  considerarse  devengadas  por  contribuyentes  de  los  impuestos  global
complementario o adicional, el crédito contra impuestos finales se agregará a la base
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de  dichos  tributos,  debidamente  reajustado.  Tratándose  del  impuesto  adicional,
también se aplicará el reajuste que proceda por la variación del índice de precios al
consumidor ocurrida entre el último día del mes anterior al de la retención y el último
día del mes anterior al del cierre del ejercicio al que corresponda la declaración anual
respectiva, y

c) Cuando las rentas que dan derecho a este crédito sean atribuidas a contribuyentes
de los impuestos global complementario o adicional, el crédito contra impuestos finales
se considerará formando parte de la renta atribuida, y por tanto, no se agregará suma
alguna a la base de dichos tributos.

En los casos señalados en las letras b) y c) anteriores, el crédito contra impuestos
finales  referido  se  deducirá  de  los  impuestos  global  complementario  o  adicional
determinado,  según  corresponda,  con  posterioridad  a  cualquier  otro  crédito  o
deducción autorizada por  la  ley.  Si  hubiera  un remanente de crédito,  éste no dará
derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años
posteriores.

B.- Rentas de establecimientos permanentes y aquellas que resulten de la aplicación
de lo dispuesto en el artículo 41 G.

Los contribuyentes que tengan agencias u otros establecimientos permanentes en el
exterior  deberán  considerar  las  siguientes  normas  para  los  efectos  de  aplicar  el
impuesto  de  primera  categoría  sobre  el  resultado  de  la  operación  de  dichos
establecimientos:

1.- Estos contribuyentes agregarán a la renta líquida imponible del impuesto de primera
categoría una cantidad equivalente a los impuestos que se adeuden hasta el ejercicio
siguiente, o hayan pagado, en el exterior, por las rentas de la agencia o establecimiento
permanente  que  deban  incluir  en  dicha  renta  líquida  imponible,  excluyendo  los
impuestos de retención que se apliquen sobre las utilidades que se distribuyan. Para
este efecto se considerarán sólo los impuestos adeudados hasta el ejercicio siguiente,
o  pagados,  por  el  ejercicio  comercial  extranjero  que  termine  dentro  del  ejercicio
comercial chileno respectivo o coincida con éste.

Los impuestos referidos se convertirán a moneda nacional conforme a lo establecido en
el número 1 de la letra D, siguiente, según el tipo de cambio vigente al término del
ejercicio.
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La cantidad que se agregue por aplicación de este número no podrá ser superior al
crédito que se establece en el número siguiente.

Cuando las rentas que deban reconocerse en Chile se hayan afectado con el impuesto
adicional  de  esta  ley  por  corresponder  en  su  origen  a  rentas  de  fuente  chilena
obtenidas  por  el  establecimiento  permanente,  el  citado  impuesto  adicional  podrá
deducirse  como  crédito  del  impuesto  que  corresponda  aplicar  sobre  tales  rentas,
conforme a este artículo.

2.- Los contribuyentes a que se refiere esta letra tendrán derecho a un crédito igual al
que resulte de aplicar la tasa del impuesto de primera categoría sobre una cantidad tal
que, al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente
a la renta líquida imponible de la agencia o establecimiento permanente. En todo caso,
el crédito no podrá ser superior al impuesto adeudado hasta el ejercicio siguiente, o
pagado, en el extranjero, considerado en el número anterior.

3.-  El  crédito determinado de acuerdo con las normas precedentes se deducirá del
impuesto  de  primera  categoría  que  el  contribuyente  deba  pagar  por  el  ejercicio
correspondiente.

Este crédito se aplicará a continuación de aquellos créditos o deducciones que no dan
derecho a reembolso y antes de aquellos que lo permiten.

4.- El excedente del crédito definido en los números anteriores, sea que se determine
por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en
los ejercicios siguientes hasta su total extinción.  Para los efectos de su imputación,
dicho  crédito  se  reajustará  en  el  mismo  porcentaje  de  variación  que  haya
experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del
ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su
imputación.

Los contribuyentes deberán en todo caso, mantener un control separado de aquella
parte del crédito por impuesto de primera categoría anotado en el saldo acumulado de
crédito a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, que
haya sido cubierto con el crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el
número 7.- de la letra D.- de este artículo. El crédito que establecen los artículos 56
número 3) y 63, que haya sido cubierto con este crédito del exterior, se deducirá de los
impuestos global complementario o adicional determinados, según corresponda, con
posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un
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remanente  de  crédito,  éste  no  dará  derecho  a  devolución  o  imputación  a  otros
impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.

Los contribuyentes que deban considerar como devengadas o percibidas las rentas
pasivas a que se refiere el artículo 41 G, deberán aplicar las siguientes normas para
determinar un crédito imputable al respectivo impuesto de primera categoría:

i) El crédito corresponderá a los impuestos extranjeros pagados o adeudados, cuando
corresponda, sobre tales utilidades o cantidades.

ii) Los impuestos extranjeros pagados, adeudados o retenidos se convertirán a moneda
nacional al cierre del ejercicio y de acuerdo al número 4 de la letra D) del artículo 41 G.

iii)  El  monto  consolidado  de  las  rentas  pasivas  estará  conformado  por  todas  las
utilidades y cantidades que correspondan de acuerdo al número 2 de la letra D) del
artículo  41  G.  Se  deducirán  todos  los  gastos  directos  o  proporcionales  que  se
consideren necesarios para producir la renta de acuerdo al artículo 31 y en la forma
que señala el referido artículo 41 G.

iv) El crédito así determinado se agregará a la renta líquida imponible de la empresa y
se deducirá del impuesto de primera categoría respectivo.

v) El excedente del crédito definido en los numerales anteriores, sea que se determine
por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en
los ejercicios siguientes hasta su total extinción.  Para los efectos de su imputación,
dicho  crédito  se  reajustará  en  el  mismo  porcentaje  de  variación  que  haya
experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del
ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su
imputación.

vi) Al impuesto de primera categoría pagado con el crédito referido anteriormente se le
aplicarán las normas del número 7 de la letra D) de este artículo y las demás reglas
señaladas en el párrafo segundo de este número.

vii)  Las rentas pasivas consolidadas sujetas al  artículo 41 G no formarán parte del
límite establecido en el número 6 de la letra D) de este artículo.

viii) Sin perjuicio de lo anterior, cuando corresponda deberá aplicarse lo dispuesto en el
artículo 41 C, considerando para tal efecto las normas establecidas en la letra A), del
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artículo 41 A. En tal caso, el crédito total disponible se imputará contra el impuesto de
primera  categoría  y  global  complementario  o  adicional,  de  acuerdo  a  las  reglas
señaladas. Para tales efectos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 41 C cuando exista
un convenio  para evitar  la  doble  tributación internacional  suscrito  por  Chile  que se
encuentre vigente, con el país que haya aplicado los impuestos acreditables en Chile.

C.-  Rentas  por  el  uso  de  marcas,  patentes,  fórmulas,  asesorías  técnicas  y  otras
prestaciones similares que hayan sido gravadas en el extranjero.

Los contribuyentes que perciban del exterior rentas por el uso de marcas, patentes,
fórmulas,  asesorías  técnicas  y  otras  prestaciones  similares,  deberán  considerar  las
siguientes normas para los efectos de aplicar a dichas rentas el impuesto de primera
categoría:

1.-  Agregarán  a  la  renta  líquida  imponible  del  impuesto  de  primera  categoría  una
cantidad determinada en la forma señalada en el número siguiente, equivalente a los
impuestos que hayan debido pagar o que se les hubiere retenido en el extranjero por
las rentas percibidas por concepto de uso de marcas, patentes, fórmulas, asesorías
técnicas y otras prestaciones similares a que se refiere esta letra, convertidos a su
equivalente en pesos y reajustados de la forma prevista en el número 1 de la letra D
siguiente. Para estos efectos, se considerará el tipo de cambio correspondiente a la
fecha de la percepción de la renta.

La cantidad señalada en el párrafo anterior no podrá ser superior al crédito que se
establece en el número siguiente.

2.- Los contribuyentes a que se refiere esta letra tendrán derecho a un crédito igual al
que resulte de aplicar la tasa del impuesto de primera categoría sobre una cantidad tal
que, al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente
a la suma líquida de las rentas por concepto de uso de marcas, patentes, fórmulas,
asesorías  técnicas  y  otras  prestaciones  similares  percibidas  desde  el  exterior,
convertidas a su equivalente en pesos y reajustadas de la forma prevista en el número
1 de la letra D siguiente, según proceda. En todo caso, el crédito no podrá ser superior
al impuesto efectivamente pagado o retenido en el extranjero, debidamente reajustado.

3.-  El  crédito determinado de acuerdo con las normas precedentes se deducirá del
impuesto  de  primera  categoría  que  el  contribuyente  deba  pagar  por  el  ejercicio
correspondiente.  Este  crédito  se  aplicará  a  continuación  de  aquellos  créditos  o

1. Modifícase la letra C en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el encabezamiento la expresión “y otras prestaciones similares” por
la siguiente: “, otras prestaciones similares y servicios calificados como exportación,”.
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deducciones que no dan derecho a reembolso y antes de aquellos que lo permiten.

4.- El excedente del crédito definido en los números anteriores, sea que se determine
por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en
los ejercicios siguientes hasta su total extinción.  Para los efectos de su imputación,
dicho  crédito  se  reajustará  en  el  mismo  porcentaje  de  variación  que  haya
experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del
ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su
imputación.

Los contribuyentes deberán en todo caso, mantener un control separado de aquella
parte del crédito por impuesto de primera categoría anotado en el saldo acumulado de
crédito a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, que
haya sido cubierto con el crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el
número 7.- de la letra D.- de este artículo. El crédito que establecen los artículos 56
número 3) y 63, que haya sido cubierto con este crédito del exterior, se deducirá del
impuesto  global  complementario  o  adicional  determinado,  según  corresponda,  con
posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un
remanente  de  crédito,  éste  no  dará  derecho  a  devolución  o  imputación  a  otros
impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.

b) Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:

“A las mismas reglas de esta letra podrán sujetarse los contribuyentes que presten
servicios calificados como exportación, de conformidad a lo establecido en el número
16 de la letra E del artículo 12 del decreto ley N° 825, de 1974.”.

2. Intercálase la siguiente letra D, nueva, pasando la actual letra D a ser E:

“D.- Otras rentas.

Los contribuyentes que, sin perder el domicilio o la residencia en Chile, perciban rentas
gravadas en el extranjero clasificadas en los números 1° y 2° del artículo 42, podrán
imputar  como  crédito  contra  el  impuesto  único  establecido  en  el  artículo  43  o  el
impuesto global complementario a que se refiere el artículo 52, los impuestos a la renta
pagados o retenidos por tales rentas, aplicando al efecto lo dispuesto en el número 3
del artículo 41 C.

En todo caso, el crédito no podrá exceder del 32% de una cantidad tal que, al restarle
dicho  porcentaje,  la  cantidad  resultante  sea  el  monto  neto  de  la  renta  percibida
respecto  de  la  cual  se  calcula  el  crédito.  Si  el  impuesto  pagado  o  retenido  en  el
extranjero es inferior a dicho crédito, corresponderá deducir la cantidad menor. En todo
caso,  una  suma  igual  al  crédito  por  impuestos  externos  se  agregará  a  la  renta
extranjera declarada.”.
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D.- Normas comunes.

1.-  Para  efectuar  el  cálculo  del  crédito  por  los  impuestos  extranjeros,  tanto  los
impuestos respectivos como los dividendos, retiros y rentas gravadas en el extranjero,
se convertirán a su equivalente en pesos chilenos de acuerdo a la paridad cambiaria
entre la moneda nacional y la moneda extranjera correspondiente, y se reajustarán en
el caso de que sean obtenidas por contribuyentes que no estén obligados a aplicar las
normas  sobre  corrección  monetaria,  por  la  variación  del  índice  de  precios  al
consumidor entre el mes anterior al de su percepción y,o pago, según corresponda, y el
mes anterior al del cierre del ejercicio respectivo.

Para determinar la paridad cambiaria entre la moneda nacional y la moneda extranjera,
se estará a la información que publique el Banco Central de Chile en conformidad a lo
dispuesto  en  el  número  6  del  Capítulo  I  del  Compendio  de  Normas  de  Cambios
Internacionales. Si la moneda extranjera en que se ha efectuado el pago no es una de
aquellas informada por el Banco Central, el impuesto extranjero pagado en dicha divisa
deberá  primeramente  ser  calculado  en  su  equivalente  en  dólares  de  los  Estados
Unidos de América, de acuerdo a la paridad entre ambas monedas que se acredite en
la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución,
para luego convertirse a su equivalente en pesos chilenos de la forma ya indicada. A
falta de norma especial,  para efectos de establecer  el  tipo de cambio aplicable,  se
considerará  el  valor  de las  respectivas  divisas  en el  día en que se ha percibido  o
devengado, según corresponda, la respectiva renta.

No se aplicará el reajuste a que se refiere este número cuando el contribuyente lleve su
contabilidad en moneda extranjera, sin perjuicio de convertir los impuestos del exterior
y las rentas gravadas en el extranjero a su equivalente en la misma moneda extranjera
en que lleva su contabilidad.

2.-  Para  hacer  uso  del  crédito  establecido  en  las  letras  A  y  B  anteriores,  los
contribuyentes  deberán inscribirse  previamente  en el  Registro  de Inversiones  en el
Extranjero que llevará el Servicio de Impuestos Internos. Este organismo determinará
las formalidades del registro que los contribuyentes deberán cumplir para inscribirse.
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3.- Darán derecho a crédito los impuestos obligatorios a la renta pagados o retenidos,
en forma definitiva,  en el  exterior  siempre que sean equivalentes  o  similares  a los
impuestos  contenidos  en  la  presente  ley,  ya  sea  que  se  apliquen  sobre  rentas
determinadas de resultados reales o rentas presuntas sustitutivas de ellos. Los créditos
otorgados por la legislación extranjera al impuesto externo se considerarán como parte
de este último. Si el total o parte de un impuesto a la renta fuere acreditable a otro
tributo a la renta, respecto de la misma renta, se rebajará el primero del segundo, a fin
de no generar una duplicidad para acreditar los impuestos. Si la aplicación o monto del
impuesto extranjero en el respectivo país depende de su admisión como crédito contra
el  impuesto  a  la  renta  que  grava  en  el  país  de  residencia  al  inversionista,  dicho
impuesto no dará derecho a crédito.

4.-  Los  impuestos  pagados  por  las  empresas en el  extranjero  deberán  acreditarse
mediante el correspondiente recibo o bien, con un certificado oficial  expedido por la
autoridad  competente  del  país  extranjero,  debidamente  legalizados  y  traducidos  si
procediere.  Cuando  se  imputen  en  el  país  impuestos  pagados  por  empresas
subsidiarias de aquellas a que se refiere el artículo 41 A), letra A, número 1, deberán
acompañarse  los  documentos  que  el  Servicio  exija  a  los  efectos  de  acreditar  la
respectiva  participación.  El  Director  del  Servicio  podrá  exigir  los  mismos  requisitos
respecto de los impuestos retenidos,  cuando lo considere necesario para el  debido
resguardo del interés fiscal.

5.- El Director del Servicio de Impuestos Internos podrá designar auditores del sector
público o privado u otros ministros de fe, para que verifiquen la efectividad de los pagos
o  retención  de  los  impuestos  externos,  devolución  de  capitales  invertidos  en  el
extranjero,  y  el  cumplimiento  de  las  demás  condiciones  que  se  establecen  en  la
presente letra y en las letras A, B y C anteriores.

6.- Sin perjuicio de las normas anteriores, el crédito total por los impuestos extranjeros
correspondientes  a  las  rentas  de  fuente  extranjera  percibidas  o  devengadas  en  el
ejercicio,  según  corresponda,  de  países  con  los  cuales  Chile  no  haya  suscrito
convenios para evitar la doble tributación, no podrá exceder del equivalente al 32% de
la Renta Neta de Fuente Extranjera de Países sin Convenio de dicho ejercicio. Para
estos efectos, la Renta Neta de Fuente Extranjera de cada ejercicio se determinará
como el  resultado  consolidado  de  utilidad  o  pérdida  de  fuente  extranjera,  afecta  a
impuesto en Chile, obtenida por el contribuyente, deducidos los gastos necesarios para
producirlo, en la proporción que corresponda, más la totalidad de los créditos por los
impuestos  extranjeros, calculados de la forma establecida en este artículo.
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7.- No podrá ser objeto de devolución a contribuyente alguno conforme a lo dispuesto
por los artículos 31, número 3; 56, número 3, y 63, ni a ninguna otra disposición legal,
el impuesto de primera categoría en aquella parte en que se haya deducido de dicho
tributo el crédito que establece este artículo y el artículo 41 C. Tampoco otorgará tal
derecho, cualquier otro crédito al que se impute el crédito por impuestos de primera
categoría que haya sido pagado con el crédito que establece este artículo y el artículo
41 C.

DECRETO LEY N°825, DE 1974, DEL MINISTERIO DE HACIENDA
SOBRE IMPUESTO A LAS VENTAS Y SERVICIOS

PARRAFO 4°

De las ventas y servicios exentos del impuesto

Artículo 12°- Estarán exentos del impuesto establecido en este Título:

A.- Las ventas y demás operaciones que recaigan sobre los siguientes bienes:
…

B.- La importación de las especies efectuadas por:
…

C.- Las especies que se internen:

…

D.- Las especies exportadas en su venta al exterior.

E.- Las siguientes remuneraciones y servicios:

1.- Los ingresos percibidos por concepto de entradas a los siguientes espectáculos y
reuniones:

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 825, de
1974, del Ministerio de Hacienda, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios:
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a) Artísticos, científicos o culturales, teatrales, musicales, poéticos, de danza y canto,
que  por  su  calidad  artística  y  cultural  cuenten  con  el  auspicio  del  Ministerio  de
Educación Pública.

b) De carácter deportivo;

c) Los que se celebren a beneficio total y exclusivo de los Cuerpos de Bomberos, de la
Cruz  Roja  de  Chile,  del  Comité  Nacional  de  Jardines  Infantiles  y  Navidad,  de  la
Fundación  Graciela  Letelier  de  Ibáñez,  "CEMA  CHILE"  y  de  las  instituciones  de
beneficencia con personalidad jurídica. La exención será aplicable a un máximo de
doce espectáculos o reuniones de beneficio, por institución, en cada año calendario,
cualquiera que sea el lugar en que se presenten.

d) Circenses presentados por compañías o conjuntos integrados exclusivamente por
artistas nacionales. Para estos efectos serán considerados chilenos los extranjeros con
más de cinco años de residencia en el país, sin importar las ausencias esporádicas o
accidentales, y aquellos con cónyuge o hijos chilenos.

Las exenciones establecidas en las letras c) y d) deberán ser declaradas por el Director
Regional de Impuestos Internos que corresponda al lugar en que tenga su domicilio la
empresa o entidad que presente el espectáculo u organice la reunión. La exención que
se declare sólo beneficiará a la empresa o entidad que la solicite, y por las funciones o
reuniones que expresamente indique. Con todo, tratándose de compañías o conjuntos
artísticos o circenses estables, la exención podrá ser declarada por una temporada de
funciones o presentaciones, siempre que ella no sea superior a un año.

Las exenciones referidas están condicionadas a que los espectáculos no se presenten
conjuntamente con otro u otros no exentos, en un mismo programa.

No procederán las exenciones del presente número cuando en los locales en que se
efectúen  los  espectáculos  o  reuniones  se  transfieran  especies  o  se  presten  otros
servicios,  a  cualquier  título,  que  normalmente  estén  afectos  al  Impuesto  al  Valor
Agregado, y cuyo valor no se determine como una operación distinta del servicio por
ingreso al espectáculo o reunión correspondiente. No obstante, la exención a que se
refiere  la  letra  a)  no  procederá  en  caso  alguno  cuando  en  los  locales  en  que  se
efectúen  los  espectáculos  o  reuniones  en  ella  señalados,  se  transfieran  bebidas
alcohólicas;

2) Los fletes marítimos, fluviales, lacustres, aéreos y terrestres del exterior a Chile, y
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viceversa, y los pasajes internacionales. Tratándose de fletes marítimos o aéreos del
exterior a Chile, la exención alcanzará incluso al flete que se haga dentro del territorio
nacional, cuando éste sea necesario para trasladar las mercancías hasta el puerto o
aeropuerto  de  destino,  y  siempre  que  la  internación  o  nacionalización  de  las
mercancías se produzca en dicho puerto o aeropuerto;

3) Las primas de seguros que cubran riesgos de transportes respecto de importaciones
y exportaciones, de los seguros que versen sobre cascos de naves y de los que cubran
riesgos de bienes situados fuera del país;

4) Las primas de seguros que cubran riesgos de daños causados por terremotos o por
incendios que tengan su origen en un terremoto. La exención regirá sea que el riesgo
haya sido cubierto mediante póliza específica contra terremoto mediante una póliza
contra incendio que cubra el terremoto como riesgo adicional. En este último caso, la
exención girará sólo respecto de la prima convenida para cubrir este riesgo adicional;

5) Las primas de seguros contratados dentro del país que paguen la Federación Aérea
de Chile, los clubes aéreos y las empresas chilenas de aeronavegación comercial.

6) Las comisiones que perciban los Servicios Regionales y Metropolitano de Vivienda y
Urbanización  sobre  los  créditos  hipotecarios  que  otorguen  a  los  beneficiarios  de
subsidios habitacionales y las comisiones que perciban las Instituciones de Previsión
en el otorgamiento de créditos hipotecarios a sus imponentes.

7) Los ingresos que no constituyen renta según el artículo 17° de la Ley de la Renta y
los afectos al impuesto adicional establecido en el artículo 59° de la misma ley, salvo
que respecto de estos últimos se trate de servicios prestados en Chile y gocen de una
exención de dicho impuesto por aplicación de las leyes o de los convenios para evitar
la doble imposición en Chile;

8) Los ingresos mencionados en los artículos 42° y 48° de la Ley de la Renta;

9) Las inserciones o avisos que se publiquen o difundan de conformidad al artículo 11°
de la Ley N° 16.643, que consagra el derecho de respuesta;

10) Los intereses provenientes de operaciones e instrumentos financieros y de créditos
de cualquier naturaleza, incluidas las comisiones que correspondan a avales o fianzas
otorgados por instituciones financieras, con excepción de los intereses señalados en el
N° 1 del artículo 15.
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11)  El  arrendamiento  de inmuebles,  sin perjuicio  de lo  dispuesto  en la  letra g)  del
artículo 8°  y los  contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales
inmuebles, siempre que en la adquisición de los bienes objeto del contrato que haya
precedido inmediatamente al contrato de arriendo, no se haya recargado impuesto al
valor agregado por tratarse de una venta exenta o no afecta;

12)  Los  servicios  prestados  por  trabajadores  que  laboren  solos,  en  forma
independiente, y en cuya actividad predomine el esfuerzo físico sobre el capital o los
materiales empleados.
Para los efectos previstos en el inciso anterior se considera que el trabajador labora
solo aun cuando colaboren con él su cónyuge, hijos menores de edad o un ayudante
indispensable para la ejecución del trabajo.

En  ningún  caso  gozarán  de  esta  exención  las  personas  que  exploten  vehículos
motorizados destinados al transporte de carga;

13) Las siguientes remuneraciones o tarifas que dicen relación con la exportación de
productos:

a)  Las  remuneraciones,  derechos  o  tarifas  por  servicios  portuarios,  fiscales  o
particulares de almacenaje, muellaje y atención de naves, como también los que se
perciban en los contratos de depósitos, prendas y seguros recaídos en los productos
que se vayan a exportar y mientras estén almacenados en el puerto de embarque;

b) Las remuneraciones de los agentes de aduana; las tarifas que los embarcadores
particulares  o  fiscales  o  despachadores  de  aduana  cobren  por  poner  a  bordo  el
producto que se exporta, y las remuneraciones pagadas por servicios prestados en el
transporte del producto desde el puerto de embarque al exterior, sea aéreo, marítimo,
lacustre, fluvial, terrestre o ferroviario;

c) Derechos o tarifas por peaje o uso de muelles, malecones, playas, terrenos de playa,
fondos de mar o terrenos fiscales, obras de otros elementos marítimos o portuarios,
cuando  no  se  presten  servicios  con  costo  de  operación  por  el  Estado  u  otros
organismos estatales, siempre que se trate de la exportación de productos; y

d) Derechos y comisiones que se devenguen en trámites obligatorios para el retorno de
las divisas y su liquidación;
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14) Las primas o desembolsos de contratos de reseguro;

15) Las primas de contratos de seguro de vida reajustable, y

16) Los ingresos percibidos por la prestación de servicios a personas sin domicilio ni
residencia  en Chile,  siempre  que  el  Servicio  Nacional  de Aduanas  califique  dichos
servicios como exportación;

17) Los ingresos en moneda extranjera percibidos por empresas hoteleras registradas
ante el  Servicio de Impuestos Internos con motivo de servicios prestados a turistas
extranjeros sin domicilio o residencia en Chile, y

18) Las comisiones de administración de cotizaciones voluntarias, depósitos de ahorro
previsional  voluntario,  depósitos  de  ahorro  previsional  voluntario  colectivo  y  de
depósitos  convenidos,  efectuados  en  planes  de  ahorro  previsional  voluntario
debidamente  autorizados  en  conformidad  a  lo  establecido  por  el  Artículo  20  y
siguientes  del  decreto  ley  Nº  3.500,  de  1980,  que  perciban  las  instituciones
debidamente autorizadas para su administración.

1. Modifícase el numeral 16 de la letra E del artículo 12 de la siguiente manera:

a) Reemplázase el punto y coma, a continuación de la palabra “exportación”, por un
punto y aparte.

b) Agrégase el siguiente párrafo segundo:

“La exención  procederá  respecto  de aquellos  servicios  que  sean  prestados  total  o
parcialmente en Chile para ser utilizados en el extranjero;”.

Artículo  23°-  Los  contribuyentes  afectos  al  pago  del  tributo  de  este  Título  tendrán
derecho a un crédito fiscal contra el débito fiscal determinado por el mismo período
tributario, el que se establecerá en conformidad a las normas siguientes:

1°.- Dicho crédito será equivalente al impuesto de este Título recargado en las facturas
que  acrediten  sus  adquisiciones  o  la  utilización  de  servicios,  o,  en  el  caso  de  las
importaciones,  el  pagado  por  la  importación  de  las  especies  al  territorio  nacional
respecto  del  mismo período.  Por  consiguiente,  dará  derecho  a  crédito  el  impuesto
soportado  o  pagado  en  las  operaciones  que  recaigan  sobre  especies  corporales
muebles o servicios destinados a formar parte de su Activo Realizable o Activo Fijo, y
aquellas  relacionadas  con gastos de tipo general,  que digan relación  con el  giro  o
actividad del  contribuyente.  Igualmente  dará derecho a crédito  el  impuesto de este
Título recargado en las facturas emitidas con ocasión de un contrato de venta o un
contrato de arriendo con opción de compra de un bien corporal  inmueble  y  de los
contratos referidos en la letra e) del artículo 8°.
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2°.- No procede el derecho al crédito fiscal por la importación o adquisición de bienes o
la  utilización  de  servicios  que  se  afecten  a  hechos  no  gravados  por  esta  ley  o  a
operaciones exentas o que no guarden relación directa con la actividad del vendedor.

3°.- En el caso de importación o adquisición de bienes o de utilización de servicios que
se afecten o destinen a operaciones gravadas y exentas, el crédito se calculará en
forma proporcional, de acuerdo con las normas que establezca el Reglamento.

4°.- No darán derecho a crédito las importaciones, arrendamiento con o sin opción de
compra  y  adquisiciones  de  automóviles,  station  wagons  y  similares  y  de  los
combustibles,  lubricantes,  repuestos  y  reparaciones  para  su  mantención,  ni  las  de
productos  o  sus  componentes  que  gocen  en  cualquier  forma  de  subsidios  al
consumidor  de  acuerdo a  la  facultad  del  artículo  48,  salvo  que  el  giro  o  actividad
habitual del contribuyente sea la venta o el  arrendamiento de dichos bienes,  según
corresponda, salvo en aquellos casos en que se ejerza la facultad del inciso primero del
artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Tampoco darán derecho a crédito los
gastos incurridos en supermercados y comercios similares que no cumplan con los
requisitos que establece el inciso primero del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la
Renta.

5°.- No darán derecho a crédito los impuestos recargados o retenidos en facturas no
fidedignas o falsas o que no cumplan con los requisitos legales o reglamentarios y en
aquéllas que hayan sido otorgadas por personas que resulten no ser contribuyentes de
este impuesto.

Lo establecido en el inciso anterior no se aplicará cuando el pago de la factura se haga
dando cumplimiento a los siguientes requisitos:

a)  Con un cheque  nominativo,  vale  vista  nominativo  o  transferencia  electrónica  de
dinero a nombre del emisor de la factura, girados contra la cuenta corriente bancaria
del respectivo comprador o beneficiario del servicio.

b) Haber anotado por el librador al extender el cheque o por el banco al extender el
vale vista, en el reverso del mismo, el número del rol único tributario del emisor de la
factura y el número de ésta. En el caso de transferencias electrónicas de dinero, esta
misma información, incluyendo el monto de la operación, se deberá haber registrado en
los respaldos de la transacción electrónica del banco.
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Con  todo,  si  con  posterioridad  al  pago  de  una  factura  ésta  fuese  objetada  por  el
Servicio  de Impuestos Internos,  el  comprador  o beneficiario  del  servicio  perderá  el
derecho al crédito fiscal que ella hubiere originado, a menos que acredite a satisfacción
de dicho Servicio, lo siguiente:

a) La emisión y pago del cheque, vale vista o transferencia electrónica, mediante el
documento  original  o  fotocopia  de  los  primeros  o  certificación  del  banco,  según
corresponda,  con  las  especificaciones  que  determine  el  Director  del  Servicio  de
Impuestos Internos.

b) Tener registrada la respectiva cuenta corriente bancaria en la contabilidad, si está
obligado a llevarla, donde se asentarán los pagos efectuados con cheque, vale vista o
transferencia electrónica de dinero.

c) Que la factura cumple con las obligaciones formales establecidas por las leyes y
reglamentos.

d) La efectividad material de la operación y de su monto, por los medios de prueba
instrumental o pericial que la ley establece, cuando el Servicio de Impuestos Internos
así lo solicite.

No obstante lo dispuesto en los incisos segundo y tercero, no se perderá el derecho a
crédito  fiscal,  si  se  acredita  que  el  impuesto  ha  sido  recargado  y  enterado
efectivamente en arcas fiscales por el vendedor.

Lo  dispuesto  en  los  incisos  segundo  y  tercero  no  se  aplicará  en  el  caso  que  el
comprador o beneficiario del servicio haya tenido conocimiento o participación en la
falsedad de la factura.

6°.-  El  derecho  a  crédito  fiscal  para  el  adquirente  o  contratante  por  la  parte  del
impuesto  al  valor  agregado  que  la  empresa  constructora  recupere  en  virtud  de  lo
prescrito  en  el  artículo  21  del  decreto  ley  N°  910,  de  1975,  procederá  sólo  para
contribuyentes que se dediquen a la venta habitual de bienes corporales inmuebles.

7º.-  El  impuesto  recargado  en  facturas  emitidas  en  medios  distintos  del  papel,  de
conformidad  al  artículo  54,  dará  derecho  a  crédito  fiscal  para  el  comprador  o
beneficiario en el período en que hagan el acuse de recibo conforme a lo establecido
en el inciso primero del artículo 9º de la ley Nº 19.983, que regula la transferencia y

2. Intercálase en el numeral 7° del artículo 23, entre las palabras “recibo” y “conforme”,
la siguiente frase: “o se entiendan recibidas las mercaderías entregadas o el servicio
prestado,”.
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otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura. Esta limitación no regirá en el caso de
prestaciones de servicios,  ni de actos o contratos afectos en los que, por aplicación de
lo dispuesto en el artículo 55, la factura deba emitirse antes de concluirse la prestación
de los servicios o de la entrega de los bienes respectivos.

Artículo 36°- Los exportadores tendrán derecho a recuperar el impuesto de este Título
que se les hubiere recargado al  adquirir  bienes o utilizar  servicios destinados a su
actividad  de  exportación.  Igual  derecho  tendrán  respecto  del  impuesto  pagado  al
importar  bienes  para  el  mismo  objeto.  Las  solicitudes,  declaraciones  y  demás
antecedentes necesarios para hacer efectivos los beneficios que se otorgan en este
artículo, deberán presentarse en el Servicio de Impuestos Internos.

Para determinar la procedencia del impuesto a recuperar se aplicarán las normas del
artículo 25°.

Los exportadores que realicen operaciones gravadas en este Título podrán deducir el
impuesto a que se refiere el inciso primero de este artículo, en la forma y condiciones
que el párrafo 6° señala para la imputación del crédito fiscal. En caso que no hagan uso
de este derecho, deberán obtener su reembolso en la forma y plazos que determine,
por decreto supremo, el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que
deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, previo informe favorable del Instituto de
Promoción de Exportaciones.

Los prestadores de servicios que efectúen transporte terrestre de carga y aéreo de
carga y pasajeros desde el exterior hacia Chile y viceversa, gozarán respecto de estas
operaciones  del  mismo tratamiento  indicado  en los  incisos  anteriores,  al  igual  que
aquellos que presten servicios a personas sin domicilio o residencia en el país, que
sean calificados como exportación de conformidad a lo dispuesto en el N° 16 letra E,
del artículo 12. También se considerarán exportadores los prestadores de servicios que
efectúen transporte de carga y de pasajeros  entre dos más puntos ubicados en el
exterior,  respecto del ingreso obtenido por dicha prestación que deba declararse en
Chile para efectos tributarios.

Para  los  efectos  previstos  en  este  artículo,  serán  considerados  también  como
exportadores  las  empresas  aéreas  o  navieras,  o  sus  representantes  en Chile,  que
efectúen  transporte  de  pasajeros  o  de  carga  en  tránsito  por  el  país  y  que,  por
consiguiente, no tomen o dejen pasajeros en Chile ni carguen o descarguen bienes o
mercancías en el país, respecto de la adquisición de bienes para el aprovisionamiento
denominado rancho de sus naves o aeronaves. De igual tratamiento tributario gozarán

3. Intercálase en el inciso cuarto del artículo 36, luego del punto y seguido que sucede
a la expresión “del artículo 12”, la siguiente oración: “Igualmente podrán acceder a los
beneficios  de  este  artículo  los  prestadores  de  servicios  siempre  que  éstos  sean
prestados  y  utilizados  íntegramente  en  el  extranjero,  y  hubiesen  estado  afectos  al
Impuesto al Valor Agregado de haberse prestado o utilizado en Chile. Lo anterior, solo
en la medida que en el  país en que se hayan prestado y utilizado los servicios se
aplique un impuesto interno de idéntica o similar naturaleza al establecido en esta ley,
circunstancia que se acreditará en la forma y condiciones que determine el Servicio de
Impuestos Internos.”.
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las empresas o sus representantes en el país por las compras que realicen para el
aprovisionamiento de plataformas petroleras, de perforación o de explotación, flotantes
o  sumergibles,  en  tránsito  en  el  país;  de  naves  o  aeronaves  extranjeras  que  no
efectúen  transporte  de  pasajeros  o  de  carga,  siempre  que  con  motivo  de  las
actividades que éstas realicen en Chile se haya convenido con instituciones nacionales
una amplia colaboración para el desarrollo de operaciones y proyectos que sean de
interés para el país, según calificación que deberá hacer previamente el Ministro de
Hacienda, a petición de los responsables de la ejecución de las actividades que las
naves o aeronaves respectivas realicen en Chile.

Para  los  mismos  efectos,  serán  considerados  también  exportadores  las  empresas
aéreas, navieras y de turismo y las organizaciones científicas, o sus representantes
legales en el país, por el aprovisionamiento de las naves o aeronaves que efectúen en
los  Puertos  de Punta  Arenas  o  Puerto  Williams  y  por  la  carga,  pasajes  o  por  los
servicios que presten o utilicen para los viajes que realicen desde dichos puertos al
Continente  Antártico,  certificados  por  la  Dirección  General  del  Territorio  Marítimo  y
Marina  Mercante  Nacional  o  por  la  Dirección  General  de  Aeronáutica  Civil,  según
corresponda. La recuperación del impuesto a los términos establecidos en este artículo,
solo procederá respecto del aprovisionamiento, carga, pasaje o de los servicios que
sea necesario realizar  exclusivamente para efectuar el  viaje y transporte respectivo
desde Punta Arenas o Puerto Williams al Continente Antártico.

También gozarán de este beneficio, las empresas que no estén constituidas en Chile,
que  exploten  naves  pesqueras  y  buques  factorías  que  operen  fuera  de  la  zona
económica exclusiva, y que recalen en los puertos de las Regiones de Tarapacá, de
Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de Magallanes y la Antártica Chilena o de
Arica  y  Parinacota,  respecto  de  las  mercancías  que  adquieran  para  su
aprovisionamiento  o rancho,  o por  los servicios de reparación y mantención de las
naves y de sus equipos de pesca, por los servicios de muellaje, estiba, desestiba y
demás servicios portuarios y por el  almacenamiento de las mercancías que autorice el
Servicio Nacional de Aduanas. Igual beneficio tendrán las referidas empresas, incluso
aquellas constituidas en Chile,  que efectúen transporte de pasajeros o de carga en
tránsito por el país y que, por consiguiente, no tomen o dejen pasajeros ni carguen o
descarguen bienes o mercancías en Chile, que recalen en las citadas Regiones por los
servicios portuarios que en ellas les presten. Las naves pesqueras, buques factorías y
las  de carga que transporten productos  del  mar  deberán  ajustarse en todo lo  que
corresponda  a  las  normas,  instrucciones  y  autorizaciones  impartidas  por  la
Subsecretaría de Pesca y el Servicio Nacional de Pesca.
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INCISO SUPRIMIDO

El beneficio señalado en este artículo será aplicable asimismo a las entidades hoteleras
a  que  se  refiere  el  artículo  12,  letra  E),  número  17),  de  este  texto  legal,  y  a  las
empresas navieras chilenas a que se refiere el número 3 del artículo 13 de esta ley,
que exploten naves mercantes mayores, con capacidad de pernoctación a bordo, y que
tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos, en cuanto
corresponda a servicios prestados a turistas extranjeros sin domicilio ni residencia en
Chile.  Con todo,  la  recuperación no podrá exceder  del  guarismo establecido en su
artículo 14, aplicado sobre el monto total de las operaciones en moneda extranjera que
por este concepto efectúen en el período tributario respectivo.

Serán también considerados exportadores para gozar del beneficio establecido en este
artículo, las empresas portuarias creadas en virtud del artículo 1º de la ley Nº 19.542,
las empresas titulares de las concesiones portuarias a que se refiere la misma ley, así
como, las demás empresas que exploten u operen puertos marítimos privados de uso
público,  por  los  servicios  que  presten  y  que  digan  relación  con  operaciones  de
exportación, importación y tránsito internacional de bienes.

LEY N° 19.983
REGULA LA TRANSFERENCIA Y OTORGA MERITO EJECUTIVO A COPIA DE LA

FACTURA

Artículo 3º.- Para los efectos de esta ley, se tendrá por irrevocablemente aceptada la
factura si no se reclamara en contra de su contenido mediante alguno de los siguientes
procedimientos:

1. Devolviendo la factura y la guía o guías de despacho, en su caso, al momento de la
entrega, o

2. Reclamando en contra de su contenido dentro de los ocho días corridos siguientes a
su recepción, o en el plazo que las partes hayan acordado, el que no podrá exceder de
treinta días corridos. En este caso, el reclamo deberá ser puesto en conocimiento del
emisor  de  la  factura  por  carta  certificada,  o  por  cualquier  otro  modo  fehaciente,
conjuntamente con la devolución de la factura y la guía o guías de despacho, o bien
junto con la solicitud de emisión de la nota de crédito correspondiente. El reclamo se
entenderá practicado en la fecha de envío de la comunicación.

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.983, que Regula
la Transferencia y Otorga Mérito Ejecutivo a la copia de la Factura:

1. Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:

a)  Intercálase  en  el  inciso  primero,  entre  las  palabras  “contenido”  y  “mediante”,  lo
siguiente:  “o  de  la  falta  total  o  parcial  de  la  entrega  de  las  mercaderías  o  de  la
prestación del servicio,”.

b) Reemplázase en el numeral 2 del inciso primero la frase “Reclamando en contra de
su contenido dentro de los ocho días corridos siguientes a su recepción, o en el plazo
que las partes hayan acordado, el que no podrá exceder de treinta días corridos.” por la
siguiente: “Reclamando en contra de su contenido o de la falta total o parcial de la
entrega de las mercaderías o de la prestación del servicio, dentro de los ocho días
corridos siguientes a su recepción, en el caso de mercaderías, o dentro de los ocho
primeros días del periodo tributario siguiente, tratándose de prestación de servicios.”.
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Serán inoponibles  a  los  cesionarios  de  una factura  irrevocablemente  aceptada,  las
excepciones personales que hubieren podido oponerse a los cedentes de la misma.

Artículo 4º.- La copia de la factura señalada en el artículo 1º, quedará apta para su
cesión al reunir las siguientes condiciones:

a) Que haya sido emitida de conformidad a las normas que rijan la emisión de la factura
original, incluyendo en su cuerpo en forma destacada la mención "cedible", y

b) Que en la misma conste el  recibo de las mercaderías entregadas o del  servicio
prestado, con indicación del recinto y fecha de la entrega o de la prestación del servicio
y del nombre completo, rol único tributario y domicilio del comprador o beneficiario del
servicio e identificación de la persona que recibe, más la firma de este último. En el
evento que se omitiere consignar en el acto de recibo el nombre completo, rol único
tributario o domicilio del comprador o beneficiario del servicio, se presumirá que son los
que se consignan en la  factura.  Si  se omitiere  consignar  el  recinto de entrega,  se
presumirá entregado en el domicilio del comprador o beneficiario del servicio señalado
en la factura.

En caso de que en la copia de la factura no conste el recibo mencionado,  sólo será
cedible cuando se acompañe una copia de la guía o guías de despacho emitida o
emitidas de conformidad a la ley, en las que conste el recibo correspondiente. Para
estos efectos, el emisor de la guía o guías de despacho deberá extender una copia
adicional a las que la ley exige, con la mención "cedible con su factura".

Para  los  efectos  previstos  en  la  letra  b)  y  en  el  inciso  anterior,  se  presume  que
representa al comprador o beneficiario del servicio la persona adulta que reciba a su
nombre los bienes adquiridos o los servicios prestados.

2). Modifícase el artículo 4° en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su inciso segundo la palabra “sólo”.

b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser
quinto:

“El recibo a que se refiere el literal b) del inciso primero deberá efectuarse dentro de los
ocho días corridos siguientes a la recepción de la factura, en el caso de mercaderías, o
dentro  de  los  ocho  primeros  días  del  periodo  tributario  siguiente,  tratándose  de
prestación de servicios.  En caso que el  recibo no haya sido efectuado en el  plazo
señalado y tampoco haya existido reclamo en contra de su contenido o de la falta total
o parcial de entrega de las mercaderías o de la prestación del servicio mediante alguno
de los procedimientos establecidos en el artículo 3°, se presumirá de derecho que las
mercaderías han sido entregadas o el servicio ha sido prestado. En este último caso, la
factura  quedará apta  para  su cesión,  sin  necesidad  de que el  recibo conste en la
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Se prohíbe todo acuerdo, convenio, estipulación o actuación de cualquier naturaleza
que limite, restrinja o prohíba la libre circulación de un crédito que conste en una factura.
Asimismo,  queda  prohibida  la  retención,  destrucción,  inutilización  u  ocultamiento  de  la
copia cedible de la factura, así como la no entrega del recibo señalado en la letra c) del
artículo 5°. En caso de infracción, el juzgado de policía local correspondiente al domicilio
del  infractor  aplicará una  indemnización  en  favor  del  requirente,  por  el  monto
equivalente a dos y hasta cinco veces el valor de la o las facturas objeto de la infracción. El
propio afectado, cualquier interesado, y las asociaciones gremiales u otras que representen
a empresarios de cualquier tipo, siempre que gocen de personalidad jurídica, podrán
incoar la acción judicial tendiente a la aplicación de esta sanción, la que será conocida
por  el  tribunal  conforme  a  las  disposiciones  de  la  ley  Nº  18.287.  Para  efectos  de  la
percepción de la indemnización, el afectado requirente preferirá a cualquier interesado y
éste,  si  tuviera  interés  económico  comprometido  previo  al  reclamo,  a  las  referidas
asociaciones.

misma.”.

Artículo 5º.- La misma copia referida en el artículo anterior tendrá mérito ejecutivo para
su cobro, si cumple los siguientes requisitos:

a) Que la factura correspondiente no haya sido reclamada de conformidad al artículo 3º
de esta ley;

b) Que su pago sea actualmente exigible y la acción para su cobro no esté prescrita;

c)  Que en la  misma conste el  recibo de las mercaderías entregadas o del  servicio
prestado, con indicación del recinto y fecha de la entrega de las mercaderías o de la
prestación del servicio e identificación de la persona que recibe las mercaderías o el
servicio, más la firma de este último.

En todo caso, si en la copia de la factura no consta el recibo mencionado, ella podrá
tener mérito ejecutivo cuando se la acompañe de una copia de la guía o guías de
despacho emitida  o emitidas  de conformidad a  la  ley,  en las  que conste  el  recibo
correspondiente.

Será obligación del comprador o beneficiario del servicio otorgar el recibo a que se
refieren los párrafos precedentes y la  letra b)  del  artículo 4°,  en el  momento de la
entrega real o simbólica de las mercaderías o, tratándose de servicios, al momento de
recibir la factura.

3. Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el primer párrafo de la letra c), entre la las palabras “este último” y el
punto y aparte, la siguiente frase: “, o que haya transcurrido el plazo establecido en el
inciso  cuarto  del  artículo  4°  precedente  sin  haber  sido  las  facturas  reclamadas
conforme al artículo 3°”.
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PÁRRAFO ELIMINADO

d) Que, puesta en conocimiento del obligado a su pago mediante notificación judicial,
aquél no alegare en el mismo acto, o dentro de tercero día, la falsificación material de
la factura o guía o guías de despacho respectivas, o del recibo a que se refiere el literal
precedente, o la falta de entrega de la mercadería o de la prestación del servicio, según
el caso, o que, efectuada dicha alegación, ella fuera rechazada por resolución judicial.
La  impugnación  se  tramitará  como  incidente  y,  en  contra  de  la  resolución  que  la
deniegue, procederá el recurso de apelación en el solo efecto devolutivo.

El que dolosamente impugne de falsedad cualquiera de los documentos mencionados
en la letra c) y sea vencido totalmente en el incidente respectivo, será condenado al
pago del saldo insoluto y, a título de indemnización de perjuicios, al de una suma igual
al referido saldo, más el interés máximo convencional calculado sobre dicha suma, por
el tiempo que corra entre la fecha de la notificación y la del pago.

b) Elimínase en la letra d) la frase: “o la falta de entrega de la mercadería o de la
prestación del servicio, según el caso,”.

Artículo 9º.- Las normas de la presente ley serán igualmente aplicables en caso que la
factura  sea  un  documento  electrónico  emitido  de  conformidad  a  la  ley  por  un
contribuyente autorizado por el Servicio de Impuestos Internos. En tal caso, el recibo de
todo o parte del precio o remuneración deberá ser suscrito por el emisor con su firma
electrónica, y la recepción de las mercaderías o servicios que consten en la factura
podrá verificarse con el acuse de recibo electrónico del receptor. No obstante, si se ha
utilizado guía de despacho, la recepción de las mercaderías podrá constar en ella, por
escrito, de conformidad con lo establecido en esta ley.

Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 7°, la cesión del crédito expresado en estas
facturas  solamente  podrá  efectuarse mediante  medios  electrónicos  y  se  pondrá en
conocimiento  del  obligado  al  pago  de  ellas,  mediante  su  anotación  en  un  registro
público electrónico de transferencias de créditos contenidos en facturas electrónicas
que llevará el Servicio de Impuestos Internos. Se entenderá que la transferencia ha
sido puesta  en conocimiento  del  deudor  el  día  hábil  siguiente  a  aquel  en que ella
aparezca anotada en el  registro señalado.  El  Servicio de Impuestos Internos podrá

4. Agrégase en el inciso primero del artículo 9°, a continuación del punto y aparte, que
pasa  a  ser  seguido,  las  siguientes  oraciones:  “Tratándose  de  receptores  de
mercaderías o servicios que no sean contribuyentes obligados a emitir  documentos
tributarios electrónicos, el acuse de recibo debe constar en la representación impresa
del documento que se trate. Asimismo, habiendo transcurrido el plazo establecido en el
inciso cuarto del artículo 4°, sin haber sido reclamada la factura conforme al artículo 3°,
la factura electrónica o la guía de despacho electrónica será cedible y podrá contar con
mérito  ejecutivo,  entendiéndose  recibidas  las  mercaderías  entregadas  o  el  servicio
prestado,  sin  necesidad  que  el  recibo  sea otorgado  en  las  formas indicadas  en el
presente inciso.”.
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encargar a terceros la administración del registro.

El reglamento para la ejecución de este artículo deberá ser dictado dentro del plazo de
dos meses, contados desde la publicación de la presente ley.

DECRETO LEY N°3.500 DEL MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL
QUE ESTABLECE NUEVO SISTEMA DE PENSIONES

Artículo 45.- Las inversiones que se efectúen con recursos de un Fondo de Pensiones
tendrán como únicos objetivos la obtención de una adecuada rentabilidad y seguridad.
Todo otro objetivo que se pretenda dar a tales inversiones se considerará contrario a
los intereses de los afiliados y constituirá un incumplimiento grave de las obligaciones
de las Administradoras.

Los recursos del Fondo de Pensiones, sin perjuicio de los depósitos en cuenta corriente
a que se refiere el artículo 46, deberán ser invertidos en:

a) Títulos emitidos por la Tesorería General de la República o por el Banco Central de
Chile;  letras  de  crédito  emitidas  por  los  Servicios  Regionales  y  Metropolitano  de
Vivienda  y  Urbanización;  Bonos  de  Reconocimiento  emitidos  por  el  Instituto  de
Normalización Previsional u otras Instituciones de Previsión, y otros títulos emitidos o
garantizados por el Estado de Chile;

b) Depósitos a plazo; bonos, y otros títulos representativos de captaciones, emitidos
por instituciones financieras;

c) Títulos garantizados por instituciones financieras;

d) Letras de crédito emitidas por instituciones financieras;

e) Bonos de empresas públicas y privadas;

f) Bonos de empresas públicas y privadas canjeables por acciones, a que se refiere el
artículo 121 de la Ley N° 18.045;

g) Acciones de sociedades anónimas abiertas;

h) Cuotas de fondos de inversión a que se refiere la ley Nº 18.815 y cuotas de fondos

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.500, de
1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece Nuevo Sistema de
Pensiones:

1. Modifícase el artículo 45 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la letra h) de su inciso segundo por la siguiente:

“h) Cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos regidos por la ley N°
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mutuos regidos por el decreto ley Nº 1.328, de 1976;

i) Efectos de comercio emitidos por empresas públicas y privadas;

j)  Títulos  de  crédito,  valores  o  efectos  de  comercio,  emitidos  o  garantizados  por
Estados  extranjeros,  bancos  centrales  o  entidades  bancarias  extranjeras  o
internacionales;  acciones  y  bonos  emitidos  por  empresas  extranjeras  y  cuotas  de
participación emitidas por Fondos Mutuos y Fondos de Inversión extranjeros, y que
cumplan a lo menos con las características que señale el Régimen de Inversión de los
Fondos de Pensiones a que se refiere el inciso vigésimo cuarto. A su vez, para efectos
de la  inversión extranjera,  las  Administradoras,  con los  recursos de los  Fondos de
Pensiones,  podrán  invertir  en  títulos  representativos  de  índices  de  instrumentos
financieros, depósitos de corto plazo y en valores extranjeros del título XXIV de la ley
N°  18.045  que  se  transen  en  un  mercado  secundario  formal  nacional;  y  celebrar
contratos de préstamos de activos;  todo lo  cual  se efectuará en conformidad a las
condiciones  que  señale  el  citado  Régimen.  Asimismo,  para  los  efectos  antes
señalados,  podrán  invertir  en  otros  valores  e  instrumentos  financieros,  realizar
operaciones  y  celebrar  contratos  de  carácter  financiero,  que  autorice  la
Superintendencia, previo informe del Banco Central de Chile,  y bajo las condiciones
que establezca el Régimen de Inversión;

k) Otros instrumentos, operaciones y contratos, que autorice la Superintendencia de
Pensiones, previo informe del Banco Central de Chile;

l)  Operaciones  con  instrumentos  derivados  que  cumplan  con  las  características
señaladas en el inciso duodécimo de este artículo y en el Régimen de Inversión;

m)  Operaciones  o  contratos  que  tengan  como  objeto  el  préstamo  o  mutuo  de
instrumentos  financieros  de  emisores  nacionales,  pertenecientes  al  Fondo  de
Pensiones,  y  que  cumplan  con  las  características  señaladas  mediante  norma  de
carácter general, que dictará la Superintendencia.

20.712;”.

b) Reemplázase en la letra m) de su inciso segundo el punto y aparte por un punto y
coma.

c) Agréganse en su inciso segundo las siguientes letras n) y ñ), a continuación de la
letra m):

“n)  Instrumentos,  operaciones  y  contratos  representativos  de  activos  inmobiliarios,
capital  privado,  deuda  privada,  infraestructura  y  otro  tipo  de  activos  que  pueda
determinar  el  Régimen  de  Inversión.  El  mencionado  Régimen  establecerá  los
instrumentos, operaciones y contratos que estarán autorizados para la inversión de los
recursos de los Fondos de Pensiones y las condiciones que tales inversiones deberán
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INCISO ELIMINADO

Para  efectos  de  lo  dispuesto  en  este  artículo,  se  entenderá  por  instrumento
garantizado, aquel en que el garante deba responder, al menos en forma subsidiaria, a
la respectiva obligación en los mismos términos que el principal obligado.

Los recursos de los Fondos de Pensiones Tipo A, B, C, D y E podrán invertirse en los
instrumentos, efectuar las operaciones y celebrar los contratos señalados en las letras
a) a la m) del inciso segundo de este artículo.

Los Fondos de Pensiones podrán adquirir títulos de las letras b), c), d), e), f), i), y de la
letra j) cuando se trate de instrumentos de deuda, cuando cuenten con al menos dos
clasificaciones de riesgo iguales o superiores a BBB y nivel N-3, a que se refiere el
artículo 105, elaboradas por diferentes clasificadoras privadas, y acciones de la letra g)
que cumplan con los requisitos a que se refiere el inciso siguiente. Asimismo, podrán
adquirir cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por fondos mutuos a
que se refiere la letra h) y títulos representativos de capital  de la letra j) que estén
aprobados  por  la  Comisión  Clasificadora  de  Riesgo,  e  instrumentos  de  la  letra  k),
autorizados por la Superintendencia y en caso que ésta lo requiera por la Comisión
Clasificadora de Riesgo.

Las acciones a que se refiere la  letra g)  podrán ser  adquiridas  por  los Fondos de
Pensiones  cuando  el  emisor  cumpla  con  los  requisitos  mínimos  que  serán
determinados en el Régimen de Inversión. Aquellas acciones que no cumplan con los
requisitos anteriores podrán ser adquiridas por los Fondos de Pensiones cuando éstas
sean clasificadas en primera clase por al menos dos entidades clasificadoras de riesgo
a las que se refiere la ley N° 18.045.

El Régimen de Inversión regulará la especificación conceptual, metodología de cálculo
y  el  valor  límite  de  los  requisitos  mínimos,  a  que  se  refiere  el  inciso  anterior.  La

cumplir. Asimismo, al realizar la autorización referida, el Régimen de Inversión deberá
señalar si a las inversiones directas e indirectas efectuadas en los activos a los que se
refiere esta letra, se les aplicarán o no los límites a que se refiere el número 3) del
inciso décimo octavo y el inciso décimo noveno de este artículo;

ñ) Bonos emitidos por fondos de inversión regulados por la ley N° 20.712. El Régimen
de Inversión establecerá las condiciones que tales instrumentos deberán cumplir.”.

d) Reemplázase en su inciso cuarto la frase “letras a) a la m)” por “letras a) a la ñ)”.

e) Sustitúyase en la primera oración de su inciso quinto la expresión “y de la letra j)” por
“j), y de la letra ñ)”.

f) Reemplázase en la última oración de su inciso quinto la frase “de la letra k)” por “,
operaciones y contratos de la letra k) y aquéllos a que se refiere la última oración de la
letra j)”.
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Superintendencia de Valores y Seguros y la de Bancos e Instituciones Financieras,
según corresponda,  efectuarán  el  cálculo  de los  valores  que  se establezcan  en  el
Régimen y confeccionarán una nómina de emisores de acciones de la letra g) de este
artículo que cumplan con ellos. Esta nómina también incluirá aquellos emisores que no
cumplan los requisitos antes señalados y será remitida a la Superintendencia a más
tardar los días diez de los meses de abril,  junio,  octubre y diciembre de cada año,
pudiendo sin embargo ser modificada o complementada en cualquier fecha.

Cuando se trate de instrumentos de deuda de las letras b), c), d), e), f),  i)  y k), las
clasificaciones  de  riesgo  a  que  refiere  el  inciso  quinto  deberán  ser  elaboradas  en
conformidad a lo señalado en la ley N° 18.045. A su vez, cuando estos instrumentos se
transen en mercados internacionales, las referidas clasificaciones también podrán ser
efectuadas por las entidades clasificadoras indicadas en el inciso siguiente.

Las clasificaciones de riesgo de los instrumentos de deuda de la letra j) deberán ser
efectuadas por entidades clasificadoras internacionalmente reconocidas, siempre que
el Banco Central de Chile las considere para efectos de la inversión de sus propios
recursos. En todo caso, cuando los instrumentos de la letra antes señalada se transen
en un mercado secundario formal nacional, la referida clasificación también podrá ser
efectuada por las entidades clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045.

Para efectos de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de deuda
señalados en las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) y las acciones de la letra g), se deberá
considerar la categoría o clasificación de mayor riesgo de entre las que les hubieren
otorgado los clasificadores privados.

Las clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045 presentarán a la Superintendencia
dentro de los cinco primeros días de cada mes, una lista de clasificación de riesgo de
los instrumentos de deuda y de las acciones que les hayan sido encomendadas, con
los respectivos informes públicos de acuerdo a lo que determine la Superintendencia
de  Valores  y  Seguros.  Adicionalmente  a  la  lista  de  clasificación  de  riesgo,  se
acompañarán los informes de actualización periódica que deban presentar a la referida
Superintendencia y a la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda.

Las operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l), podrán tener
como objeto  la  cobertura  del  riesgo financiero  que pueda  afectar  a los  Fondos  de
Pensiones  u  otros  fines  distintos.  El  Régimen  de  Inversión  señalará  los  tipos  de
operaciones con instrumentos derivados y los activos objeto involucrados en ellas, que
estarán autorizados para los recursos de los Fondos de Pensiones. Asimismo, dicho

g) Reemplázase en la primera oración de su inciso octavo la expresión “y k)” por “, k) y
ñ)”.

h) Reemplázase en su inciso décimo la expresión “y k)” por “, k) y ñ)”.
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Régimen podrá condicionar la autorización de operaciones con instrumentos derivados
a la adopción de políticas, procedimientos, controles y otras restricciones que provean
los resguardos suficientes para su uso.

Las  instituciones  financieras  a  que  se  refieren  las  letras  b),  c)  y  d)  deberán  estar
constituidas legalmente en Chile o autorizadas para funcionar en el país; las empresas
referidas en las letras e), f), g), e i), como también los fondos de inversión y fondos
mutuos referidos en las letra h) deberán estar constituidos legalmente en Chile.

Los instrumentos de las letras b) y c) que sean seriados y los señalados en las letras
e), f), g), h), i), j), cuando corresponda y k) deberán estar inscritos, de acuerdo con la
ley N° 18.045, en el Registro que para el efecto lleven la Superintendencia de Valores y
seguros o la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda.

Los Fondos de Pensiones podrán adquirir los títulos de las letras b), c), d), e), f), g), h),
i),  j) que cumplan con lo establecido en el Régimen de Inversión, aunque no cumplan
con los requisitos establecidos en los incisos quinto y sexto, siempre que la inversión
se ajuste a los límites especiales que fije el citado Régimen para estos efectos.

En caso que un afiliado se pensione anticipadamente optando por la modalidad de
pensión  de  retiro  programado  o  renta  temporal  con  renta  vitalicia  diferida,  la
Administradora no podrá adquirir  con los recursos de los Fondos de Pensiones que
administra el Bono de Reconocimiento que pertenezca a ese afiliado. Tampoco podrá
en tales casos, adquirir Bonos de Reconocimiento que pertenezcan a afiliados a una
Administradora que sea persona relacionada a la Administradora adquirente.
Si el afiliado opta por la modalidad de pensión de renta vitalicia o renta temporal con
renta vitalicia diferida, la Administradora no podrá adquirir Bonos de Reconocimiento de
afiliados que hayan contratado dichas modalidades de pensión con una Compañía de
Seguros de vida que sea persona relacionada a la Administradora adquirente.

Las restricciones antes mencionadas se aplicarán para la primera transacción del Bono
de Reconocimiento  y la  calidad de afiliado se medirá al  momento de efectuarse la
adquisición en el mercado secundario formal.

Las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones en los instrumentos que se
indican en los números 1 al  3 siguientes, deberán ceñirse a los límites máximos de

i) Reemplázase en su inciso décimo cuarto la expresión “y k)” por “, k) y ñ)”.

j) Agrégase en su inciso décimo cuarto, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser
punto seguido, la siguiente oración: “Tratándose de instrumentos de emisores nacionales
transados en un mercado secundario  formal  externo,  el  respectivo emisor  deberá  estar
inscrito,  de  acuerdo  con  la  ley  N°  18.045,  en  el  registro  que  para  tal  efecto  lleve  la
Superintendencia de Valores y Seguros o la de Bancos e Instituciones Financieras, según
corresponda.”.

k) Intercálase en su inciso décimo quinto, entre las expresiones “j)” y “que cumplan” la
expresión “y ñ)”.

l) Reemplázase en el enunciado de su inciso décimo octavo el guarismo “3” por “4”.
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inversión  que  establezca  el  Banco  Central  de  Chile  dentro  de  los  rangos  que  se
señalan para cada uno de ellos:

1) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos mencionados
en la letra a) del inciso segundo no podrá ser inferior ni superior a: 30% y 40% del
Fondo,  respectivamente,  para  los  Fondos  Tipos  A  y  B;  35%  y  50%  del  Fondo,
respectivamente, para el Fondo Tipo C; 40% y 70% del Fondo, respectivamente, para
el Fondo Tipo D, y 50% y 80% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E.

2) El límite máximo para la inversión en el extranjero de los Fondos de Pensiones de
una misma Administradora,  corresponderá al  límite establecido para la suma de los
Fondos de Pensiones Tipos A,B,C,D y E, o bien a los límites máximos de inversión
establecidos para cada Tipo de Fondo.

El Banco Central de Chile fijará el límite máximo para la suma de las inversiones de los
Fondos Tipos A, B, C, D y E de una misma Administradora en el extranjero dentro de
un rango que va desde un 30% a un 80% del valor de estos Fondos. Asimismo, fijará
los límites máximos para la inversión en el extranjero para cada Tipo de Fondo dentro
de un rango que va desde 45% a 100% del Fondo para el Fondo Tipo A; desde 40% a
90% del Fondo para el Fondo Tipo B; desde 30% a 75% del Fondo para el Fondo Tipo
C; desde 20% a 45% del Fondo para el Fondo Tipo D, y desde 15% a 35% del Fondo
para el Fondo Tipo E.

Por  inversión  en  el  extranjero  se  entenderá  la  inversión  que  se  efectúe  en  títulos
extranjeros, a que se refiere la letra j) del inciso segundo, más el monto de la inversión
de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de los números 17) al 28) del artículo
5° de la ley Nº 18.815, que se efectúe a través de los fondos de inversión, más el
monto de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos 9. y 11. del
artículo 13 del decreto ley Nº 1.328, de 1976, que se efectúe a través de los fondos
mutuos.  El  Régimen  de  Inversión  establecerá  en  qué  casos  se  entenderá  que  la
inversión que se efectúe a través de los fondos a que se refiere la letra h) del inciso
segundo, se considerará en los límites señalados.

3) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos que se señalan
en los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del inciso vigésimo primero, no podrá ser inferior al diez
por ciento ni superior al veinte por ciento del valor del Fondo, para cada Tipo de Fondo
A, B, C y D. La Superintendencia de Pensiones podrá excluir de la determinación de
porcentajes máximos de inversión contemplada en este número a los instrumentos,
operaciones  y  contratos  de  cada  tipo  señalados  en  la  letra  k)  podrá  incluir  otros

m) Reemplázase en su inciso décimo octavo el  tercer párrafo del número 2) por el
siguiente:

“Por  inversión en el  extranjero  se entenderá la  inversión que se efectúe en títulos
extranjeros, a que se refieren las letras j) y n) del inciso segundo, cuando corresponda,
más el monto de la inversión de los Fondos de Pensiones en instrumentos extranjeros
que se efectúe a través de fondos mutuos y  de inversión regulados por  la  ley  N°
20.712. El Régimen de Inversión establecerá los casos en que se entenderá que la
inversión que se efectúe a través de los fondos a que se refiere la letra h) y en los
instrumentos,  operaciones  y  contratos  de  la  letra  n),  todas  del  inciso  segundo,  se
considerará en los límites señalados.”.
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instrumentos,  operaciones  y  contratos  de  carácter  financiero  que  aquella  autorice,
aludidos en la letra j) del inciso segundo de este artículo.

El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos señalados en las
letras g) y h), más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que
se refiere el inciso sexto del artículo 48, como también para los de las letras j) y k),
cuando se trate de instrumentos representativos de capital, será de un 80%, 60%, 40%,
20% y 5% del valor de los Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E, respectivamente.
Para efectos de este límite, no se considerarán los títulos representativos de índices
autorizados en virtud de la letra k) de este artículo, ni las cuotas de fondos de inversión
y fondos mutuos de las letras h) y j), cuando sus carteras de inversiones se encuentren
constituidas preferentemente por títulos de deuda. El Régimen de Inversión establecerá
en qué casos se entenderá que la cartera de los títulos representativos de índices, los
fondos de inversión y fondos mutuos se considerará constituida preferentemente por
títulos de deuda. Con todo, siempre que un Tipo de Fondo tenga autorizado en la Ley
un mayor límite máximo en instrumentos representativos de capital, deberá tener un
porcentaje mayor de su cartera invertido en este grupo de instrumentos.

El Régimen de Inversión podrá establecer otros límites máximos en función del valor
del o los Fondos de Pensiones, según corresponda, para los instrumentos, operaciones
y contratos del inciso segundo. Asimismo, deberá establecer límites máximos para la
inversión  en  moneda  extranjera  sin  cobertura  cambiaria  que  podrán  mantener  las
Administradoras respecto de cada Tipo de Fondo, así como la definición de cobertura
cambiaria, debiendo contar con informe previo favorable del Banco Central de Chile.
Adicionalmente, el citado Régimen podrá fijar límites mínimos sólo para la inversión de
los Fondos en instrumentos representativos de capital.

En  todo  caso,  el  Régimen  de  Inversión  deberá  establecer  límites  respecto  de  los
instrumentos u operaciones que se señalan en los números 1 al 9 siguientes:

n)  Agrégase  en  su  inciso  décimo  octavo,  a  continuación  del  actual  número  3),  el
siguiente número 4):

“4) El límite máximo para la suma de las inversiones contempladas en la letra n) del
inciso segundo, más las inversiones en cuotas de fondos de inversión de la letra h)
cuando sus carteras se encuentren constituidas preferentemente por las inversiones
citadas en la letra n), no podrá ser inferior al 5% ni superior al 15% del valor del Fondo,
para cada Tipo de Fondo A, B, C, D y E. El Régimen de Inversión establecerá los casos
en  que  se  entenderá  que  la  cartera  de  los  fondos  de  inversión  de  la  letra  h)  se
considerará constituida preferentemente por las inversiones citadas en la letra n).”.

o) Elimínase en la primera oración de su inciso décimo noveno la frase “más el monto
de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto
del artículo 48,”.
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1) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas
cuando se trate de instrumentos de deuda, clasificados en categoría BB, B y nivel N-4
de riesgo, según corresponda, a que se refiere el artículo 105, que cuenten con sólo
una clasificación de riesgo efectuada por una clasificadora privada, la cual en todo caso
deberá  ser  igual  o  superior  a  las  categorías  antes  señaladas,  o  que  cuyas
clasificaciones hayan sido rechazadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;

2) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas
cuando se trate de  instrumentos de deuda, que tengan clasificación inferiores a B y
nivel N-4, según corresponda y aquellos que no cuenten con clasificación de riesgo;

3) Acciones a que se refiere la letra g), que no cumplan con los requisitos establecidos
en el inciso sexto de este artículo y cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos
mutuos a que se refiere la letra h),  no aprobadas por la Comisión Clasificadora de
Riesgo;

4) Acciones a que se refiere la letra g) que sean de baja liquidez; más cuotas de fondos
de inversión a que se refiere la letra h)  más el monto de los aportes comprometidos
mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48, cuando estos
instrumentos sean de baja liquidez;

5) Aportes comprometidos mediante los contratos de promesa y suscripción de pago de
cuotas de fondos de inversión;

6) Acciones, cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere
la letra j), no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;

7) Cada tipo de instrumento de oferta pública, a que se refiere la letra k);

8) Operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l). En este caso, el
Régimen podrá establecer  límites en función de parámetros tales como los activos
objetos  involucrados,  el  valor  de  las  operaciones,  la  inversión  por  contraparte,  las
primas cuando corresponda y la entrega en garantía de recursos de los Fondos de
Pensiones a que se refiere el artículo 34. De igual forma, el Régimen podrá incluir las
operaciones con instrumentos derivados en los límites establecidos en esta ley y en
dicho Régimen, y

9)  Operaciones  o  contratos  que  tengan  como  objeto  el  préstamo  o  mutuo  de

p) Intercálase en el número 1) de su inciso vigésimo primero, entre las expresiones
“instrumentos de deuda,” y “clasificados en categoría”, la expresión “y ñ),”.

q) Intercálase en el número 2) de su inciso vigésimo primero, entre las expresiones
“instrumentos de deuda,” y “que tengan clasificación”, la expresión “y ñ),”.

r) Elimínase en el número 4) de su inciso vigésimo primero la expresión “más el monto
de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto
del artículo 48”.
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instrumentos financieros, pertenecientes al Fondo de Pensiones, a que se refieren las
letras j) y m).

A su vez, el Régimen de Inversión regulará la inversión indirecta que los Fondos de
Pensiones podrán efectuar a través de los instrumentos señalados en este artículo.

El Régimen de Inversión establecerá también los criterios que definirán en qué casos
los instrumentos de la letra g) y las cuotas de fondos de inversión a que se refiere la
letra  h)  se  considerarán  de  baja  liquidez.  La  liquidez  de  estos  instrumentos  será
calculada trimestralmente por la Superintendencia de Valores y Seguros.

Mediante Resolución dictada por la Superintendencia de Pensiones se establecerá el
Régimen de Inversión, previo informe del Consejo Técnico que se refiere el Título XVI.
La Superintendencia no podrá establecer en el Régimen de Inversión contenidos que
hayan  sido  rechazados  por  el  Consejo  Técnico  de  Inversiones  y  asimismo,  en  la
mencionada resolución deberá señalar  las razones por  las cuales no consideró  las
recomendaciones que sobre esta materia haya efectuado el referido Consejo.  Dicha
Resolución  será dictada previa  visación  del  Ministerio  de Hacienda,  a  través de la
Subsecretaría de Hacienda.

INCISO SUPRIMIDO.

INCISO SUPRIMIDO.

INCISO SUPRIMIDO.

La  suma de  las  inversiones  en  instrumentos  específicos  de  cada  tipo  de  aquellos
señalados en la letra k),  podrán incorporarse a los límites globales por instrumento
establecidos por la ley o el Régimen de Inversión. Esta incorporación será determinada
por la Superintendencia.

INCISO ELIMINADO

s) Reemplázase en su inciso vigésimo quinto la frase “específicos de cada tipo de
aquellos señalados en la letra k)” por “, operaciones y contratos específicos de cada
tipo de aquellos señalados en la letra k) y en la última oración de la letra j)”.

Artículo 47.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, la suma de las inversiones
con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en depósitos
en  cuentas  corrientes  y  a  plazo  y  en  títulos  de  deuda  emitidos  por  un  banco  o
institución  financiera  y  sus  filiales,  o  garantizados  por  ellos,  no  podrá  exceder  el
producto  de  un  múltiplo  único  para  todas  las  instituciones  financieras  fijado  por  el
Banco Central de Chile y el patrimonio del banco o entidad financiera de que se trate.

2. Modifícase el artículo 47 en el siguiente sentido:
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El valor del múltiplo único aludido variará entre 0,5 y 1,5. En ningún caso el Banco
Central  de Chile  podrá fijar  un múltiplo único inferior  al  valor  vigente a la fecha de
modificación de éste.

INCISO DEROGADO

La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma
Administradora, en títulos de deuda emitidos o garantizados por empresas cuyo giro
sea  realizar  operaciones  de  leasing,  no  podrán  exceder  el  setenta  por  ciento  del
patrimonio de la empresa.

La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma
Administradora en efectos de comercio, no podrá exceder del treinta y cinco por ciento
de la serie.

De igual forma, la suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones
de una misma Administradora, en bonos de una misma serie, no podrá exceder del
treinta y cinco por ciento de ésta.

INCISO DEROGADO

La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora
en acciones de una sociedad de las señaladas en la letra g) del inciso segundo del
artículo 45, no podrá exceder el siete por ciento del total de las acciones suscritas de
dicha  sociedad.  Cuando  se  suscriban  acciones  de  una  nueva  emisión,  el  monto
máximo a suscribir no podrá exceder el veinte por ciento de la emisión.

INCISOS DEROGADOS

La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora
en acciones de una sociedad bancaria o financiera no podrá exceder el dos y medio
por ciento del total de las acciones suscritas de dicha sociedad.

INCISOS DEROGADOS

La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora
en cuotas de un fondo de inversión de aquellos a que se refiere la letra h) del inciso
segundo del  artículo 45,  más el  monto de los aportes comprometidos mediante los
contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48 en los casos que corresponda,

a) Reemplázase en su inciso séptimo la expresión “treinta y cinco” por “cuarenta y
nueve”, las dos veces que aparece.
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no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la suma de las cuotas suscritas y las
cuotas  que  se  han  prometido  suscribir  y  pagar  del  respectivo  fondo  de  inversión.
Cuando se suscriban cuotas de una nueva emisión, el monto máximo a suscribir no
podrá exceder del  treinta y cinco por ciento de la emisión. Con todo, la suma de las
inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en cuotas de un
fondo mutuo referidos en la letra h) del inciso segundo del artículo 45, no podrá ser
superior al  treinta y cinco por ciento de las cuotas en circulación del respectivo fondo
mutuo.

INCISOS DEROGADOS

La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora
en acciones de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo emisor, que no
requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se transen en un
mercado  secundario  formal  nacional,  no  podrá  exceder  el  siete  por  ciento  de  las
acciones suscritas de dicho emisor.  La suma de las  inversiones  de los  Fondos de
Pensiones  de  una  misma  Administradora,  en  cuotas  de  participación  emitidas  por
fondos mutuos y fondos de inversión de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de
un mismo emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de
Riesgo y se transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el
treinta y cinco por ciento de las cuotas en circulación o suscritas del respectivo fondo
mutuo o de inversión.

La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma
Administradora,  en  bonos  y  efectos  de  comercio,  emitidos  o  garantizados  por  una
misma  sociedad,  no  podrá  exceder  el  doce  por  ciento  del  valor  del  activo  de  la
sociedad emisora.

La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma
Administradora, en bonos y efectos de comercio emitidos por una sociedad matriz y sus
filiales o garantizados por ellas, no podrá exceder el doce por ciento del valor del activo
contable neto consolidado de la sociedad matriz.

INCISO DEROGADO

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la suma de las inversiones con
recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en bonos y efectos

b) Reemplázase en su inciso octavo la frase “en circulación o suscritas del respectivo
fondo mutuo o” por “en circulación del respectivo fondo mutuo y el cuarenta y nueve por
ciento de las cuotas suscritas del respectivo fondo”.
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de comercio emitidos por sociedades anónimas cuyo objeto exclusivo sea la emisión de
bonos o efectos de comercio respaldados por títulos de créditos transferibles, no podrá
exceder el treinta y cinco por ciento de la respectiva serie.

INCISOS DEROGADOS

Para cada Fondo de Pensiones la inversión en acciones, bonos y efectos de comercio
emitidos o garantizados por empresas que pertenezcan a un mismo grupo empresarial,
de aquellos definidos en la letra h) del artículo 98, no podrá exceder del quince por
ciento del valor del Fondo respectivo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Régimen de Inversión podrá
establecer límites máximos de inversión por emisor en función del valor de un Tipo de
Fondo de Pensiones o de la suma de los Fondos de una misma Administradora.

Los límites máximos a que se refiere el inciso anterior, podrán estar diferenciados, de
acuerdo  a  parámetros  tales  como  la  clasificación  de  riesgo  del  instrumento,  la
concentración de la propiedad accionaria,  la liquidez bursátil,  la diversificación de la
cartera  de  inversión  del  título,  los  años  de  operación  del  emisor,  los  montos  del
instrumento objeto de cobertura y el cumplimiento o incumplimiento de los requisitos a
que se refieren los incisos quinto y sexto del artículo 45, según corresponda al tipo de
instrumento que se trate.

El citado régimen regulará además, la inversión indirecta que los Fondos de Pensiones
efectúen a través de emisores de los instrumentos señalados en el inciso segundo del
artículo 45.

El  Régimen de Inversión no podrá establecer  límites mínimos para la  inversión por
emisor.

INCISO SUPRIMIDO.

INCISO SUPRIMIDO.

INCISO SUPRIMIDO.

Los límites de inversión por emisor para los instrumentos de la letra k) del artículo 45,

c) Intercálase en su inciso décimo tercero, entre la palabra “Administradora” y el punto
y  aparte,  la  siguiente  oración:  “,  así  como  también  límites  por  emisor  que  eviten
concentración en la propiedad y participación en el control por parte de los Fondos de
Pensiones, en el caso de las inversiones a que se refieren las letras n) y ñ) del inciso
segundo del artículo 45”.

d) Reemplázase en su inciso décimo séptimo la frase “de la letra k)” por “, operaciones
y contratos de la letra k) y de la última oración de la letra j)”.
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corresponderán a los límites que resulten de asimilar el respectivo instrumento a uno
de aquellos cuyo límite ya se encuentre definido en la ley o en el Régimen de Inversión.
La  respectiva  asimilación  y  el  límite  a  aplicar  serán  determinados  por  la
Superintendencia de Pensiones para cada tipo de Fondo. Asimismo, si no existiera un
instrumento de las mismas características para los efectos de establecer los límites por
emisor,  el  límite respectivo será determinado por la Superintendencia de Pensiones
para cada tipo de Fondo.

INCISO DEROGADO

Para efectos de los límites de inversión establecidos en esta ley y en el Régimen de
Inversión,  los  instrumentos  financieros  entregados  en  préstamo o  mutuo  a  que  se
refieren las letras j) y m) del artículo 45, deberán ser considerados como una inversión
del Fondo de Pensiones.

En caso de que, por cualquier causa, una inversión realizada con recursos de un Fondo
de Pensiones sobrepase los límites o deje de cumplir con los requisitos establecidos
para su procedencia, el exceso deberá ser contabilizado en una cuenta especial en el
Fondo  afectado  y  la  Administradora  correspondiente  no  podrá  realizar  nuevas
inversiones para este Fondo en los mismos instrumentos mientras dicha situación se
mantenga.  Asimismo,  si  una  inversión  realizada  con  recursos  de  los  Fondos  de
Pensiones de una misma Administradora sobrepase algún límite aplicable a la suma de
éstos  o  deje  de  cumplir  con  los  requisitos  establecidos  para  su  procedencia,  la
Administradora correspondiente no podrá realizar nuevas inversiones para ninguno de
los Fondos en los  mismos instrumentos,  mientras dicha situación se mantenga.  Lo
anterior es sin perjuicio de la facultad del Superintendente para aplicar las sanciones
administrativas que procedan.

El Régimen de Inversión establecerá los mecanismos y los plazos para la eliminación
de los excesos de inversión que se produzcan y, en caso que corresponda, para cubrir
los déficits de inversión, en relación a los límites de inversión establecidos en esta ley y
el Régimen de Inversión.

INCISO SUPRIMIDO.

INCISO SUPRIMIDO.

INCISO DEROGADO
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Las facultades que por esta ley se confieren al Banco Central de Chile, serán ejercidas
por éste previo informe de la Superintendencia para cada caso particular.

Las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros
deberán  proporcionar  trimestralmente  a  la  Superintendencia  de  Pensiones,  según
corresponda, los parámetros necesarios para el cálculo de los límites de inversión de
los Fondos de Pensiones.

Artículo  48.-  Todas las  transacciones  de títulos  efectuadas con los  recursos de un
Fondo de Pensiones deberán hacerse en un mercado secundario formal.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, con los recursos de los Fondos de
Pensiones se podrán adquirir los instrumentos a que se refieren las letras a), e), f), g),
h),  i)  y  k),  y los seriados comprendidos en las letras b)  y c)  del  artículo 45,  en el
mercado primario formal definido en el presente artículo, cuando estos instrumentos no
se hubieren transado anteriormente.

Las Administradoras de Fondos de Pensiones podrán participar con recursos de los
Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E que administren, en las ofertas públicas de
adquisición de acciones que se realicen de acuerdo con lo dispuesto en el Título XXV
de la ley Nº 18.045.

La Superintendencia de Valores y Seguros hará llegar a la Superintendencia copia del
prospecto  a  que  alude  el  artículo  203  de  la  ley  Nº  18.045,  dentro  de  los  3  días
siguientes de recibido.

Asimismo, los Fondos de Pensiones podrán participar en el rescate voluntario de bonos
a que se refiere el artículo 130 de la ley N° 18.045, de acuerdo a lo que establezca la
Superintendencia mediante norma de carácter general. De igual manera, los Fondos de
Pensiones podrán participar en procesos de estructuración financiera de emisores a
través  del  canje  de  títulos  del  emisor,  correspondiendo  a  la  Superintendencia
determinar,  mediante  una  norma  de  carácter  general,  los  requisitos  para  que  los
Fondos participen en este tipo de operaciones.

Las Administradoras podrán celebrar directamente con los emisores, a nombre propio y
para los Fondos de Pensiones que corresponda, contratos de promesas de suscripción
y  pago  de  cuotas  de  fondos  de  inversión  a  los  que  se  refiere  la  ley  N°  18.815,
comprometiendo el aporte de recursos correspondientes a los Fondos de Pensiones
que administren.  Los aportes que se realicen en virtud de estos contratos deberán

3. Modifícase el artículo 48 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso sexto la expresión “ley N° 18.815” por “ley N° 20.712”.
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efectuarse contra la entrega de las cuotas respectivas.

Para los efectos señalados en el inciso anterior, y sin perjuicio del cumplimiento por
parte de los fondos de Inversión respecto de sus aportantes, de las normas de ejercicio
de  opción  preferente  para  la  suscripción  de  cuotas,  las  Administradoras  podrán
celebrar dichos contratos siempre que el respectivo Fondo de Inversión haya informado
a todas las Administradoras la emisión de cuotas que puedan ser adquiridas con los
recursos de los Fondos de Pensiones que administran. Una norma de carácter general
que  dictará  la  Superintendencia,  establecerá  las  normas  que  permitan  que  las
Administradoras gocen de igualdad de oportunidades para efectuar ofertas destinadas
a celebrar los contratos de promesa de suscripción y pago de cuotas de tales Fondos
de inversión.

Los contratos antes referidos tendrán una duración que no podrá exceder de tres años,
contados  desde  la  inscripción  de  la  emisión  respectiva  en  la  Superintendencia  de
Valores y Seguros.

INCISO DEROGADO

Se extinguirá la obligación de efectuar aportes a un fondo de inversión, cuyas cuotas se
encontraban  aprobadas  por  la  Comisión  Clasificadora  de  Riesgo  al  momento  de
celebrar  los  contratos  a  que  se  refiere  el  inciso  sexto,  si  éstas  se  encuentren
desaprobadas al momento de suscribir las cuotas y de enterar los aportes o cuando se
liquide el Fondo de Pensiones respectivo. En tal caso, no procederá la restitución de
los  aportes  que  se hayan  efectuado  ni  quedarán  sin  efecto  las  cuotas  suscritas  y
pagadas.

INCISO DEROGADO

Las  inversiones  con  recursos  de  un  Fondo  en  instrumentos  únicos  emitidos  por
instituciones financieras nacionales que no se hubieren transado anteriormente, podrán
ser  realizadas  directamente  en  la  entidad  emisora.  Asimismo,  tratándose  de
inversiones en cuotas de fondos mutuos a los que se refieren las letras h) y j) del inciso
segundo del artículo 45, éstas podrán ser compradas y vendidas, directamente a la
entidad emisora.  A su vez,  las operaciones o contratos que tengan como objeto el
préstamo o mutuo de instrumentos financieros de emisores nacionales o extranjeros,
así como las operaciones señaladas en la letra l) del inciso segundo del artículo 45
realizadas  con  contrapartes  que  cumplan  con  los  requisitos  establecidos  por  la

b) Reemplázase su inciso octavo por el siguiente:

“La  Superintendencia  de  Pensiones  podrá  establecer,  mediante  norma de  carácter
general, la duración máxima de los contratos antes referidos.”.

c) Reemplázase en su inciso décimo la expresión “la letra k)” por “las letras k), n) y de
la última oración de la letra j),”.
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Comisión Clasificadora de Riesgo y los instrumentos, operaciones y contratos de la
letra  k) que  la  Superintendencia  de  Pensiones  determine,  se  exceptuarán  de  la
disposición establecida en el inciso primero de este artículo.

Los  Fondos  de  Pensiones  podrán  efectuar  operaciones  de  compra  o  venta  de
instrumentos de la letra h) del inciso segundo del artículo 45, con cargo a la venta o
compra,  respectivamente,  de  títulos  representativos  de  los  activos  subyacentes  de
dichos  instrumentos,  de  acuerdo  a  la  norma  de  carácter  general  que  al  efecto
establezca la Superintendencia de Pensiones.

Para los efectos de esta ley se entenderá por:

a) Mercado Primario Formal: Aquel en que los compradores y el emisor participan en la
determinación de los precios de los instrumentos ofrecidos al público por primera vez,
empleando  para  ello  procedimientos  previamente  determinados  y  conocidos  e
información  pública  conocida,  tendientes  a  garantizar  la  transparencia  de  las
transacciones que se efectúan en él.  Los requisitos mínimos que deberá cumplir un
mercado primario formal para garantizar la adecuada transparencia serán los que fije el
reglamento. También se entenderá por mercado primario formal a la Tesorería General
de la República y al Banco Central de Chile,  sólo respecto de los instrumentos que
ellos emitan.
b) Mercado Secundario Formal:  Aquel en que los compradores y vendedores están
simultánea y públicamente participando en la determinación de los precios de los títulos
que se transan en él, siempre que diariamente se publiciten el volumen y el precio de
las transacciones efectuadas.

Para el caso de las transacciones de instrumentos señalados en la letra j) del inciso
segundo del  artículo 45,  la  definición  de Mercado Secundario  Formal,  será aquella
establecida por el Banco Central de Chile.

c) Instrumentos Unicos: Aquellos emitidos individualmente y que por su naturaleza no
son susceptibles de conformar una serie.

El Banco Central de Chile determinará cuáles se considerarán mercados secundarios
formales  para  los  efectos  de  esta  ley.  Corresponderá  a  la  Superintendencia  de
Administradoras de Fondos de Pensiones la determinación de los mercados primarios
formales que reúnan los requisitos para que en ellos se realicen transacciones con los
recursos  de  los  Fondos  de  Pensiones,  conforme  a  lo  dispuesto  en  esta  ley  y  su
reglamento, como asimismo la fiscalización, tanto de los mercados primarios como de
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los secundarios exclusivamente respecto de las transacciones que se realicen en ellos
con recursos de los Fondos de Pensiones y aquellas que efectúen las Administradoras
o las personas que, en razón de su cargo o posición, tengan acceso a información de
las  inversiones  del  Fondo,  sin  perjuicio  de  las  facultades  que  corresponden  a  la
Superintendencia de Valores y Seguros. Asimismo, la Superintendencia de Pensiones
podrá requerir, para efectos de fiscalización, directamente a las bolsas de valores, a la
Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  o  a  la  Superintendencia  de  Bancos  e
Instituciones Financieras, según corresponda, información de transacciones efectuadas
dentro y fuera de bolsa, de instrumentos susceptibles de ser adquiridos con recursos
de los Fondos de Pensiones u operaciones que puedan ser realizadas por ellos, aun
cuando en dichas transacciones no haya participado un Fondo, alguna Administradora
o  cualquier  persona  con  acceso  a  información  a  que  se  refiere  este  inciso.  El
funcionamiento del  mercado primario formal,  respecto de los Fondos de Pensiones,
será determinado por el reglamento de la presente ley.

Las  Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones  no  podrán  transar  instrumentos
financieros, con recursos de los Fondos de Pensiones, a precios que sean perjudiciales
para  éstos,  considerando  los  existentes  en  los  mercados  formales  al  momento  de
efectuarse la transacción. En caso de infracción la diferencia que se produzca a este
respecto  deberá  ser  integrada  al  respectivo  Fondo  por  la  Administradora
correspondiente, pudiendo reclamar el afectado a la Corte de Apelaciones, conforme al
procedimiento establecido en el inciso segundo del N° 8 del artículo 94.

La Administradora podrá efectuar  transferencias de instrumentos entre sus Fondos,
sólo por los traspasos del valor de las cuotas de los afiliados entre los Fondos que
administra, sin recurrir a los mercados formales. Además, como consecuencia de los
traspasos antes mencionados, podrá efectuar transferencias de instrumentos por los
traspasos del valor de las cuotas del encaje de un Fondo a otro. Ambas transferencias
tendrán lugar a los precios que se determinen, según lo señalado en el artículo 35.

Artículo  94.-  Corresponderá  a  la  Superintendencia,  además  de  las  atribuciones  y
obligaciones que esta ley establece, las siguientes funciones generales:

1.-  Autorizar  la  constitución  de  las  Sociedades  Administradoras  de  Fondos  de
Pensiones, de las sociedades filiales a que se refiere el inciso duodécimo del artículo
23, la adquisición de acciones de una Administradora de acuerdo a lo establecido en la
Constitución Política de la República, de las sociedades administradoras de cartera de
recursos previsionales, y llevar un Registro de estas entidades.

4. Agrégase en el artículo 94, a continuación del número 19, el siguiente número 20:
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2.-  Fiscalizar  el  funcionamiento  de  las  Administradoras  y  el  otorgamiento  de  las
prestaciones que éstas otorguen a sus afiliados, y el funcionamiento de las sociedades
administradoras de cartera de recursos previsionales.

3.- Fijar la interpretación de la legislación y reglamentación del Sistema, con carácter
obligatorio para las Administradoras, las sociedades filiales a que se refiere el inciso
duodécimo del artículo 23 y las sociedades administradoras de cartera de recursos
previsionales, y dictar normas generales para su aplicación.

4.- Fiscalizar la constitución, mantenimiento, operación y aplicación del "Encaje".

5.- Fiscalizar la inversión de los recursos de los Fondos de Pensiones y la composición
de la cartera de inversiones.

6.- Establecer las normas que regulen los contratos de seguro destinados a constituir
las  prestaciones  que  establece  esta  ley,  sin  perjuicio  de  las  atribuciones  de  la
Superintendencia de Valores y Seguros, y fiscalizar la observancia de dichas normas y
el cumplimiento de las obligaciones que emanen de los contratos.

7.- Efectuar la liquidación de las Administradoras, la de las sociedades administradoras
de cartera de recursos previsionales, y la de los Fondos de Pensiones.
8.  Aplicar  sanciones  y  disponer  la  revocación  de  la  autorización  de  existencia  de
conformidad  a  la  ley,  de  las  Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones,  de  sus
sociedades  filiales  y  de  las  sociedades  administradoras  de  cartera  de  recursos
previsionales. Asimismo, podrá disponer la enajenación de las inversiones efectuadas
en o  a  través de  las  sociedades  filiales  establecidas  en el  artículo  23,  cuando  no
cumplan con lo establecido en el inciso duodécimo de dicho artículo. Para estos efectos
y en forma previa, la Superintendencia oficiará a las sociedades administradoras antes
mencionadas con el objeto de poner en su conocimiento los hechos que se le imputan
como constitutivos de infracción,  a fin  de que éstas,  dentro del  plazo de diez  días
hábiles  contados desde la  recepción del  respectivo oficio,  procedan a formular  sus
descargos  y  acompañen  las  probanzas  en  que  fundamentan  sus  alegaciones.  El
ejercicio de estas atribuciones y funciones deberá efectuarse mediante resoluciones
fundadas, las que se notificarán por un ministro de fe.

En contra de dichas resoluciones la Administradora afectada o sus sociedades filiales y
las sociedades administradoras de carteras de recursos previsionales podrán reclamar,
dentro de los quince días siguientes a su notificación, ante la Corte de Apelaciones que
corresponda, la que deberá pronunciarse en cuenta si el reclamo es admisible y si ha
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sido interpuesto dentro del término legal. Admitido el reclamo, la Corte dará traslado
por quince días a la Superintendencia. Evacuado el traslado o acusada la rebeldía, la
Corte  ordenará  traer  los  autos  en  relación,  agregándose  la  causa  en  forma
extraordinaria a la tabla del siguiente día, previo sorteo de Sala cuando corresponda. El
tribunal dictará sentencia dentro del plazo de treinta días.

Para reclamar de una multa impuesta por la Superintendencia, el reclamante deberá
efectuar una consignación equivalente al 25% de su monto, en dicho organismo.

La consignación será devuelta si se acogiere el reclamo.

Las resoluciones constituirán títulos ejecutivos y producirán sus efectos transcurridos
quince días desde su notificación, si no se hubiere reclamado de ella, o una vez firme la
sentencia que resuelva sobre el reclamo.

Los funcionarios de la Superintendencia prestarán declaraciones ante los Tribunales,
en las reclamaciones a que se refiere este número, mediante informes escritos, los que
constituirán  presunciones  legales  acerca  de  los  hechos  por  ellos  personalmente
constatados, sin perjuicio de la facultad del Tribunal de citarlos a declarar verbalmente
como medida para mejor resolver.

La  Superintendencia  estará  exenta  de  la  obligación  de  efectuar  consignaciones
judiciales.

Los directores y apoderados de una Administradora, de sus filiales o de una sociedad
administradora  de  cartera  de  recursos  previsionales,  serán  solidariamente
responsables  de  las  multas  que  se  les  impongan,  respectivamente  si  se  hubieren
originado  en  hechos  o  contravenciones  producidas  por  su  culpa  o  negligencia.  La
resolución respectiva deberá así declararlo y los afectados podrán reclamar de ella en
la misma forma y plazo que puede hacerlo la Administradora.

9.- Velar por el cumplimiento de las normas que establecen los requisitos necesarios
para que opere la garantía estatal a que se refiere el Título VII.

10. Efectuar los estudios técnicos necesarios para el desarrollo y fortalecimiento del
Sistema de Pensiones y para evaluar la  calidad de las pensiones que obtienen los
afiliados  y  beneficiarios  del  Sistema.  Para  efectuar  los  mencionados  estudios,  la
Superintendencia de Valores y Seguros deberá proporcionar a la Superintendencia de
Pensiones la información sobre los pensionados por la modalidad de renta vitalicia y
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sus beneficiarios, que ésta le solicite.

11.-  Fiscalizar  los  mercados  primarios  y  secundarios  en  lo  que  se  refiere  a  la
participación de los Fondos de Pensiones, las Administradoras y las personas que, en
razón de su cargo o  posición,  tengan acceso a  información de las  inversiones  del
Fondo, sin perjuicio de las atribuciones de la Superintendencia de Valores y Seguros.

12. Informar a los afiliados respecto de sus derechos y obligaciones en relación con el
sistema de pensiones, utilizando medios propios o a través de otras entidades, con el
objeto de dar cobertura nacional a
este servicio.

13.- Requerir que las personas naturales o jurídicas que, personalmente o en conjunto,
sean controladoras de una Administradora conforme al artículo 97 de la ley N° 18.045,
o  posean  individualmente  más  del  diez  por  ciento  de  sus  acciones,  envíen  a  la
Superintendencia  información  fidedigna  acerca  de  su  situación  financiera.  La
Superintendencia, mediante normas generales, determinará la periodicidad y contenido
de esta información, que no podrá exceder de la que exige la Superintendencia de
Valores y Seguros a las sociedades anónimas abiertas.

14.-  Instruir,  por  resolución  fundada,  a  una  Administradora,  que  se  abstenga  de
efectuar  con  recursos  de  los  Fondos  de  Pensiones,  las  transacciones  que
específicamente determine con o a través de personas relacionadas a ella, hasta por
un plazo de tres meses renovable por igual período, cuando la situación financiera, ya
sea de la Administradora o de sus personas relacionadas, ponga en riesgo la seguridad
de los Fondos de Pensiones.

15.-  Instruir,  por  resolución  fundada,  a  una  Administradora,  que  se  abstenga  de
efectuar  con  recursos  de  los  Fondos  de  Pensiones,  las  transacciones  que
específicamente determine con sus personas relacionadas o a través de ellas, hasta
por  un  plazo  de  tres  meses  renovable  por  igual  período,  cuando  las  personas
relacionadas a la  Administradora hubieran sido sancionadas por  incumplimiento,  en
forma reiterada o grave, de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas
que les sean aplicables conforme a su objeto social, siempre que tal situación ponga en
riesgo la seguridad de los Fondos de Pensiones.

16. Fiscalizar, con el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones, el
funcionamiento de los servicios que una Administradora hubiere subcontratado, cuando
éstos sean relacionados con su giro. Para efectos de lo anterior, la Superintendencia
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podrá requerir  el  envío  de  información  y  documentación  sustentatoria  o  bien  tener
acceso directamente a las dependencias y archivos del prestador de servicios.

17.  Supervisar  administrativamente las Comisiones Médicas Regionales y Central  e
impartir las normas operativas que se requieran para calificar la invalidez. Asimismo,
controlar que las Comisiones Médicas den debido cumplimiento a las funciones que les
correspondan,  pudiendo  siempre  determinar  el  número  de  Comisiones  que  debe
funcionar en cada Región, impartir instrucciones acerca de su equipamiento y requerir
a dichas Comisiones la información necesaria para su adecuada fiscalización.

18. Designar mediante resolución fundada a uno de sus funcionarios como inspector
delegado  en  una  Administradora,  con  el  objeto  de  resguardar  la  seguridad  de  los
Fondos de Pensiones.

La designación del  inspector delegado no podrá tener una duración superior  a seis
meses, renovable por una sola vez por un período máximo de seis meses, y deberá
fundarse en los siguientes hechos graves que pongan en peligro inminente la seguridad
de los Fondos de Pensiones y hagan necesaria la adopción de medidas urgentes:

a) Infracciones o multas graves y reiteradas.

b)  Rebeldía  para  cumplir  las  normas  y  órdenes  legalmente  impartidas  por  la
Superintendencia.

c) Vacancia de la mayoría de los cargos titulares y suplentes en el directorio.

d) Deficiencias graves en los controles internos relativos a la gestión de los Fondos de
Pensiones.

e)  Presunciones  fundadas  de  que  se  han  violado  las  normas  sobre  conflictos  de
interés, operaciones con personas relacionadas o el giro exclusivo de la Administradora
o de las entidades de su grupo empresarial.

f) Solicitud de inicio de procedimiento concursal de liquidación o cesación de pagos de
cualquiera de sus obligaciones significativas.

g) Dictación de la resolución de liquidación o liquidación forzosa de cualquier entidad
del grupo empresarial al que pertenezca la Administradora.
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h)  Existencia  de  antecedentes  fundados  de  que  los  Estados  Financieros  de  la
Administradora o del Fondo de Pensiones no representan su real situación financiera.

i) Déficit de patrimonio mínimo o de Encaje requeridos de acuerdo a lo dispuesto en
esta ley.

El inspector visará todas las operaciones de la Administradora y tendrá facultades para
suspender  cualquier  acuerdo  del  directorio  o  decisión  de  los  apoderados  de  la
Administradora que hagan temer por la seguridad de los Fondos de Pensiones o por la
estabilidad económica de aquélla. En el ejercicio de sus funciones, el inspector podrá
hacerse acompañar por otros funcionarios de la Superintendencia, así como contratar
consultorías  privadas  externas  con  cargo  a  la  Administradora.  Tanto  el  inspector
delegado como dichos funcionarios deberán guardar absoluta reserva y secreto de la
información de las cuales tomen conocimiento en el  cumplimiento de sus labores y
deberán abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para
efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de
ley  Nº  29,  de  2005,  del  Ministerio  de  Hacienda,  se  estimará  que  los  hechos  que
configuren infracciones a lo dispuesto en esta norma vulneran gravemente el principio
de  probidad  administrativa,  lo  que  no  obstará  a  las  demás  responsabilidades  y
sanciones que fueren procedentes.

La Administradora afectada podrá reclamar contra la designación del inspector a que
se refiere  este  número,  conforme al  procedimiento  establecido  en  el  Nº  8  de  este
artículo.  La  interposición  de  dicho  recurso  no  suspenderá  los  efectos  de  dicha
designación.

19. Supervisar administrativamente a las Comisiones Ergonómica y de Apelaciones de
la ley N° 19.404 e impartir las normas operativas que se requieran para calificar labores
como  trabajos  pesados.  Asimismo,  controlar  que  dichas  Comisiones  den  debido
cumplimiento a las funciones que les correspondan. “20.  Efectuar  análisis  de  riesgos,  supervisar  la  apropiada  gestión  de  los  mismos

respecto  de  las  Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones  y  de  la  Sociedad
Administradora de Fondos de Cesantía e impartir las instrucciones tendientes a que
éstos  corrijan  las  deficiencias  que  ella  observare.  Para  efectos  de  lo  anterior,  la
Superintendencia podrá requerir todos los datos y antecedentes que le permitan tomar
debido conocimiento de la gestión de riesgos de las entidades antes señaladas.”.
5. Agrégase, a continuación del actual artículo 94, el siguiente artículo 94 bis:

“Artículo 94 bis.- La Superintendencia de Pensiones efectuará un análisis de riesgos y
evaluará la gestión de los mismos, respecto de las entidades señaladas en el número
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20  del  artículo  94.  La  calidad  de  la  gestión  de  riesgos  se  evaluará  considerando
aspectos tales como la fortaleza de sus sistemas de control de riesgos y su gobierno
corporativo,  el  conocimiento y experiencia de su administración y la  eficacia de las
funciones de control interno y cumplimiento. El resultado de la evaluación se notificará
a la respectiva entidad, será fundado y tendrá el carácter de reservado, de manera tal
que ni la Superintendencia ni las entidades fiscalizadas podrán difundirlo públicamente.
También serán reservados aquellos antecedentes en los que se base la evaluación y
que no sean públicos.

La Superintendencia, mediante norma de carácter general, establecerá la metodología
y los procedimientos específicos para la evaluación de los riesgos de las entidades
fiscalizadas.”.

Artículo  99.-  Créase  una  Comisión  Clasificadora  de  Riesgo,  en  adelante  Comisión
Clasificadora,  con  personalidad  jurídica  y  patrimonio  propio,  formado  mediante  los
aportes a que se refiere el inciso final del artículo 102, la que tendrá las siguientes
funciones y atribuciones:

a)  Aprobar o rechazar cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por
fondos mutuos a que se refiere la letra h); instrumentos representativos de capital de la
letra j) y, a solicitud de la Superintendencia,  los títulos de la letra k), todas del inciso
segundo del artículo 45. Asimismo, aprobar o rechazar las contrapartes para efectos de
las operaciones con instrumentos derivados de la letra l) del citado artículo;

b)  Rechazar,  de  acuerdo  a  lo  establecido  en  el  artículo  105,  las  clasificaciones
practicadas por clasificadoras de riesgo en conformidad a lo dispuesto en la ley N°
18.045, a los instrumentos de deuda señalados en las letras b), c), d), e), f), i)  y k),
todas  del  inciso  segundo  del  artículo  45,  respecto  de  los  instrumentos  cuyas  dos
clasificaciones de mayor riesgo sean iguales o superiores a BBB o N-3;

c) Establecer los procedimientos específicos de aprobación de cuotas de fondos de
inversión y de cuotas de fondos mutuos de la letra h), de instrumentos representativos
de capital de la letra j), de instrumentos contemplados en la letra k) y de las entidades
contrapartes de operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l),
todas del inciso segundo del artículo 45;

d)  Establecer  las  equivalencias  entre  las  clasificaciones  de  los  títulos  de  deuda
señalados en la letra j)  del inciso segundo del artículo 45, realizadas por entidades
clasificadoras internacionalmente reconocidas, y las categorías de riesgo definidas en

6. Modifícase el artículo 99 en el siguiente sentido:

a)  Reemplázase  en  su  letra  a)  la  expresión  “títulos  de  la  letra  k)”  por  la  frase
“instrumentos, operaciones y contratos de las letras k), n) y aquellos señalados en la
última oración de la letra j)”.

b) Reemplázase en su letra b) la expresión “y k)” por “, k) y ñ)”.
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el artículo 105, y

e)  Establecer,  no  obstante  lo  señalado  en  la  letra  c)  anterior,  los  procedimientos
específicos de aprobación de los instrumentos representativos de capital incluidos en la
letra j) del inciso segundo del artículo 45, que se transen en los mercados formales
nacionales.

Artículo 105.- Establécense las siguientes categorías de riesgo para los instrumentos
financieros a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del
artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda de largo plazo:

1. Categoría AAA;

2. Categoría AA;

3. Categoría A;

4. Categoría BBB;

5. Categoría BB;

6. Categoría B;

7. Categoría C;

8. Categoría D, y

9. Categoría E, sin información disponible para clasificar.

Establécense los siguientes niveles de riesgo para los instrumentos financieros a que
se refieren las letras b), c), i), j) y k), del artículo 45, si se tratare de instrumentos de
deuda de corto plazo:

1. Nivel 1 (N 1);

2. Nivel 2 (N 2);

3. Nivel 3 (N 3);

7. Reemplázase en el encabezamiento del inciso primero del artículo 105 la expresión
“y k)” por “, k) y ñ)”.
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4. Nivel 4 (N 4), y

5. Nivel 5 (N 5), sin información disponible para clasificar.

Las categorías disponibles y niveles señalados en el inciso anterior corresponderán a
los definidos en la ley N° 18.045. La categoría AAA y el nivel N-1 son los de más bajo
riesgo, el que aumenta progresivamente hasta la categoría D y el nivel N-4, que serán
los de más alto riesgo.

Para  ejercer  la  atribución  a  que  se  refiere  la  letra  b)  del  artículo  99,  la  Comisión
Clasificadora  deberá  solicitar  al  emisor  respectivo  una  clasificación  adicional,  que
deberá ser efectuada por un clasificador privado, elegido por aquél, de aquellos a que
alude la  ley N°  18.045.  La clasificación adicional  podrá  ser  solicitada cuando haya
ocurrido algún hecho que a juicio de dos miembros de la Comisión Clasificadora pueda
impactar negativa y sustancialmente  en los resultados de la sociedad y que pueda
modificar la categoría de riesgo del título.

Una vez presentada la clasificación adicional, la Comisión Clasificadora podrá rechazar
todas las clasificaciones de riesgo del instrumento con el voto favorable de la mayoría
de los miembros asistentes a la sesión, debiendo constar en acta el fundamento del
rechazo, salvo que determine que éste requiere reserva. Asimismo, podrá rechazar la
clasificación de mayor riesgo, en cuyo caso será necesario el voto conforme de cinco
miembros.  En caso que el  emisor no presente la  tercera clasificación solicitada,  se
desaprobará el instrumento.

Cuando  se trate  de instrumentos  de  capital  de  la  letra  j)  del  artículo  45,  éstos  se
aprobarán  de  conformidad  con  los  procedimientos  que  se  establecerán  por  la
Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en la letra c) del artículo 99.

La Comisión Clasificadora deberá establecer las equivalencias entre las categorías de
clasificación internacionales y las señaladas en el inciso primero de este artículo. Estas
equivalencias se establecerán mediante un acuerdo que entrará en vigencia desde su
publicación  en  el  Diario  Oficial,  para  el  solo  efecto  de  la  clasificación  de  los
instrumentos de deuda a que se refiere la letra j) del artículo 45.

INCISO DEROGADO

Artículo 109.- Las deliberaciones de la Comisión Clasificadora serán secretas hasta la
publicación del acuerdo final, que deberá hacerse en el Diario Oficial a más tardar el

8. Reemplázase en el inciso primero del artículo 109, la primera vez que aparece, la
expresión “y k)” por “, k) y ñ)”.
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primer día hábil del mes siguiente al de la adopción del acuerdo. La publicación deberá
contener el  rechazo de las categorías de clasificación de riesgo a que se refiere el
artículo 105 respecto de los instrumentos de deuda de las letras b), c), d), e), f), i) y k),
todas  del  inciso  segundo  del  artículo  45,  como  también  la  aprobación  de  los
instrumentos representativos de capital de las letras h), j) y k) del artículo 45, así como
los principales fundamentos del acuerdo adoptado en estas materias.

Las actas de la Comisión Clasificadora deberán ponerse a disposición del público que
las solicite, salvo que existieren razones para mantener reserva respecto a aspectos
confidenciales que afecten los negocios del emisor. En este caso las clasificadoras de
riesgo  podrán  requerir  que  se  omita  la  publicación  de  los  fundamentos  de  la
clasificación en el Diario Oficial, en cuanto diga relación con la información de carácter
reservado, y que se mantenga la confidencialidad de las actas y de los antecedentes
de clasificación, en lo que fuere pertinente. La Comisión podrá disponer igual medida
cada  vez  que  lo  estime  procedente.  Sin  embargo,  la  reserva  respecto  de  los
fundamentos de la clasificación no será aplicable al emisor o al clasificador, salvo que
la  Comisión  Clasificadora  así  lo  determine,  respecto  del  clasificador,  debiendo
proporcionárseles  información  cuando  la  requieran,  sobre  las  circunstancias  que
afectaron la evaluación de riesgo del instrumento.

Artículo  139.-  Las  Administradoras  no  podrán  adquirir  con  recursos  del  Fondo  de
Pensiones valores afectos a gravámenes, prohibiciones o embargos.

9. Agrégase en el artículo 139, a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto
y seguido, la siguiente oración: “No obstante lo anterior, la Superintendencia, mediante
norma de carácter general, podrá exceptuar de esta prohibición a aquellas acciones de
una sociedad nacional concesionaria de obras de infraestructura que se encuentren
prendadas en favor de tenedores de bonos u otros acreedores de la misma sociedad.”.

LEY N°19.728 MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL
QUE ESTABLECE UN SEGURO DE DESEMPLEO

Artículo 58A.- Los recursos del Fondo de Cesantía y del Fondo de Cesantía Solidario
se invertirán en los instrumentos financieros, operaciones y contratos que el artículo 45
del  decreto  ley  Nº  3.500,  de  1980,  autoriza  para  los  Fondos  de  Pensiones  y  en
contratos de promesas de suscripción y pago, de cuotas de fondos de inversión a que
hace referencia el inciso sexto del artículo 48 del citado decreto ley.

Artículo  6°.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  la  ley  N°  19.728,  que
Establece un Seguro de Desempleo:

1. Reemplázase el artículo 58 A por el siguiente:

“Artículo  58 A.-  Los  recursos del  Fondo  de Cesantía  Solidario  se  invertirán  en los
instrumentos financieros, operaciones y contratos que el artículo 45 del decreto ley N°
3.500, de 1980, autoriza para los Fondos de Pensiones y en contratos de promesas de
suscripción y pago de cuotas de fondos de inversión, a que se refiere el inciso sexto del
artículo 48 del citado decreto ley. Por su parte, los recursos del Fondo de Cesantía se
invertirán en los instrumentos financieros, operaciones y contratos establecidos en las
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letras a) a la m) y en la letra ñ) del primer artículo citado, así como en los contratos de
promesas antes señalados.”.

Artículo  58B.-  Las  inversiones  con  recursos  de  los  Fondos  de  Cesantía  deberán
sujetarse a los límites máximos que establezca el Banco Central de Chile, dentro de los
rangos que se indican en los números siguientes. Las facultades que por esta ley se
confieren al  Banco Central  de Chile,  serán ejercidas por éste,  previo informe de la
Superintendencia.

1) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos mencionados
en la letra a) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, no
podrá ser inferior al 50% ni superior al 80% del valor del Fondo de Cesantía y al 35% y
70% del Fondo de Cesantía Solidario, respectivamente.

2) El límite máximo para la suma de las inversiones en títulos extranjeros no podrá ser
inferior a un 30% ni superior a un 80% del valor del Fondo de Cesantía y del Fondo de
Cesantía Solidario, respectivamente.

Se entenderá por inversión en el extranjero aquella a la que alude el párrafo tercero del
número 2), del inciso decimoctavo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

3) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos que se señalan
en los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del inciso segundo del artículo 58C de la presente ley,
no podrá ser inferior al diez por ciento ni  superior  al  veinte por ciento del valor  del
Fondo de Cesantía Solidario. Tratándose del Fondo de Cesantía, el límite máximo para
la suma de las inversiones en los instrumentos antes señalados, no podrá superar el
5%  del  valor  del  Fondo.  La  Superintendencia  de  Pensiones  podrá  excluir  de  la
determinación de porcentajes máximos de inversión contemplada en este número a los
instrumentos, operaciones y contratos de cada tipo señalados en la letra k) del inciso
segundo  del  artículo  45  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980  y  podrá  incluir  otros
instrumentos,  operaciones  y  contratos  de  carácter  financiero  que  aquella  autorice,
aludidos en la letra j) del inciso segundo del citado artículo.

2. Modifícase el artículo 58 B de la siguiente forma:

a) Agrégase en su inciso primero el siguiente número 4):

“4) El límite máximo para la suma de las inversiones contempladas en la letra n) del
inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, más las inversiones en cuotas
de fondos de inversión de la letra h) cuando sus carteras se encuentren constituidas
preferentemente por las inversiones citadas en la letra n), no podrá ser superior al 5%
del valor  del Fondo de Cesantía Solidario.  El Régimen de Inversión establecerá los
casos en que se entenderá que la cartera de los fondos de inversión de la letra h) se
considerará constituida preferentemente por las inversiones citadas en la letra n), todas
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El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos señalados en las
letras g) y h) y los instrumentos de las letras j) y k) cuando sean representativos de
capital, señalados en el inciso segundo del artículo 45, más el monto de los aportes
comprometidos  mediante  los  contratos  a  que  se  refiere  el  artículo  48,  ambos del
decreto ley N° 3.500,  de 1980,  será de un 5% y 30% del  valor  de los Fondos de
Cesantía y Cesantía Solidario,  respectivamente. Se excluirá para el cálculo de este
límite la inversión en títulos representativos de índices de los instrumentos de la letra j),
las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos de las letras h) y j), del mencionado
artículo  45,  cuando  sus  carteras  de  inversiones  se  encuentren  constituidas
preferentemente por títulos de deuda.

Los Fondos de Cesantía podrán adquirir títulos de las letras b), c), d), e), f), i), y títulos
de deuda de la letra j), señalados en el inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N°
3.500, de 1980, cuando cuenten con al menos dos clasificaciones de riesgo iguales o
superiores a BBB y nivel N-3, a que se refiere el artículo 105 del citado cuerpo legal,
elaboradas por diferentes clasificadoras privadas; y acciones de la letra g) que cumplan
con los requisitos a que se refiere el inciso siguiente. Asimismo, podrán adquirir cuotas
de  fondos  de  inversión  y  de  fondos  mutuos  señalados  en  la  letra  h),  y  títulos
representativos  de  capital  de  la  letra  j),  que  estén  aprobadas  por  la  Comisión
Clasificadora de Riesgo a que se refiere el artículo 99 del mencionado decreto ley. De
igual  forma  podrán  adquirir  instrumentos  de  la  letra  k),  autorizados  por  la
Superintendencia  de  Pensiones  y  cuando  ésta  lo  requiera,  por  la  Comisión
Clasificadora de Riesgo.

Las acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45 del decreto
ley N° 3.500, de 1980 podrán ser adquiridas por los Fondos de Cesantía cuando el
emisor cumpla con los requisitos mínimos que serán determinados en el Régimen de
Inversión  de  los  Fondos  de  Cesantía.  Aquellas  acciones  que  no  cumplan  con  los
requisitos anteriores podrán ser adquiridas por los Fondos de Cesantía cuando éstas
sean clasificadas en primera clase por al menos dos entidades clasificadoras de riesgo
a las que se refiere la ley N° 18.045.

Los Fondos de Cesantía podrán adquirir los títulos de las letras b), c), d), e), f), g), h), i),
y j) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que cumplan
con lo establecido en el Régimen de Inversión, aunque no cumplan con los requisitos
establecidos en los incisos tercero y cuarto, precedentes, siempre que la inversión se
ajuste a los límites especiales que fije el citado Régimen para estos efectos.

del inciso segundo del artículo 45 del referido decreto ley.”.

b)  Elimínase  en  el  inciso  segundo  la  frase:  “,  más  el  monto  de  los  aportes
comprometidos mediante los contratos a que se refiere el artículo 48, ambos”.

c) Modifícase su inciso tercero de la siguiente forma:

i. Intercálase entre la expresión “i),” y las palabras “y títulos” la siguiente expresión: “ñ)”.

ii.  Reemplázase la expresión “de la letra k)” por la siguiente frase: “, operaciones y
contratos de la letra k) y aquéllos a que se refiere la última oración de la letra j)”.

d) Reemplázase en su inciso quinto la expresión “y j)” por “, j) y ñ)”.
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Artículo 58C.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el Régimen de
Inversión de los Fondos de Cesantía podrá establecer otros límites máximos en función
del valor de los Fondos de Cesantía, para los instrumentos, operaciones y contratos del
inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980. Asimismo, el Régimen
deberá  establecer  límites  máximos  para  la  inversión  en  moneda  extranjera  sin
cobertura cambiaria  que podrá mantener  la  Administradora de Fondos de Cesantía
respecto  de  cada  Fondo,  así  como la  definición  de  cobertura  cambiaria,  debiendo
contar con informe previo favorable del Banco Central de Chile.

Entre  otros,  corresponderá  al  Régimen  de  Inversión  establecer  límites  máximos
respecto de los instrumentos u operaciones que se señalan en los números 1) al 9)
siguientes:

1) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas
cuando  se  trate  de  instrumentos  de deuda,  del  inciso  segundo del  artículo  45 del
decreto ley N° 3.500, de 1980, clasificados en categoría BB, B y nivel N-4 de riesgo,
según corresponda, a que se refiere el artículo 105 de dicho decreto ley, que cuenten
con sólo una clasificación de riesgo efectuada por una clasificadora privada, la cual en
todo caso deberá ser igual o superior a las categorías antes señaladas, o que cuyas
clasificaciones hayan sido rechazadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;

2) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas
cuando  se  trate  de  instrumentos  de deuda, del  inciso  segundo del  artículo  45 del
decreto ley N° 3.500, de 1980, que tengan clasificación inferiores a B y nivel N-4, según
corresponda y aquellos que no cuenten con clasificación de riesgo;

3) Acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley
N° 3.500, de 1980, que no cumplan con los requisitos establecidos en el inciso cuarto
del artículo 58B y cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se
refiere la letra h) del citado artículo 45, no aprobadas por la Comisión Clasificadora de
Riesgo;

4) Acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley
N° 3.500, de 1980, que sean de baja liquidez; más cuotas de fondos de inversión a que
se refiere la letra h) del citado artículo,  más el monto de los aportes comprometidos
mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48 del decreto ley N°
3.500, de 1980, cuando estos instrumentos sean de baja liquidez;

3. Modifícase el inciso segundo del artículo 58C de la siguiente forma:

a) Intercálase en su número 1), entre las expresiones “instrumentos de deuda” y “, del
inciso segundo”, la siguiente expresión: “y ñ)”.

b) Intercálase en su número 2), entre las expresiones “instrumentos de deuda,” y “del
inciso segundo”, la expresión “y ñ),”.

c) Elimínase en su número 4) la frase: “más el monto de los aportes comprometidos
mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48 del decreto ley N°
3.500, de 1980,”.
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5) Aportes comprometidos mediante los contratos de promesa y suscripción de pago de
cuotas de fondos de inversión;

6) Acciones, cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere
la letra j)  del  inciso segundo del  artículo 45 del  decreto ley N° 3.500,  de 1980,  no
aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;

7) Cada tipo de instrumento de oferta pública, a que se refiere la letra k) del inciso
segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980;

8)  Operaciones  con  instrumentos  derivados  a  que  se  refiere  la  letra  l)  del  inciso
segundo  del  artículo  45  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  observando  las
disposiciones que sobre esta materia contempla dicho cuerpo legal;

9)  Operaciones  o  contratos  que  tengan  como  objeto  el  préstamo  o  mutuo  de
instrumentos financieros, pertenecientes a los Fondos de Cesantía, a que se refieren
las letras j) y m) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

LEY N°18.840 DEL MINISTERIO DE HACIENDA
ORGANICA CONSTITUCIONAL DEL BANCO CENTRAL DE CHILE

Artículo  35.-  En  materia  de  regulación  del  sistema  financiero  y  del  mercado  de
capitales, son atribuciones del Banco;

1.-  Dictar  las  normas  y  condiciones  a  que  se  sujetarán  las  empresas  bancarias,
sociedades financieras y cooperativas de ahorro y crédito en la captación de fondos del
público, ya sea como depósito, mutuo, participación, cesión o transferencia de efectos
de comercio o en cualquiera otra forma;

2.- Autorizar a las empresas bancarias para pagar intereses en las cuentas corrientes
bancarias, en las condiciones que señale el Consejo;

3.-  Autorizar  a  las  empresas  bancarias  para  otorgar  créditos  en  relación  con  las
cuentas corrientes bancarias y para consentir sobregiros en las mismas;

Artículo 7°.- Modifícase la ley Nº 18.840, orgánica constitucional del Banco Central de
Chile, del siguiente modo:

1. Reemplázase el numeral 8 del artículo 35 por el siguiente:
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4.- Fijar los intereses máximos que puedan pagar las empresas bancarias, sociedades
financieras y cooperativas de ahorro y crédito sobre depósitos a la vista;

5.-  Dictar  las  normas  y  limitaciones  a  que  se  sujetarán  las  empresas  bancarias  y
sociedades financieras en materia de avales y fianzas, ambos en moneda extranjera;

6.- Dictar las normas y limitaciones referentes a las relaciones que deben existir entre
las operaciones activas y pasivas de las empresas bancarias, sociedades financieras y
cooperativas de ahorro y crédito;

7.- Dictar las normas a que deberán sujetarse las empresas cuyo giro consista en la
emisión u operación de tarjetas de crédito o de cualquier otro sistema similar y que se
encuentren  bajo  la  fiscalización  de  la  Superintendencia  de  Bancos  e  Instituciones
Financieras;

8.-  Autorizar  la  creación  y  reglamentar  el  funcionamiento  de  las  cámaras
compensadoras de cheques y de otros valores a que concurran empresas bancarias y
sociedades financieras, y

“8.- Autorizar la creación y reglamentar el funcionamiento de los sistemas de pagos
establecidos en Chile, en que participen las empresas bancarias u otras instituciones
financieras fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras,
para la aceptación, compensación y liquidación de órdenes de pago correspondientes a
obligaciones  de  dinero,  ya  sea  en  moneda  nacional  o  extranjera.  Estos  sistemas
podrán  ser  creados  y  administrados  por  las  entidades  participantes,  o  bien,  por
sociedades de apoyo al giro o sociedades anónimas especiales que estarán igualmente
sujetas a la regulación del Banco y la fiscalización de la Superintendencia mencionada.
Lo  indicado  es  sin  perjuicio  de  los  sistemas  de  pagos  creados,  regulados  y
administrados  por  el  Banco  en  relación  a  las  cuentas  corrientes  que  se  encuentra
facultado para abrir.

Asimismo, el Banco podrá reconocer sistemas de pagos establecidos en el extranjero,
a fin de permitir la participación en éstos de empresas bancarias u otras instituciones
financieras fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

El  Banco  podrá  revocar  la  autorización  o  el  reconocimiento  precitado,  pero  esta
revocación sólo producirá efectos a partir del término del día hábil bancario siguiente en
que sea notificada al operador del respectivo sistema de pagos mediante la recepción
de un aviso por escrito o comunicación electrónica.

Asimismo, podrá requerir al operador de un sistema de pagos regulado o reconocido
conforme a este numeral, que suspenda o cancele la participación en dicho sistema de
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9.- Autorizar los sistemas de reajuste que utilicen en sus operaciones de crédito de
dinero  en  moneda  nacional  las  empresas  bancarias,  sociedades  financieras  y
cooperativas  de  ahorro  y  crédito.  La  estipulación  de  un  sistema  de  reajuste  no
autorizado se tendrá por no escrita.

Las modificaciones a un sistema de reajuste autorizado por el Banco o la supresión del
mismo,  no afectarán a las operaciones de crédito de dinero  en que sea parte una
empresa bancaria, sociedad financiera o cooperativa de ahorro y crédito, las cuales
continuarán  rigiéndose  por  el  sistema  de  reajuste  estipulado,  en  las  mismas
condiciones que estaban vigentes con anterioridad a su modificación o supresión.

Sin perjuicio de lo anterior, las partes podrán, en este caso, convenir en la sustitución
del sistema de reajuste que regía la operación por otro que se encuentre autorizado por

cualquiera de las entidades antes señaladas. En tal caso, el operador deberá hacer
efectiva  la  suspensión o cancelación,  absteniéndose de cursar  nuevas operaciones
instruidas por el participante respectivo, a partir del término del día hábil siguiente en
que  el  operador  reciba  un  aviso  por  escrito  o  comunicación  electrónica  del  Banco
notificando la suspensión o cancelación.

Las operaciones efectuadas de conformidad a las normas de un sistema de pagos
regulado o reconocido, según corresponda, en virtud de este numeral, incluyendo los
creados y administrados por el Banco, serán firmes, esto es, definitivas, irrevocables,
vinculantes  para  los  participantes  y  oponibles  a  terceros.  Dichas  operaciones
comprenden, pero no están limitadas a, todo pago, transferencia, cargo o abono de
fondos en cuenta, instruidos por un participante, incluido el operador del sistema de
pagos,  relacionados  con  la  compensación  y/o  liquidación  de  órdenes  de  pago,  la
constitución de garantías, y la celebración de acuerdos de distribución o asunción de
pérdidas.

Cualquier  declaración de nulidad,  inoponibilidad,  ineficacia,  impugnación,  resolución,
revocación,  suspensión,  medida  prejudicial  o  precautoria,  prohibición  o  embargo,
acción reivindicatoria u otra limitación al dominio, o cualquier otro acto o decisión, sea
judicial, administrativa o de otra naturaleza, incluso en caso de insolvencia, liquidación
forzosa o por cualquier otra causa, que recaiga en, o tenga por objeto limitar o restringir
las operaciones antes señaladas, no afectará en modo alguno la firmeza de éstas.

Las obligaciones a que dieren origen las operaciones que las entidades aludidas en
este numeral efectúen a través de un sistema de pagos establecido en el exterior, no
se considerarán como obligaciones a la vista para efectos de lo dispuesto en el artículo
65 y el Título XV, ambos de la Ley General de Bancos.”.
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el Banco.

Para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo de este número, el Banco deberá
continuar  calculando,  determinando  y  publicando  el  índice  respectivo  conforme  al
mismo procedimiento vigente al tiempo de su modificación o supresión.

La obligación a que se refiere el inciso anterior deberá cumplirse por un plazo de 10
años contado desde la derogación o modificación. Transcurrido ese plazo, el Banco se
limitará a proporcionar, a petición del interesado, el índice respectivo, salvo que estime,
a su juicio exclusivo, que subsiste un número de operaciones que requiera continuar
con la publicación del correspondiente índice.
Los acuerdos que adopte el Banco en virtud de este artículo requerirán informe previo
de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, evacuado en el plazo
que señale el Consejo, el cual no podrá ser inferior a tres días hábiles bancarios. En el
evento de que la referida Superintendencia no evacuare el informe dentro del plazo
determinado por el Consejo, éste podrá adoptar, sin más trámite, el correspondiente
acuerdo.

Artículo 38.- En materia internacional, el Banco tendrá las siguientes atribuciones:

1.- Participar, en representación del Gobierno de Chile o por sí, según corresponda, en
organismos financieros extranjeros o internacionales y operar con ellos. Para actuar en
representación  del  Gobierno  de  Chile  se  requerirá  del  correspondiente  decreto
supremo expedido a través del Ministerio respectivo, el que deberá llevar, además, la
firma del Ministro de Hacienda;

2.- Aplicar las disposiciones de los convenios en que sea parte el Banco, así como las
contenidas  en  tratados  o  convenciones  celebrados  por  el  Gobierno  de  Chile,  que
correspondan  a  las  finalidades  del  Banco,  requiriéndose,  en  este  último  caso,  del
correspondiente  decreto  supremo,  expedido  a  través  del  Ministerio  respectivo,  el  que
deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda. Si en conformidad con estos
últimos tratados o convenciones, fuese necesario pagar un saldo deudor, el Fisco o el
órgano  que  corresponda  pondrá,  previamente,  a  disposición  del  Banco  los  fondos
respectivos;
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3.-  Contratar  en  el  exterior  toda  clase  de  créditos,  mediante  lineas  de  crédito,
préstamos o cualquier otro título;

4.- Emitir, títulos que deberán contener las condiciones de la respectiva emisión, como,
asimismo, colocarlos en el extranjero;

5.- Conceder créditos a Estados extranjeros, bancos centrales o entidades bancarias o
financieras  extranjeras  o  internacionales,  cuando  dichos  créditos  tengan  por  objeto
facilitar el cumplimiento de los objetivos del Banco;

6.- Recibir depósitos o abrir cuentas corrientes en moneda nacional o extranjera, de
bancos centrales o entidades bancarias o financieras extranjeras o internacionales y de
Estados extranjeros, y

7.- Mantener, administrar y disponer de sus reservas internacionales, en el país o en el
exterior.  Dichas reservas podrán estar  constituidas  por  monedas extranjeras,  oro  o
títulos de crédito, valores o efectos de comercio, emitidos o garantizados por Estados
extranjeros,  bancos  centrales  o  entidades  bancarias  o  financieras  extranjeras  o
internacionales.  El  Banco  estará  facultado  para  gravar  las  reservas  aludidas  en
garantía de sus obligaciones.

2.  En el  numeral  6  del  artículo  38 reemplázase  la  expresión  “,  y”  por  un punto,  y
agrégase la siguiente oración: “Los fondos mantenidos en estas cuentas por entidades
que  actúen  como  operadores  o  participantes  de  sistemas  de  pagos  acogidos  al
numeral  8  del  artículo  35  de  esta  ley  no  serán  susceptibles  de  embargo,  medida
prejudicial,  precautoria u otras limitaciones al dominio,  en virtud de procedimiento o
causa alguna, y”.

LEY N°20.345 DEL MINISTERIO DE HACIENDA
SOBRE SISTEMAS DE COMPENSACIÓN Y LIQUIDACIÓN DE INSTRUMENTOS

FINANCIEROS

Artículo 2º.- La presente ley se aplicará a los sistemas de compensación y liquidación
de instrumentos financieros, a las sociedades administradoras y sus participantes, a las
garantías otorgadas por estos últimos y a las órdenes de compensación comunicadas
de conformidad con las normas de funcionamiento de dichos sistemas. No se aplicará
esta ley a las cámaras compensadoras autorizadas por el Banco Central de Chile de
conformidad con el número 8 del artículo 35 de su ley orgánica, cuyo funcionamiento se
regirá por la reglamentación que éste imparta.

Artículo 8°.-  Reemplázase,  en el  inciso primero del artículo 2° de la ley Nº 20.345,
sobre  Sistemas  de  Compensación  y  Liquidación  de  Instrumentos  Financieros,  la
oración:

“No  se  aplicará  esta  ley  a  las  cámaras  compensadoras  autorizadas  por  el  Banco
Central de Chile de conformidad con el número 8 del artículo 35 de su ley orgánica,
cuyo funcionamiento se regirá por la reglamentación que éste imparta.” por la siguiente:
“Sin perjuicio  de lo  dispuesto en el  artículo siguiente,  no se aplicará esta ley a los
sistemas de pagos autorizados o creados por el Banco Central de Chile de conformidad
con el numeral 8 del artículo 35 de su ley orgánica constitucional, cuyo funcionamiento
se regirá por la reglamentación que éste imparta. Tampoco se aplicará a los sistemas
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Corresponderá  a  la  Superintendencia  de  Valores  y  Seguros,  en  adelante  la
Superintendencia,  velar  por  el  cumplimiento  de  esta  ley  y  de  las  normas  que  la
complementen,  y  fiscalizar  a  las  sociedades  administradoras,  de  acuerdo  a  las
facultades que se le confieren en la presente ley y en el decreto ley Nº 3.538, de 1980.

Para efectos de esta ley, los días sábado no serán considerados hábiles.

de pago establecidos en el extranjero que aquél reconozca de acuerdo a esa misma
disposición.”.

LEY N°18.876 DEL MINISTERIO DE HACIENDA
QUE ESTABLECE EL MARCO LEGAL PARA LA CONSTITUCION Y OPERACION

DE ENTIDADES PRIVADAS DE DEPOSITO Y CUSTODIA DE VALORES

Artículo  14°.-  El  depositante  puede  constituir  prendas  y  derechos  reales  sobre  los
valores  que  tenga depositados,  en  los  mismos casos  en que  podría  hacerlo  si  no
estuvieren en depósito.

Para este efecto, a solicitud del depositante la empresa de depósito le entregará un
certificado de los que se refiere el artículo anterior, que acredite la cantidad de valores
que tiene depositados.  A solicitud del depositante el certificado puede restringirse a
sólo parte de los valores que tenga entregados en depósito.

Si el depositante declarare que el depósito lo efectuó a su propio nombre, pero por
cuenta de un tercero, la empresa de depósito emitirá los certificados de que tratan el
artículo 13 y el  presente artículo a nombre de quien le indique el  depositante, bajo
exclusiva responsabilidad de éste.

Para los efectos de las formalidades necesarias para la constitución de la prenda u otro
derecho real, el certificado reemplazará al título representativo del valor de que se trate.

Cualquiera  que  sea  la  clase  de  prenda  o  de  derecho  real,  no  será  oponible  a  la
empresa de depósito ni a terceros, mientras no haya sido notificada a esa empresa por
un notario, sin perjuicio de las demás formalidades que procedan de acuerdo a la ley.

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  en  el  caso  de  prendas  u  otros
derechos reales sobre valores en depósito, que se constituyan por un depositante de la
empresa  o  su  mandante,  a  favor  de  otro  depositante  o  mandante,  se  entenderá
notificada la empresa tanto de su constitución como de su alzamiento o cancelación,

Artículo  9°.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  la  ley  N°  18.876,  que
Establece el  marco legal  para la  constitución y operación de entidades privadas de
depósito y custodia de valores:

1. Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:

“Artículo  14.-  Se  podrán  constituir  prendas  y  derechos  reales  sobre  los  valores
depositados en los mismos casos en que el depositante o su mandante podría hacerlo
si no estuvieren en depósito.

Para este efecto, a solicitud del depositante la empresa de depósito le entregará un
certificado de los que se refiere el artículo anterior, que acredite la cantidad de valores
que tiene depositados. A solicitud del depositante el certificado podrá restringirse a sólo
parte de los valores que tenga entregados en depósito.

Si el depositante declarare que el depósito lo efectuó a su propio nombre, pero por
cuenta de un tercero, la empresa de depósito emitirá los certificados de que tratan el
artículo 13 y el  presente artículo a nombre de quien le indique el  depositante, bajo
exclusiva responsabilidad de éste.

Las  prendas  o  derechos  reales  sobre  los  valores  depositados  podrán  constituirse,
según corresponda, de acuerdo a las siguientes modalidades alternativas:

a) Prendas o derechos reales sobre valores depositados, constituidos conforme a otras
leyes:  se  podrán  constituir  prendas  u  otros  derechos  reales  sobre  los  valores
depositados en la empresa de conformidad a lo dispuesto en otras leyes, en cuyo caso
el certificado reemplazará al título representativo del valor de que se trate, para efectos
del cumplimiento de las formalidades legales respectivas.

Cualquiera sea la clase de prenda o derecho real, no será oponible a la empresa de
depósito ni a terceros, mientras no haya sido notificada a esa empresa por un notario,
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con las comunicaciones electrónicas simultáneas entre las partes y aquélla.

Para  constituir,  alzar  o  modificar  prendas  o  derechos  reales  en  un  sistema  de
compensación y liquidación de instrumentos financieros, la sociedad administradora del
sistema enviará  una solicitud  a la  empresa por  cuenta  de los  participantes  a  cuyo
nombre se encuentren depositados los valores de que se trate. Con el solo mérito de
tal  solicitud,  la  empresa efectuará una anotación en cuenta que,  de conformidad al
reglamento interno, refleje la constitución,  modificación o alzamiento de la prenda o
derecho real sobre los valores respectivos, y a partir de ese momento se entenderán
constituidos  tales  derechos  para  todos  los  efectos  legales.  Las  garantías  así
constituidas se regirán por el Título XXII de la ley Nº 18.045, aun cuando se trate de
prendas sin desplazamiento.

Las anotaciones que la empresa realice de conformidad a lo  señalado en el  inciso
anterior podrán ser realizadas por cuenta del depositante, o bien, de sus mandantes,
en las cuentas identificadas a nombre de éstos, según lo indique el depositante. Para
efectos de constituir, modificar o alzar válidamente prendas u otros derechos reales por
cuenta de estos últimos, el depositante deberá contar con una autorización general o
especial dada por sus mandantes para proceder en tal sentido.

La empresa, a solicitud de cualquier interesado, deberá certificar la constitución de los
derechos  referidos  en  este  artículo,  especificando  los  valores  sobre  los  cuales
recayeren,  la  fecha  en  que  hubieren  sido  constituidos,  el  titular  de  los  valores
respectivos, así como el derecho de que se tratare.

sin  perjuicio  de  las  demás  formalidades  que  procedan  de  acuerdo  a  la  ley.  Sin
embargo, en el caso de prendas u otros derechos reales sobre valores en depósito,
que se constituyan por un depositante de la empresa o su mandante, a favor de otro
depositante o mandante, se entenderá notificada la empresa tanto de su constitución
como  de  su  modificación  y/o  alzamiento,  con  las  comunicaciones  electrónicas
simultáneas entre las partes y aquélla, enviadas a través de los sistemas de mensajería
que la empresa de depósito habilite al efecto. Asimismo, si correspondiere notificar de
la constitución de la prenda a la sociedad emisora de los valores respectivos, dicha
notificación  se  entenderá  efectuada  para  todos  los  fines  legales  mediante  la
comunicación electrónica que al efecto le envíe la empresa de depósito. Del mismo
modo,  la  notificación  a  que  se  refiere  el  artículo  16  podrá  practicarse  en  forma
electrónica conforme a lo establecido en esta letra.

b) Prenda especial sobre valores en depósito registrados en sistema de anotaciones en
cuenta: sin perjuicio de lo indicado en la letra a), tratándose de los valores en depósito
registrados en un sistema de anotaciones en cuenta conforme al artículo 11, podrá
constituirse prenda sobre ellos  a favor  de otros depositantes  o sus  mandantes,  de
acuerdo a las reglas siguientes.

Esta prenda especial se constituirá, modificará y alzará al amparo de un contrato marco
celebrado al  efecto  por  la  empresa de depósito  y  los  depositantes,  al  cual  podrán
adherir  también sus respectivos mandantes,  siempre que se trate  de inversionistas
calificados a los que se refiere la letra f) del artículo 4° bis de la ley N° 18.045, para
autorizar expresamente la constitución, modificación, alzamiento y realización, en su
caso,  de  esta  prenda  por  cuenta  y/o  en  favor  suyo.  Los  términos  y  condiciones
generales de este contrato marco serán determinados en el reglamento interno, y su
suscripción se podrá realizar mediante firma manuscrita o electrónica.

Una vez suscrito el  contrato marco, la constitución,  modificación y alzamiento de la
prenda se efectuará a través de comunicaciones electrónicas simultáneas entre los
depositantes  respectivos,  actuando  por  cuenta  propia  o  de  sus  mandantes,  y  la
empresa  de  depósito  de  valores,  empleando  los  sistemas  de  mensajería  que  la
empresa de depósito habilite al efecto.

En dichas comunicaciones  se deberá señalar:  (i)  la  individualización  de las  partes,
indicando  si  la  prenda  se  constituye  por  cuenta  propia  de  un  depositante  o  su
mandante,  y  si  es  a  favor  de  otro  depositante  o  su  mandante;  (ii)  los  valores  en
depósito  que se constituyen  en prenda;  (iii)  la  o  las  obligaciones  caucionadas,  las
cuales podrán ser propias o de terceros, pudiendo además dejar expresa constancia



90

que la prenda se constituye en garantía de todas las obligaciones que el deudor de que
se trate, tenga o pueda tener a favor del acreedor prendario.

Con el solo mérito de tales comunicaciones, la empresa efectuará una anotación en
cuenta que, de conformidad al reglamento interno, refleje la constitución de esta prenda
especial  sobre  los  valores  respectivos,  y  a  partir  de  ese  momento  se  entenderá
constituida  para  todos  los  efectos  legales.  Asimismo,  si  correspondiere  notificar  la
constitución  de  la  prenda  a  la  sociedad  emisora  de  los  valores  respectivos,  dicha
notificación  se  entenderá  efectuada  para  todos  los  fines  legales  mediante  la
comunicación electrónica que al efecto le envíe la empresa de depósito.

Esta prenda especial sólo podrá ser modificada o alzada por la parte acreedora, esto
es, el depositante respectivo actuando por cuenta propia o de su mandante, de acuerdo
al procedimiento señalado; o bien, en virtud de una resolución judicial ejecutoriada.

Cumplidos los requisitos que se señalan en esta letra para la constitución de la prenda
especial  sobre  valores  depositados,  el  acreedor  prendario  gozará  de los  privilegios
establecidos en el artículo 814 del Código de Comercio, sin necesidad de observar las
formalidades prescritas en el artículo 815 del mismo Código.

c)  Prendas  o  derechos  reales  en  sistemas  de  compensación  y  liquidación  de
instrumentos financieros: para constituir, alzar o modificar prendas o derechos reales
en un sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros, la sociedad
administradora  del  sistema  enviará  una  solicitud  a  la  empresa  por  cuenta  de  los
participantes a cuyo nombre se encuentren depositados los valores de que se trate.
Con el solo mérito de tal solicitud, la empresa efectuará una anotación en cuenta que,
de conformidad al reglamento interno, refleje la constitución, modificación o alzamiento
de la prenda o derecho real sobre los valores respectivos, y a partir de ese momento se
entenderán constituidos tales derechos para todos los efectos legales. Las garantías
así constituidas se regirán por el Título XXII de la ley Nº 18.045, aun cuando se trate de
prendas sin desplazamiento.

Las anotaciones que la empresa realice de conformidad a lo señalado en este artículo
podrán ser realizadas por cuenta del depositante, o bien, de sus mandantes, en las
cuentas identificadas a nombre de éstos, según lo indique el depositante. Para efectos
de constituir, modificar o alzar válidamente prendas u otros derechos reales por cuenta
de estos últimos, el depositante deberá, en todos los casos señalados, contar con una
autorización general o especial dada por sus mandantes para proceder en tal sentido.
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La empresa, a solicitud de cualquier interesado, deberá certificar la constitución de las
prendas o derechos reales referidos en este artículo, especificando los valores sobre
los cuales recayeren, la fecha en que hubieren sido constituidos, el titular de los valores
respectivos, así como el derecho de que se tratare.

El  certificado  que  la  empresa  emita  de  acuerdo  al  inciso  anterior  constituirá  plena
prueba, tanto entre las partes como frente a terceros, respecto de la existencia de la
garantía o derecho real  respectivo,  la  fecha de su constitución,  los valores en que
recaen y las obligaciones caucionadas.”.

2. Intercálase el siguiente artículo 14 ter:

“Artículo  14  ter.-  A  partir  del  momento  en  que  se  constituya  la  prenda  especial
establecida en la letra b) del artículo 14, los valores comprendidos en ella sólo podrán
ser  embargados  en  juicios  entablados  por  los  acreedores  garantizados,  en  cuanto
ejerzan acciones protegidas por la garantía.

En  caso  de  insolvencia  del  deudor  prendario,  los  valores  prendados  quedarán
excluidos  de  los  bienes  objeto  de  cualquier  procedimiento  concursal  incoado  a  su
respecto y los acreedores caucionados por esa garantía serán pagados sin aguardar
los resultados de dichos procedimientos.

Una  vez hecha  exigible  cualquiera  de las  obligaciones  garantizadas  con  la  prenda
especial  señalada,  el  acreedor  prendario  podrá  poner  los  bienes  prendados  a
disposición de una bolsa de valores, para que se proceda a su realización en subasta
pública, aplicándose supletoriamente y en todo lo que no sea incompatible, lo dispuesto
en el Título XXII de la ley Nº 18.045.

Los certificados emitidos por la empresa de depósito en que consten estas prendas
especiales,  servirán  de  título  suficiente  para  efectuar  la  realización  de  los  valores
prendados que representen,  conforme al  artículo 14 bis.  En caso de resultar  algún
remanente, éste será puesto a disposición de quien corresponda.

Una vez concluido el proceso de realización de una garantía en virtud de este artículo,
quien estimare haber sufrido perjuicios podrá demandar en juicio sumario.”.

Artículo 23.- Las empresas podrán llevar por sí o a través de una filial, los registros de

3. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente:

“Artículo 23.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo primero, las empresas podrán
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accionistas, de aportantes, de CDV, de valores extranjeros u otros similares, a solicitud
del emisor, del depositario de valores extranjeros o de quien corresponda, en la forma y
condiciones que determine el reglamento interno de la empresa o de la filial.

Para  los  efectos  de  este  artículo,  las  empresas  podrán  constituir  una  filial  como
sociedad anónima especial, que se regirá por las siguientes reglas específicas:

a) Se constituirá conforme al artículo 126 de la ley Nº 18.046;

b) Su objeto será exclusivo, para llevar los citados registros;

c) El nombre deberá contener una referencia a su objeto, pudiendo tener un nombre de
fantasía al efecto;

d) Se regirá por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas en lo que no
fuere contrario a la presente ley, y

e) Quedará sujeta a lo establecido en el inciso final del artículo 1º de esta ley.

La empresa o la filial en su caso, podrá emitir certificados para acreditar la existencia
de  los  valores,  según  conste  de  los  registros  que  lleve,  los  que  tendrán  mérito
ejecutivo.

constituir o participar en la propiedad de filiales que se constituyan conforme al artículo
126 de la ley Nº 18.046 y cuyo giro principal  sea realizar  actividades relacionadas,
complementarias o afines al giro exclusivo de la empresa. Para efectos de fiscalizar a
la empresa, la Superintendencia de Valores y Seguros podrá requerir a esas filiales
toda la información, registros y demás documentación necesaria para tales fines.”.

DECRETO CON FUERZA DE LEY N°251 DEL MINISTERIO DE HACIENDA
SOBRE COMPAÑIAS DE SEGUROS, SOCIEDADES ANONIMAS Y BOLSAS DE

COMERCIO

Artículo 9° bis.- Las personas naturales o jurídicas que, personalmente o en conjunto,
sean, conforme al artículo 97 de la ley N° 18.045, controladoras de una compañía de
seguros  del  segundo  grupo  o  que  posean  individualmente  más  del  10%  de  sus
acciones,  deberán enviar  a la  Superintendencia  información fidedigna acerca de su
situación  financiera.  La  Superintendencia,  mediante  norma  de  carácter  general,
determinará la periodicidad y contenido de esta información, que no podrá exceder de
la que exige a las sociedades anónimas abiertas.

Cuando  el  patrimonio  neto  consolidado  de  los  controladores,  individualmente  o  en

Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley
N° 251, de 1931, sobre Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de
Comercio:

1.  Intercálase  en  el  inciso  segundo  del  artículo  9°  bis,  entre  las  expresiones  “en
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conjunto, se reduzca a un monto inferior al patrimonio de riesgo definido en la letra f)
del artículo 1º y no sea subsanado en el plazo que la Superintendencia determine para
estos efectos, ésta podrá instruir a las compañías, por resolución fundada, para que se
abstengan de realizar las transacciones y operaciones que específicamente determine,
con sus personas relacionadas o a través de ellas, hasta por un plazo de seis meses,
renovable por igual período.

Asimismo,  en  este  caso,  la  Superintendencia  podrá  suspender  la  administración  o
todas o algunas de las operaciones de la compañía, en los términos que señalan los
números 3º  y  4º  del  artículo 44,  renovables  por igual  período,  designando para tal
efecto un administrador de acuerdo a la letra d) del artículo 3º.

conjunto,” y “se reduzca”, la siguiente frase: “en la proporción que les corresponda,”.

Artículo  21.  Las  reservas  técnicas  y  el  patrimonio  de  riesgo  de  las  entidades
aseguradoras  y  reaseguradoras,  sin  perjuicio  de  los  depósitos  que  mantengan  en
cuenta  corriente,  deberán  estar  respaldados  por  inversiones  efectuadas  en  los
siguientes instrumentos y activos:

1. Inversiones de Renta Fija:

a) Títulos emitidos o garantizados hasta su total extinción por el Estado o emitidos por
el Banco Central de Chile;

b) Depósitos a plazo, letras de crédito hipotecarias, bonos y otros títulos de deuda o
crédito, emitidos por bancos e instituciones financieras;

c) Bonos, pagarés y otros títulos de deuda o crédito, emitidos por empresas públicas o
privadas;

d) Participación en convenios de créditos en los que concurran al menos un banco o
institución  financiera  no  relacionado  con  la  compañía,  conforme  a  las  normas  de
carácter  general  que dicte la  Superintendencia,  debiendo contemplarse en éstas el
riesgo de crédito del deudor, y

e) Mutuos hipotecarios endosables, de los señalados en el Título V de esta ley, y

f) Contratos de mutuo o préstamo de dinero otorgados a personas naturales o jurídicas,
ya sea por  la  misma compañía,  por  otras  compañías o  por  bancos o  instituciones
financieras, que consten en instrumentos que tengan mérito ejecutivo. Los créditos de
que  trata  esta  letra  no  podrán  concederse  directa  o  indirectamente  a  personas

2. Modifícase el artículo 21 de la siguiente forma:
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relacionadas de la compañía, según este término se define en el artículo 100 de la ley
Nº 18.045.

Para  los  instrumentos  señalados  en  esta  letra,  la  Superintendencia  establecerá,
mediante  una  norma  de  carácter  general,  la  forma  en  la  que  las  compañías  que
otorguen los créditos de que trata dicha letra deberán constituir provisiones y la manera
de  castigar  aquellos  créditos  incobrables  y  les  será  aplicable  lo  establecido  en  el
artículo 31, número 4, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el decreto ley
N°  824,  de  1974.  De  igual  forma,  la  Superintendencia  podrá  establecer,  mediante
normas de carácter general,  límites, plazos y requisitos que las compañías deberán
cumplir al otorgar estos créditos.

2. Inversiones de Renta Variable:

a) Acciones de sociedades anónimas abiertas y acciones de empresas concesionarias
de obras de infraestructura de uso público;

b)  Cuotas  de  fondos  mutuos  cuyos  activos  se  encuentren  invertidos  en  valores  o
activos nacionales;

c) Cuotas de fondos de inversión, cuyos activos se encuentren invertidos en valores o
activos nacionales.

3. Inversiones en el exterior:

a)  Títulos  de deuda o  crédito,  emitidos  o  garantizados  hasta su total  extinción  por
Estados o Bancos Centrales extranjeros;

b)  Depósitos,  bonos,  pagarés  y  otros  títulos  de  deuda  o  crédito,  emitidos  por
instituciones financieras, empresas o corporaciones extranjeras o internacionales;

c) Acciones de sociedades o corporaciones constituidas fuera del país;

d) Cuotas de fondos mutuos o de inversión constituidos fuera del país;

e) Cuotas de fondos mutuos o de inversión constituidos en el país, cuyos activos estén
invertidos en valores extranjeros, y

f) Bienes raíces no habitacionales situados en el exterior.

a) Reemplázase en la letra a) del numeral 2 el punto y coma por un punto, y agrégase
la  siguiente  oración  final:  “No  se  aceptarán  como  representativas  las  acciones  de
empresas  concesionarias  de  obras  de  infraestructura  de  uso  público,  emitidas  por
personas relacionadas a la compañía;”.
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Los instrumentos señalados en este número podrán ser adquiridos directamente o a
través de Certificados de Depósito de Valores (CDV), a que se refiere el Título XXIV de
la ley Nº 18.045.

La Superintendencia, previa consulta, al Banco Central de Chile, mediante norma de
carácter  general  que  deberá  publicarse  en  el  Diario  Oficial,  establecerá  las
características,  reglas  y  procedimientos  a  que  deberán  sujetarse  las  inversiones
señaladas en este número, para ser representativas de reservas técnicas y patrimonio
de riesgo.

La adquisición de las divisas necesarias para realizar las inversiones, a que se refiere
esta letra, y su remesa al exterior, así como el retorno y la liquidación de los capitales y
ganancias y su conversión a moneda nacional o extranjera, se sujetarán a las normas
que al efecto establezca el Banco Central, de acuerdo a las facultades que le confiere
su Ley Orgánica.

El mencionado Banco, mediante acuerdo de su Consejo, establecerá anualmente los
porcentajes máximos posibles de invertir, dentro de los límites establecidos en la letra
g) del Nº1. del artículo 23 de esta ley. No obstante, el porcentaje máximo de inversión
en el extranjero que establezca el Banco Central, no podrá ser inferior a diez por ciento
de las reservas técnicas y patrimonio de riesgo de las compañías.

Las inversiones de la letra f) de este número, sólo se computarán como inversiones
representativas  de  reservas  técnicas  generadas  por  operaciones  realizadas  por  la
oficina correspondiente en el país respectivo.

4.  Bienes raíces,  cuya tasación comercial  sea practicada al  menos cada dos años,
según norma de carácter general que dicte la Superintendencia. Tratándose de bienes
raíces de propiedad de la compañía, sujetos a contratos de arrendamiento con opción
de compra, la Superintendencia establecerá las disposiciones mínimas que deberán
cumplir  dichos  contratos,  para  que  el  bien  raíz  se  considere  como  inversión
representativa.

No  obstante  lo  anterior,  no  se  aceptarán  como  representativos  bienes  raíces
habitacionales  sujetos  a  contratos  de  arrendamiento  con  o  sin  opción  de  compra
suscritos con personas relacionadas  a la  compañía,  o  cuyo uso o  goce haya sido
cedido a éstas por cualquier motivo.

b) Reemplázase el quinto párrafo del numeral 3 por el siguiente:

“El mencionado Banco, mediante acuerdo de su Consejo, establecerá los porcentajes
máximos  posibles  de  invertir,  facultad  que  será  ejercida  previo  informe  de  la
Superintendencia. No obstante, el porcentaje máximo de inversión en el extranjero que
establezca el Banco Central no podrá ser inferior al veinte por ciento de las reservas
técnicas y patrimonio de riesgo de las compañías.”.
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5. Otros Activos:

a)  Crédito  no  vencido  por  primas  no  devengadas  otorgado  a  los  asegurados,
provenientes de contratos de seguro con cláusula de resolución por no pago de prima,
para respaldar el total de la reserva de riesgo en curso y hasta el 10% del patrimonio
de riesgo, de las compañías aseguradoras del primer grupo;

b)  Siniestros  por  cobrar  no  vencidos,  producto  de  las  cesiones  efectuadas  a  los
reaseguradores, para respaldar el total de la reserva de siniestros y hasta el 10% del
patrimonio de riesgo, salvo aquellos siniestros provenientes de las cesiones indicadas
en el artículo 20, que no se puedan descontar de la reserva, conforme lo señalado en
dicho artículo;

c) Crédito no vencido por primas producto de los seguros de invalidez y sobrevivencia
del decreto ley Nº 3.500, de 1980, para respaldar el total de la reserva de siniestros,
para las compañías del segundo grupo;

d) Avance a tenedores de sus pólizas de seguros de vida, hasta por el monto del valor
de rescate de ellas, siempre que en dichas pólizas se indique expresamente que el
empréstito  podrá deducirse  del  monto de la  indemnización a pagar  en virtud de lo
establecido en la póliza o en sus adicionales, si corresponde.

Además, las compañías aceptantes podrán respaldar sus reservas técnicas con:

e) Préstamos otorgados a asegurados de pólizas de seguro de crédito, a que se refiere
el artículo 11, que cumplan con los requisitos, condiciones y límites que establezca la
Superintendencia mediante norma de carácter general, hasta por el monto del crédito
asegurado.

f) Crédito no vencido por prima no devengada otorgado a las compañías cedentes del
primer grupo en virtud de contratos de reaseguro, para respaldar hasta el total de las
reservas de riesgo en curso, y

g) Crédito no vencido por prima devengada otorgado a las compañías cedentes del
primer grupo en virtud de contratos de reaseguro, para respaldar hasta el total de las
reservas de siniestros.

6. Productos derivados financieros, conforme a los límites y condiciones que establezca
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la Superintendencia, por norma de carácter general. El límite máximo de inversión que
fije la Superintendencia no podrá ser inferior a un 0,5% ni superior a un 3% de las
reservas técnicas y patrimonio de riesgo de las compañías.

7.  Otras  inversiones  que  cumplan  con  los  requisitos,  condiciones  y  límites  que
establezca  la  Superintendencia  mediante  norma de  carácter  general,  hasta  por  un
monto máximo de inversión que no podrá exceder del 5% de las reservas técnicas y del
patrimonio de riesgo de las compañías.

Las  inversiones  señaladas  precedentemente,  para  ser  representativas  de  reservas
técnicas y patrimonio de riesgo, deberán cumplir los siguientes requisitos:

1.  Los  instrumentos  de  la  letra  b)  del  Nº  1  deberán  encontrarse  clasificados,  de
conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.045, en al menos categoría de riesgo BBB o
N-3, según corresponda a instrumentos de largo o corto plazo, respectivamente;

2. Los instrumentos de las letras a) y c) del Nº2 y las cuotas de fondos de inversión de
la letra e) del Nº 3, deberán encontrarse inscritos en el Registro de Valores de esta
Superintendencia,  de  conformidad  a  las  leyes  Nºs.  18.045  y  18.815,  según
corresponda;

3. Los instrumentos de la letra a) del Nº 2,  no se aceptarán como representativos,
cuando se trate de acciones de sociedades administradoras de fondos de pensiones o
de fondos mutuos, de instituciones de salud previsional, de entidades aseguradoras y
reaseguradoras,  de  sociedades  educacionales  y  de  aquellas  cuyo  objeto  sea  la
prestación de beneficios de carácter social a sus accionistas, o de sociedades cuyo
activo, en más de un 50%, esté constituido por acciones y derechos en entidades de
los tipos recién descritos, y

4. Los instrumentos de las letras a) y b) del Nº3, deberán encontrarse clasificados por
al menos dos entidades clasificadoras de reconocido prestigio internacional a juicio de
la Superintendencia.

Las compañías podrán efectuar operaciones para la cobertura del riesgo financiero que
pueda afectar a su cartera de inversiones y a su estructura de activos y pasivos, en la
forma que establezca una norma de carácter general dictada por la Superintendencia.

Asimismo, podrán participar en operaciones de venta corta, mediante el préstamo de
acciones  que  sean  representativas  de  reservas  técnicas  y  patrimonio  de  riesgo,



98

conforme  a  lo  señalado  en  este  artículo,  en  la  forma  que  determine  la
Superintendencia.  No  obstante  lo  anterior,  sólo  se  podrán  prestar  acciones
representativas de reservas técnicas, en estas operaciones, hasta un máximo del 10%
del total de la cartera de acciones representativas de la compañía.

Art. 22. Las inversiones representativas de reservas técnicas y de patrimonio de riesgo
no  podrán  estar  afectas  a  gravámenes,  prohibiciones,  embargos,  litigios,  medidas
precautorias, condiciones suspensivas o resolutorias, ni ser objeto de ningún otro acto
o contrato que impida su libre  cesión o transferencia.  En el  evento de que alguna
inversión  se viere  afectada en la  forma señalada,  no  podrá  ser  considerada  como
representativa  de  reservas  técnicas  ni  de  patrimonio  de  riesgo;  tampoco  se
considerarán  para  estos  efectos  aquellos  instrumentos  cuyo  riesgo  de  no  pago
estuviere asegurado o reasegurado total o parcialmente en la misma compañía.

No obstante lo anterior, mediante normas de carácter general, se podrá exceptuar de la
prohibición señalada en el inciso precedente, a los bienes raíces señalados en el Nº4.
del artículo 21, y a los instrumentos otorgados como garantía o margen de operaciones
de cobertura de riesgo señaladas en el inciso penúltimo del mismo artículo.

3. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 22 por el siguiente:

“No obstante lo anterior, mediante normas de carácter general, se podrá exceptuar de
la  prohibición  señalada  en  el  inciso  precedente  a  las  acciones  de  empresas
concesionarias de obras de infraestructura de uso público señaladas en la letra a) del
N° 2 del artículo 21, a los bienes raíces señalados en el Nº 4 del citado artículo, y a los
instrumentos otorgados como garantía o margen de las operaciones de cobertura de
riesgo señaladas en el inciso penúltimo del mismo artículo.”.

Artículo 23. La inversión en los distintos tipos de instrumentos o activos representativos
de reservas técnicas y patrimonio de riesgo, señalados en el artículo 21, estará sujeta a
los siguientes límites máximos:

1. Límites por Instrumento.

a) 5% del total, para la suma de la inversión en los instrumentos de la letra c) del Nº 1,
que no se encuentren inscritos en el Registro de Valores de la Superintendencia, o que
estando inscritos, no cuenten con clasificación de riesgo conforme a la ley Nº 18.045, o
ésta sea inferior  a BBB o N-3,  según corresponda.  Se exceptuarán de este límite,
aquellos instrumentos emitidos por empresas nacionales, fuera del país, que cuenten
con clasificación de riesgo internacional igual o superior a BBB;

b) entre un 3% y un 5% del total, según lo establezca la Superintendencia por norma de
carácter general, para la suma de la inversión en los instrumentos de la letra d) del Nº
1;

c) 30% del total, en aquellos instrumentos de la letra e) del Nº 1, para compañías del

4. Modifícase el artículo 23 de la siguiente forma:
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segundo grupo, y 30% sólo el patrimonio de riesgo, para compañías del primer grupo;

d) entre un 1% y un 5% del total, según lo establezca la Superintendencia por norma de
carácter general, para la suma de la inversión en instrumentos de la letra f) del Nº 1. En
todo  caso,  no  se  podrá  otorgar  un  crédito  a  una  misma  persona,  directa  o
indirectamente, por una suma que exceda el 5% del límite antedicho. Con todo, este
límite  de  concentración  no  podrá  exceder  del  equivalente  a  10.000  unidades  de
fomento. Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, los créditos en exceso de
los límites fijados en este párrafo,  no serán representativos de reservas técnicas y
patrimonio de riesgo;

e) 40% del total para la suma de la inversión en instrumentos del Nº2;

f)  5% del total,  en aquellos instrumentos de la letra a) del Nº2, que no cumplan el
requisito  de  presencia  bursátil  que  establezca,  por  norma  de  carácter  general,  la
Superintendencia;

g) 10% del total, en aquellos fondos de inversión de la letra c) del Nº2;

h) 20% del total, para la suma de la inversión en aquellos instrumentos del Nº3;

i) 5% del total, para la suma de la inversión en los instrumentos de las letras a) y b) del
Nº3,  que presenten clasificación de riesgo internacional,  inferior  a BBB o N-3, o su
equivalente según corresponda a instrumentos de largo y corto plazo, respectivamente;

j) 10°% del total, para la suma de la inversión en instrumentos de las letras c), d) y e)
del Nº3;

k) 3% del total en aquellos activos de la letra f) del Nº3;

l) 25% del total, en aquellos activos del N° 4, para compañías del segundo grupo, y
30% sólo del patrimonio de riesgo, para compañías del primer grupo. Con todo, en el
caso de bienes raíces no habitacionales sujetos a contratos de arrendamiento con o sin

a) Reemplázase, en la letra e) del numeral 1, el punto y coma por un punto y seguido, y
añádese a continuación la siguiente oración final: “La inversión total en acciones de
empresas concesionarias de obras de infraestructura de uso público no podrá exceder
del 5% del total;”.

b) Reemplázase, en la letra f) del numeral 1, el punto y coma por un punto y seguido, y
agrégase a continuación lo  que sigue:  “Este límite no se aplicará a la  inversión en
acciones de empresas concesionarias de obras de infraestructura de uso público;”.

c) Derógase la letra h) del numeral 1.

d) Reemplázase la letra j) del numeral 1 por la siguiente:

“j) Para la suma de la inversión en instrumentos de las letras c), d) y e) del Nº 3, la
Superintendencia,  mediante  norma de carácter  general,  establecerá  los  porcentajes
máximos posibles de invertir. No obstante, el porcentaje máximo de inversión para los
instrumentos antes mencionados no podrá ser inferior al diez por ciento de las reservas
técnicas y patrimonio de riesgo de las compañías;”.
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opción  de  compra  que  suscriban  las  compañías  del  segundo  grupo  con  personas
relacionadas, el límite corresponderá al 5% del total y al 5% sólo del patrimonio de
riesgo para compañías del primer grupo. Adicionalmente, tratándose de bienes raíces
habitacionales, se aplicará un límite del 5% del total para compañías del segundo grupo
y del 5% sólo del patrimonio de riesgo para compañías del primer grupo, y

m) 20% del total, en aquellos activos de la letra e) del Nº 5.

2. Límites conjuntos.

a) 25% del total, para la suma de la inversión en aquellos instrumentos comprendidos
en las letras b) y c) del Nº1, que presenten clasificación de riesgo igual o inferior a BBB
o N-3, según corresponda a instrumentos de largo y corto plazo, o que, en el caso de
instrumentos de la letra c) del Nº 1, no presenten clasificación de riesgo;

b) entre un 10% y un 20% del total, según lo establezca la Superintendencia por norma
de carácter general, para la suma de la inversión en los instrumentos comprendidos en
las letras b), c) y d) del Nº 1, y a) del Nº2, emitidos por sociedades anónimas, bancos,
instituciones financieras  y  empresas pertenecientes  a un mismo grupo empresarial.
Este límite se rebajará a la mitad, si la compañía inversionista forma parte del grupo
empresarial;

c) 10% del total, para la suma de la inversión en los instrumentos comprendidos en las
letras b), c) y d) del Nº1 y a) del Nº2, emitidos o garantizados por una misma entidad, o
sus respectivas filiales. Este límite se rebajará a la mitad, si la compañía inversionista
forma parte del grupo empresarial al que pertenece el emisor;
d) 40% del total, para la suma de la inversión en instrumentos de las letras e) del Nº 1,
fondos de inversión de la letra c) del Nº 2, en cuanto inviertan en activos señalados en
los números 10, 11, 12, 13 y 15 del artículo 5º de la ley Nº18.815, bienes raíces del
Nº4,  activos  relacionados con el  sector  inmobiliario  incluidos  en el  N° 7 y  bonos o
pagarés de la letra c) del Nºl, emitidos por sociedades securitizadoras de las señaladas
en el  Título XVIII  de la  ley Nº 18.045, que estén respaldados por títulos de crédito
transferibles,  relacionados  con  el  sector  inmobiliario,  para  compañías  del  segundo
grupo, y 50% sólo del patrimonio de riesgo, para compañías del primer grupo;

e) 5% del total, para la suma de la inversión en los instrumentos comprendidos, en las
letras b) y c) del Nº3, emitidos o garantizados por una misma entidad. Este límite se
rebajará a la mitad, cuando el emisor sea persona relacionada a la compañía;
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f) 10% del total, para la suma de la inversión en fondos señalados en las letras b) y c)
del Nº2 y e) del Nº3, administrados por una misma entidad administradora de fondos
mutuos o de inversión;

g) 1% del total, para la suma de la inversión en instrumentos de las letras c) del N° 1 y
a) y b) del N° 3, comprendidos en las letras a) e i) del N° 1 de este artículo, según
corresponda, emitidos por una misma entidad o sus respectivas filiales, y

h) 10% del total, para la suma de la inversión en los siguientes instrumentos:

i) Instrumentos de la letra f) del Nº 1;

ii) Instrumentos de la letra a) del Nº 2, que no cumplan con el requisito de presencia
bursátil que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general;

iii) Instrumentos de los números 6 y 7;

iv) Instrumentos de la letra c) del N° 1 y a) y b) del N° 3, comprendidos en las letras a)
e i) del N° 1 de este artículo.

e) Sustitúyese en el literal g) del número 2 la expresión “, y” por un punto y coma.

f) Reemplázase, en el numeral ii) de la letra h) del número 2, el punto y coma por un
punto y seguido, y agrégase lo siguiente: “Este límite no se aplicará a la inversión en
acciones de empresas concesionarias de obras de infraestructura de uso público;”.

g) Reemplázase en el numeral iv) de la letra h) del número 2 el punto y aparte, por la
expresión “, y”.

h) Agrégase la siguiente letra i) en el numeral 2:

“i) 2% del total, para la suma de la inversión en acciones de empresas concesionarias
de obras de infraestructura de uso público,  emitidas  por  una misma entidad o  sus
respectivas filiales.”.

Artículo 24.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la Superintendencia,
mediante norma de carácter  general,  podrá establecer  límites de diversificación por
emisión, a las inversiones que respaldan las reservas técnicas y el patrimonio de riesgo
indicados en el artículo 21, considerando los siguientes rangos:

a) entre un 10% y un 20% del total de los depósitos y captaciones y del total de letras
hipotecarias emitidas por un banco o entidad financiera, en el caso de los instrumentos
de la letra b) del Nº1;

b) entre un 20% y un 30% de la emisión o serie, en el caso de instrumentos de la letra
c) del Nº 1;

c) entre un 20% y 40% de la participación, en el caso de instrumentos de la letra d) del
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Nº1;

d) entre un 8% y un 20% del total de acciones suscritas, en el caso de instrumentos de
la letra a) del Nº2, y

e)  entre  un 20% y  un 30% del  total  de  cuotas  suscritas  de un fondo mutuo o  de
inversión, señalados en las letras b) y c) del Nº2 y d) y e) del Nº3.

La  Superintendencia  fijará  los  límites  señalados  por  períodos  mínimos  de  un  año,
debiendo  informar  la  modificación  de  éstos,  con  tres  meses  de  anticipación  a  su
vigencia.

Tratándose de seguros con cuenta de inversión, la Superintendencia podrá ampliar o
excluir, a través de norma de carácter general, de los límites de inversión establecidos
en los artículos 23 y 24, las inversiones que respalden la reserva del valor del fondo
cuando ésta se invierta en los instrumentos señalados en las letras b) y c) del N° 2 y en
las letras d) y e) del N° 3 del artículo 21, y no será aplicable el límite de inversión
establecido en el artículo 12 A del decreto ley Nº 1.328, de 1976.

5. Elimínase en el inciso final del artículo 24 la expresión “, y no será aplicable el límite
de inversión establecido en el artículo 12 A del decreto ley Nº 1.328, de 1976”.

DECRETO CON FUERZA DE LEY N°458, DE 1976, DEL MINISTERIO DE VIVIENDA
Y URBANISMO QUE APRUEBA NUEVA LEY GENERAL DE URBANISMO Y

CONSTRUCCIONES

Artículo  116.-  La  construcción,  reconstrucción,  reparación,  alteración,  ampliación  y
demolición de edificios y obras de urbanización de cualquier naturaleza, sean urbanas
o rurales,  requerirán permiso de la  Dirección  de Obras  Municipales,  a  petición  del
propietario, con las excepciones que señale la Ordenanza General.

Deberán  cumplir  con  esta  obligación  las  urbanizaciones  y  construcciones  fiscales,
semifiscales, de corporaciones o empresas autónomas del Estado y de las Fuerzas
Armadas, de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería de Chile.

No requerirán permiso las obras de infraestructura que ejecute el Estado, ni las obras
urbanas  o  rurales  de  carácter  ligero  o  provisorio,  en  la  forma  que  determine  la
Ordenanza General.

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo, las obras de carácter militar de las
Fuerzas Armadas, las de carácter policial de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública
y las de carácter penitenciario, destinadas a sus fines propios, sean urbanas o rurales,

Artículo 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso cuarto del artículo
116  del  decreto  con  fuerza  de  ley  Nº  458,  de  1976,  del  Ministerio  de  Vivienda  y
Urbanismo, que aprueba la Nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones:

1. Reemplázanse los términos “y Seguridad Pública y” por “y Seguridad Pública,”.

2. Intercálase, entre las expresiones “destinadas a sus fines propios,” y “sean urbanas
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no requerirán de los permisos a que se refiere el  inciso primero de este artículo ni
estarán sometidas a inspecciones o recepciones de ningún tipo por las Direcciones de
Obras  Municipales  mientras  tengan  este  carácter.  En  igual  forma  no  les  serán
aplicables  las  limitaciones  ni  autorizaciones  establecidas  en  el  artículo  55.  Estas
excepciones se extenderán igualmente, a las demás obras ubicadas dentro del mismo
predio en que se emplacen las construcciones a que se refiere este inciso, aun cuando
estén destinadas a su equipamiento o al uso habitacional. Todas estas obras deberán
ajustarse  a  las  Normas  Técnicas,  a  la  Ordenanza  General  y  al  Plan  Regulador
respectivo,  en  su  caso.  Concluidas  las  obras,  el  propietario  deberá  presentar  una
declaración  ante  la  Dirección  de  Obras  Municipales,  indicando  el  destino  de  las
edificaciones e individualizando a las personas a quienes pudiere corresponder algún
grado de responsabilidad de conformidad a los artículos 17 y 18 de esta ley.

El Director de Obras Municipales concederá el permiso o la autorización requerida si,
de acuerdo con los antecedentes acompañados, los proyectos cumplen con las normas
urbanísticas, previo pago de los derechos que procedan, sin perjuicio de las facilidades
de pago contempladas en el artículo 128.

Se  entenderá  por  normas  urbanísticas  aquellas  contenidas  en  esta  ley,  en  su
Ordenanza  General  y  en  los  instrumentos  de  planificación  territorial  que  afecten  a
edificaciones, subdivisiones, fusiones, loteos o urbanizaciones, en lo relativo a los usos
de  suelo,  cesiones,  sistemas  de  agrupamiento,  coeficientes  de  constructibilidad,
coeficientes de ocupación de suelo o de los pisos superiores, superficie predial mínima,
alturas máximas de edificación, adosamientos, distanciamientos, antejardines, ochavos
y rasantes, densidades máximas, estacionamientos, franjas afectas a declaratoria de
utilidad pública y áreas de riesgo o de protección.

La Dirección de Obras Municipales, a petición del interesado, emitirá un certificado de
informaciones previas que contenga las condiciones aplicables  al  predio de que se
trate,  de  acuerdo  con  las  normas  urbanísticas  derivadas  del  instrumento  de
planificación territorial respectivo. El certificado mantendrá su validez mientras no se
modifiquen  las  normas  urbanísticas,  legales  o  reglamentarias  pertinentes.  Los
certificados de informaciones previas que se otorguen respecto de los lotes resultantes
de subdivisiones afectas y loteos con urbanización garantizada mantendrán su vigencia
mientras no se modifiquen el plano de subdivisión, loteo o urbanización, o las normas
urbanísticas legales o reglamentarias.

Sin perjuicio de lo anterior, podrán someterse a la aprobación del Director de Obras
Municipales, anteproyectos de loteo, de edificación o de urbanización. El anteproyecto

o rurales”, la siguiente frase: “y las instalaciones del Banco Central de Chile destinadas
a  sus  procesos  de  recepción  y  distribución  de  circulante,  y  de  almacenamiento,
procesamiento y custodia de valores,”.
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aprobado mantendrá su vigencia respecto de todas las condiciones urbanísticas del
instrumento  de planificación  territorial  respectivo  y  de las  normas de la  Ordenanza
General  de  Urbanismo y  Construcciones  consideradas  en  aquél  y  con  las  que  se
hubiere  aprobado,  para  los  efectos  de  la  obtención  del  permiso  correspondiente,
durante el plazo que determine la misma Ordenanza.

La Dirección de Obras Municipales deberá exhibir, en el acceso principal a sus oficinas,
durante  el  plazo  de  sesenta  días  contado  desde  la  fecha  de  su  aprobación  u
otorgamiento, una nómina con los anteproyectos, subdivisiones y permisos a que se
refiere este artículo. Asimismo, deberá informar al concejo y a las juntas de vecinos de
la unidad vecinal correspondiente y mantener, a disposición de cualquier persona que
lo  requiera,  los  antecedentes  completos  relacionados  con  dichas  aprobaciones  o
permisos.

DECRETO LEY N°1123 DEL MINISTERIO DE HACIENDA QUE SUSTITUYE LA
UNIDAD MONETARIA

ARTICULO 7° Habrá monedas de $ 500, de $ 100, de $ 50, de $ 10, de $ 5, de $ 1.

Las monedas deberán contener un mínimo de 95% de aluminio y el resto de otros
metales, o un mínimo de 70% de cobre y el resto de otros metales.

El  Banco Central  de Chile  determinará el  tipo de aleación y el  porcentaje de otros
metales que contendrá cada moneda.

Artículo 12.- Modifícase el artículo 7º del decreto ley Nº 1.123, de 1975, que Sustituye
Unidad Monetaria, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “, de $ 10, de $ 5, de $ 1” por “y de $
10”.

b) Elimínase en su inciso segundo la conjunción “o” e intercálase, entre los vocablos
“otros metales” y el punto y aparte, lo siguiente: “, o un mínimo de 80% de acero y el
resto de otros metales”.

Artículo 13.- En todas las cuentas y pagos cuya solución se realice en dinero efectivo,
las cantidades inferiores a $5 se depreciarán a la decena inferior,  y las cantidades
correspondientes a $5 y hasta $9 se elevarán a la decena superior. Esta operación no
generará efecto tributario alguno y no deberán modificarse los documentos tributarios
que corresponda emitir.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Las modificaciones introducidas por los numerales 1, 4, 5 y 6 del
artículo 1° de la presente ley entrarán en vigencia el primer día del cuarto mes siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial.
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Los instrumentos de deuda de oferta pública acogidos al artículo 104 de la Ley Sobre
Impuesto a la Renta que no estén incluidos en la nómina de instrumentos elegibles
señalada en su número 4 y que hubieran sido emitidos con anterioridad a la referida
entrada en vigencia, se someterán al procedimiento establecido en el artículo 74, N° 8,
de la citada norma, modificado por el numeral 4 del artículo 1° de esta ley. Para ello,
bastará que cumplan con los requisitos del artículo 104 de la citada norma, vigente al
momento de su emisión, sin la necesidad de expresarlo en sus condiciones de emisión.

Sin perjuicio de lo anterior, los emisores de los títulos a que se refiere el inciso anterior
podrán optar por adherir al procedimiento establecido en el artículo 74, N° 7, de la Ley
Sobre Impuesto a la Renta, incorporado por el numeral 4 del artículo 1° esta ley, en
cuyo caso  deberán cumplir  con los  requisitos  del  artículo  104 de la  citada  norma,
vigente  al  momento  de  la  adhesión.  La  adhesión  deberá  ser  incorporada  en  las
condiciones de emisión respectivas, y comunicada al Servicio de Impuestos Internos y
a los tenedores de los instrumentos en la forma y plazo que dicho Servicio determine.
En este caso, la primera retención y pago de cargo del emisor se aplicará únicamente
sobre los intereses devengados desde la fecha de adhesión.

La primera retención y pago que efectúen los emisores de los instrumentos de deuda
de oferta pública incluidos en la nómina señalada en el número 4 del artículo 104 de la
Ley  Sobre  Impuesto  a  la  Renta,  que  hubieran  sido  emitidos  con  anterioridad  a  la
entrada en vigencia a que se refiere el inciso primero de este artículo, se aplicará sobre
los intereses devengados desde la entrada en vigencia antes mencionada.

Artículo segundo.- La modificación introducida por el numeral 2 del artículo 1° de la
presente ley se aplicará a los servicios que, cumpliendo con las condiciones que se
establecen, hayan sido prestados a partir del 1 de enero del año 2016.

Artículo  tercero.-  La modificación  introducida  por  el  numeral  3 del  artículo  1°  y  las
incorporadas por los artículos 3° y 4°, todos de la presente ley, entrarán en vigencia el
primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo cuarto.- Las modificaciones introducidas por los numerales 1, 2, 3, 6, 7, 8 y 9
del artículo 5° de esta ley entrarán en vigencia el  primer día del decimotercer mes
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.
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Por su parte, las modificaciones introducidas por los numerales 4 y 5 del precitado
artículo comenzarán a regir el  primer día del decimonoveno mes siguiente al  de su
publicación en el Diario Oficial.

Artículo quinto.- Las modificaciones introducidas por el artículo 6° de la presente ley
entrarán en vigencia el primer día del decimotercer mes siguiente al de su publicación
en el Diario Oficial.

Artículo sexto.- Los sistemas de pago autorizados y regulados por el Banco Central con
anterioridad  a  la  entrada  en  vigencia  del  artículo  7°  de  esta  ley,  se  considerarán
expresamente autorizados y reglamentados para efectos de lo  establecido en dicha
norma,  a  saber:  Cámara  de  Compensación  de  Cheques  y  Otros  Documentos  en
Moneda  Nacional  en  el  País,  Cámara  de  Compensación  de  Operaciones
Interfinancieras  en  Moneda  Nacional,  Cámara  de  Compensación  de  Operaciones
efectuadas a través de Cajeros Automáticos en el país, Cámaras de Compensación de
Pagos de Alto Valor en Moneda Nacional, Cámara de Compensación de Cheques y
Otros Documentos en Moneda Extranjera, y Sistema de Liquidación Bruta en Tiempo
Real del Banco Central de Chile (Sistema LBTR).

En consecuencia, los pagos y demás operaciones que se hayan efectuado a través de
dichos sistemas se entienden, para todos los fines legales pertinentes, como firmes e
irrevocables, en los términos que dispone el  numeral 8 del artículo 35 de la ley Nº
18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile, sustituido por el numeral 1
del artículo 7° de la presente ley.

Artículo séptimo.- Lo dispuesto en los artículos 12 y 13 de la presente ley entrará en
vigencia el primer día del decimotercer mes siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial.  Desde esa fecha, el Banco Central de Chile retirará de circulación todas las
monedas  de  las  denominaciones  de  $1  y  $5,  cualquiera  sea  su  estado  de
conservación.

En todo caso, las monedas de las denominaciones de $1 y $5 conservarán su curso
legal, poder liberatorio y circulación ilimitada en los términos del artículo 31 de la ley
orgánica constitucional del Banco Central de Chile.”.


